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INTRODUCCIÓN 

“Reconocer a Kosovo, quien ha declarado unilateralmente su independencia, sin 

el acuerdo de Serbia, sentaría un peligroso presente que amenazaría seriamente las 

posibilidades de un acuerdo político en el caso de las Islas Malvinas” (El Universal 2008). 

Con estas palabras el Canciller argentino Jorge Taiana dejó asentada su posición respecto 

de la declaración de independencia promulgada en febrero de 2008, por la República de 

Kosovo. En tal sentido, se primaban los efectos secundarios de la declaración por sobre el 

cumplimiento de los requisitos esenciales que un Estado debe poseer para ser considerado 

como tal. 

Esta conducta que podría ser tachada de irracional, no es más que una 

consecuencia directa del carácter discrecional que caracteriza a la práctica del 

reconocimiento de Estados. Es decir que cada Estado emisor ponderará los elementos que 

a su criterio sean de mayor importancia o de mayor necesidad al momento de reconocer el 

nacimiento de un nuevo sujeto de la comunidad internacional. Ahora bien, lo que aquí se 

ponderó son las consecuencias que el reconocimiento de un Estado puede tener respecto 

de la viabilidad de las pretensiones que el Estado emisor posee sobre un determinado 

territorio. 

En igual línea argumental, Mikulas Fabry, al iniciar su estudio respecto del 

reconocimiento de Estados, analiza los eventos suscitados en Bosnia-Herzegovina, 

señalando que a su criterio: “Dado el progreso de los eventos, pareciera que existen pocas 

dudas de que el reconocimiento de Estados por parte de los Estados Unidos y la 

Comunidad Europea, precipitaron el inicio de la guerra de Bosnia. Esto no quiere decir que 

este acto haya sido la más importante o la única causa del inicio del conflicto, y que sin ella 

no habría mediado violencia. Sin embargo, los hechos resultan convincentes para afirmar 

que el reconocimiento ha sido el evento detonante” (Fabry, 2010, p.1). En tal sentido, el 

autor mencionado no es ajeno a los efectos colaterales que el reconocimiento de Estados 

puede traer aparejado. Sin embargo, en la noción clásica, esgrimida por el Instituto de 

Derecho Internacional, nada se menciona respecto de aquellos. Por el contrario, dicha 

definición establece que el reconocimiento presupone la existencia de un nuevo sujeto de 

derecho internacional, el cual posee un gobierno propio, que ejerce su poder sobre una 

población determinada, en un territorio identificado. No obstante ello, como se verá, no es 

inusual en la práctica, que el reconocimiento sea efectuado, sin encontrarse definido alguno 

de estos elementos. 
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Ahora bien, ya sea por un cambio en la política internacional o por un cambio en 

la comunidad, la figura del reconocimiento de Estados ha ido mutando a lo largo de la 

historia. De un período de abundante práctica, como lo ha sido a mediados del siglo XX, a 

un período de escaso ejercicio en la actualidad. Pero, ¿a qué se debe dicha reducción en 

el ejercicio? ¿han sido modificados los criterios para su otorgamiento?  

Como bien hemos mencionado, la práctica del reconocimiento de Estados es 

discrecional, pero a pesar de ello, a lo largo del siglo XX se ha fomentado su ejercicio, a 

través del establecimiento de un marco legal, propiciado en el seno de la Organización de 

las Naciones Unidas, el cual se encuentra íntimamente ligado con los procesos 

descolonizadores, estableciéndose ciertos criterios normativos a fin de propiciar el avance 

de la autodeterminación de los pueblos oprimidos o colonizados.  

A pesar de que en la actualidad el número de colonias es limitado, los procesos 

de secesión han mantenido vivo el ejercicio del reconocimiento de Estados. Sin embargo, 

el gran dilema resulta en determinar si existen factores comunes que hayan sido utilizados 

en el marco de esta discrecionalidad.  

En tal sentido, el objetivo del presente trabajo de investigación resulta en 

identificar aquellos elementos que han influido en el ejercicio o no del reconocimiento de 

Estados, sean políticos, legales u sociales, a través de un análisis histórico que ponderará 

el momento comprendido entre los años 1945-1991, durante el cual se promovió la 

independencia de las colonias de los grandes monopolios europeos, y el período 

comprendido de 1991 en adelante, el que se destaca por un alto grado de disminución de 

la práctica y el desmembramiento de los Estados comunistas como consecuencia del 

colapso del bloque soviético. 

Asimismo, intentaremos delimitar los motivos que han dado lugar a dicha 

disminución en su ejercicio, analizando las posibles soluciones a dicha circunstancia, en 

caso de considerarse viable. 

En dicho orden de ideas, procederemos, en un primer capítulo, a realizar un breve 

raconto de los conceptos básicos que existen sobre la materia (naturaleza jurídica de la 

figura bajo análisis, posiciones al respecto, clasificaciones), que resultará de gran utilidad, 

para la interpretación de los capítulos posteriores, en los cuales realizaremos un análisis 

pormenorizado de los períodos mencionados, haciendo especial hincapié en los casos de 

mayor relevancia. 
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I. MARCO TEÓRICO. CONCEPTOS BÁSICOS 

I.1 Noción y Teorías: Concepto de Reconocimiento.  Efectos. Descripción de  las 

teorías declarativa y constitutiva.  Alcance.  Posición actual. 

Cada Estado es una entidad social y política organizada que se manifiesta por la 

coexistencia de tres elementos: un territorio determinado; una población asentada en ese    

territorio y una autoridad común o gobierno que rige en él, de modo exclusivo (Podestá 

Costa y Ruda 1988, p.53). 

Cabe destacar, que la mayoría de la doctrina, dentro de la cual encontramos 

autores como Díez de Velasco, considera un cuarto elemento, que no es otro que la 

soberanía, la cual supone que el Estado ejerza su actividad internacional por su propio 

poder, y no por el de otro sujeto internacional (Diez de Velazco 1994, p.252). Este último 

elemento se manifiesta en un doble sentido: a) hacia el exterior del Estado (por una 

auténtica libertad de decisión para el ejercicio de sus actividades en las relaciones 

internacionales) y b) hacia el interior (en tanto que el Estado soberano posee la plenitud de 

jurisdicción para reglamentar todo lo referente al territorio, la población y a los distintos 

aspectos de la vida social). 

Habiendo definido el concepto de Estado y habiéndose determinado los elementos 

necesarios para su existencia, corresponde preguntarnos: ¿cuál es la función del 

reconocimiento de un Estado nuevo por los Estados prexistentes? 

La necesidad del reconocimiento de un Estado por los demás es consecuencia de 

la descentralización del derecho y de la comunidad internacional. En un orden centralizado, 

los hechos a los que el derecho les asigna consecuencias jurídicas pueden ser 

comprobados por órganos especiales; en la comunidad internacional, en cambio, y por la 

falta de una autoridad que imprima el sello de su comprobación a aquellos hechos, el 

derecho de gentes se vale de los órganos tradicionales, los Estados (Barboza 2001, p.176). 

El Instituto de Derecho Internacional, en el artículo 1° de la Resolución que fuere 

adoptada en ocasión de su sesión de Bruselas de 1936, esbozó una definición del 

reconocimiento estadual, entendiéndolo como “[u]n acto libre por el cual uno o más Estados 

comprueban la existencia sobre un territorio determinado de una sociedad humana 

políticamente organizada, independiente de cualquier otro Estado existente, capaz de 

observar, las prescripciones del derecho internacional y manifiestan consiguientemente su 

voluntad de considerarlo como un miembro de la comunidad internacional”. 
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De la definición transcripta podríamos inferir la imperiosa necesidad de los 

Estados nacientes en ser reconocidos para ser considerados miembros de la comunidad 

internacional, pero ¿qué significa específicamente ser “miembros de la comunidad 

internacional”? ¿es el nacimiento del Estado independiente de su reconocimiento ulterior o 

por el contrario existe una íntima relación sobre ellos? 

En este orden de ideas, merece destacarse que la doctrina no es conteste, por el 

contrario, a lo largo de la historia del derecho internacional público podemos encontrar dos 

posiciones palmariamente diferenciadas: una concepción  atributiva o constitutiva  y otra 

meramente declarativa. 

Para los juristas o doctrinarios partidarios de la primer teoría o concepción, es el 

acto del reconocimiento, emanado de otros Estados, el cual crea y dota a los nuevos 

Estados de personalidad jurídica. Es decir, que los incorpora en la comunidad internacional 

(Shaw 2008, p.446). Esta doctrina ha sido propiciada por autores pertenecientes a la 

escuela voluntarista clásica, encontrando sus principales expositores, en juristas como 

Triepel, Jellinek, Cavaglieri entre otros (Dailler  2002, p.551). 

Sin embargo, y a pesar del impulso original que se le había otorgado a dicha 

concepción, ella fue objeto de diversas críticas. Malcolm Shaw entendió que si un Estado 

carece de personalidad jurídica en el ámbito internacional hasta que fuere formulado el 

respectivo acto de reconocimiento, no pueden serle impuestas obligaciones, lo cual 

impediría el juzgamiento de su accionar ante una conducta contraria a los principios que 

rigen el ámbito supranacional (Shaw 2008, p.446). 

Por su parte, Patrick Dailler señalaba el carácter discriminatorio de dicha teoría 

atento otorgarles a los Estados prexistentes cierto grado de poder frente a los nuevos 

miembros de la comunidad internacional, ya que serían los primeros, los encargados de 

determinar su destino ─al evaluar su condición de Estado─, violándose de esta forma el 

principio de igualdad (Dailler, 1999, p.552). 

La contracara a esta concepción atributiva resulta ser una acepción del 

reconocimiento de Estados como un proceso meramente declarativo. En dicho 

entendimiento, el nacimiento de un nuevo Estado es un hecho cuya existencia no depende 

de las intenciones u apreciaciones de los Estados ya existentes. Consecuentemente, para 

los partidarios de esta teoría, el reconocimiento de Estados solo tiene como objeto 

constatar la existencia de un Estado nuevo sin conferirle cualidad jurídica alguna que no 

haya sido adquirida por la posesión de los elementos constitutivos “ut supra” analizados 

(Dailler 1999, p.552). 
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Esta última ha sido la posición adoptada por el Instituto de Derecho Internacional, 

al afirmar en el artículo 1 “in fine” de su Resolución de Bruselas de 1936, que: “La existencia 

de un Estado nuevo con todos los efectos jurídicos que se atañen a su existencia no se 

encuentra afectada por el rechazo de reconocimiento de uno o de varios Estados”. En igual 

sentido, el artículo 3° de la Convención sobre derechos y deberes de los Estados, también 

conocida como Convención de Montevideo, suscripta el 27 de diciembre de 1933, en el 

marco de la séptima Conferencia Internacional de los Estados americanos, dispuso: “La 

existencia política de un Estado es independiente de su reconocimiento por los otros”.  

Asimismo, y más cercano en el tiempo, la Comisión de Arbitraje de la Conferencia 

Europea por la paz en Yugoslavia ha adoptado el mismo punto de vista, al sostener que: 

“La existencia o desaparición de un Estado es una cuestión de hecho, el reconocimiento 

por los otros Estados solo posee efectos puramente declarativos” (Dailler 1999, p.552). 

Ahora bien, hasta aquí hemos realizado un breve raconto de las teorías que han 

sido desarrolladas en la materia, con relación a los efectos del fenómeno en estudio. Sin 

embargo, ¿pueden aplicarse estas teorías puramente a la realidad o por el contrario ambas 

son meramente hipotéticas? 

Malcolm Shaw se atreve a contestar este cuestionamiento, a través de la creación 

de una denominada teoría intermedia ─que no es más que la yuxtaposición de elementos 

existentes entre ambas concepciones─. En dicho orden de ideas, para este autor el acto 

de reconocimiento es constitutivo desde un punto de vista político, atento que la nueva 

entidad es aceptada como un Estado dentro de la comunidad internacional, lo cual se 

evidencia en su nuevo estatus político, lo cual, a su vez, no implica que el acto de 

reconocimiento sea legalmente constitutivo, porque los derechos y deberes de esta nueva 

entidad no surgen como resultado de aquel (Shaw 2008, p.447). 

Igual criterio es propiciado por Patrick Dailler quien al analizar los efectos del 

reconocimiento destaca que si bien dicho acto no es necesario para que el nuevo Estado 

exista como tal, normaliza las relaciones entre los Estados nuevos y aquellos que lo 

reconocen, en todos los niveles y materias (Dailler 1999, p.554). 

Es en dicho entendimiento, mediante el cual podemos concluir que el verdadero 

efecto del reconocimiento de Estados resulta ser la integración de un nuevo miembro a la 

órbita de la comunidad internacional, a través de la oponibilidad de sus actos a los 

miembros prexistentes, mas no el otorgamiento de personería jurídica ─la cual reviste 

desde el momento de su nacimiento─. 
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I.2 Características: Carácter discrecional del reconocimiento. Reconocimiento 

prematuro, tardío y condicional 

I.2.a. Discrecionalidad 

Al iniciar el presente capitulo hemos demarcado los elementos esenciales que 

tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido como indispensables para delimitar 

en la órbita del derecho internacional, el surgimiento de un nuevo Estado. Sin embargo, no 

existe al día de la fecha un método o mecanismo al cual un Estado deba allanarse para 

reconocer a otro sujeto de derecho internacional como tal.  

El amplio grado de libertad con el cual cada Estado cuenta para reconocer a un 

nuevo sujeto como un par en la órbita del derecho internacional, es la mejor prueba del 

carácter discrecional que se le extiende a la práctica bajo análisis. 

En este orden de ideas, el Instituto de Derecho Internacional, en el texto de su 

Resolución de 1936, citada con prelación, describe que: “No existe una obligación de 

reconocer, ni un deber de no ser reconocido”. En igual sentido, la Comisión de Arbitraje de 

la Conferencia para la Paz en Yugoslavia, ha declarado al respecto, que el reconocimiento: 

“…es un acto discrecional que los otros Estados pueden efectuar al momento que ellos 

elijan, bajo las formas que ellos decidan libremente”. 

En dicho entendimiento, podemos afirmar que en primer lugar el reconocimiento 

efectuado producirá efectos independientemente del cumplimiento o no de los elementos 

necesarios que se requieran para el surgimiento de un nuevo ente estadual, por parte del 

sujeto reconocido. Asimismo, es dable remarcar que al no estar el  ejercicio del 

reconocimiento supeditado a un control de legalidad internacional, en muchos casos su 

otorgamiento suele ser intempestivo (Dupuy 1993, p.67). 

Hasta aquí podríamos señalar que no existe forma alguna a la cual el ejercicio del 

reconocimiento deba adecuarse. Además, la discrecionalidad que se le otorga  al instituto 

bajo análisis permite efectuarlo de forma objetiva, aislada del pensamiento de los demás 

miembros de la comunidad internacional. Sin embargo, Pierre-Marie Dupuy, nos permite 

vislumbrar que esa objetividad se encuentra lejos de ser plena. En tal sentido, el autor 

citado, expresa: “La subordinación discrecional del reconocimiento de un Estado responde 

a puras consideraciones de conveniencia política vinculadas al contexto de las relaciones 

internacionales en un momento determinado” (Dupuy 1993, p.66). 

Asimismo, y a titulo ilustrativo, seguido a su afirmación, el jurista señalado realiza 

un breve análisis de las dudas existentes respecto del reconocimiento de Lituania como 
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Estado independiente luego de su desmembramiento de la Unión de Repúblicas Socialistas 

Soviéticas.  De cuyo estudio pretende denotar que atento que los Estados Unidos de 

América, Francia y Gran Bretaña nunca reconocieron en 1940 la anexión de los Estados 

Bálticos a la ex URSS, por cuestiones de índole político, dichos Estados se limitaron a 

restablecer relaciones diplomáticas con Lituania, debido a que para ellos ese Estado jamás 

había desaparecido (Dailler 1999, p.560). 

A través del ejemplo citado, Dupuy pretende adentrarnos en las diversas aristas 

que dicha discrecionalidad puede traer aparejada, ya que no solo hablamos de una libertad 

del modo en el cual podemos efectuar el reconocimiento, sino una libertad de ideología 

que nos permita otorgarlo o no en base al pensamiento del Estado emisor. 

I.2.b. La doctrina Stimson 

No obstante lo precedentemente afirmado, dicha discrecionalidad resguarda un 

límite que no es más que la interdicción del reconocimiento de situaciones adquiridas bajo 

el uso de la fuerza.  

Este principio también conocido como “Doctrina Stimson”, la cual toma su nombre 

del Secretario de Estado norteamericano Henry J. Stimson, fue gestado como 

consecuencia de la invasión japonesa a la región de Manchuria.  El entonces Secretario de 

Estado entendió que no debía reconocerse dicha invasión en la medida que era contraría 

al Pacto de París o Pacto Briand Kellog, el cual establecía que la guerra no podía ser 

utilizada como una instrumento de política nacional. 

Asimismo, ya en la Sociedad de las Naciones se instó por promover la sanción de 

una resolución que estableciera el deber de no reconocer ninguna situación, tratado o 

acuerdo provocado por medios no legales. Sin embargo, el éxito de dicha resolución fue 

escasa, basta recordar que la conquista italiana sobre el Imperio de Etiopia fue reconocida 

así como ha sido aceptado el dominio de Alemania sobre Checoslovaquia (Shaw 2008, 

p.468). 

No obstante ello, luego de 1945 dicha doctrina fue nuevamente examinada, 

introduciéndose en el articulo 2 de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas la 

prohibición de la amenaza o uso de la fuerza en contra de la integridad de los Estados. En 

igual sentido, la Declaración sobre los Derechos y Deberes de los Estados de 1949, 

enfatizó que las adquisiciones territoriales efectuadas por los Estados no deberán ser 

reconocidas por sus pares, cuando hayan sido obtenidas por la amenaza o el uso de la 

fuerza o cualquier otro medio inconsistente con el orden y el derecho internacional. Es en 
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este nuevo marco normativo en el cual, por ejemplo, la República de Rhodesia no recibió 

ningún reconocimiento, a pesar de mantener relaciones diplomáticas con Sudáfrica y 

Portugal previo a la revolución de 1974. Cabe destacar, que el día posterior a la declaración 

de la independencia de Rhodesia, el Consejo de Seguridad de la Organización de las 

Naciones Unidas llamó a los Estados a no reconocerlo como tal (Shaw 2008, p.469). 

El no reconocimiento como instrumento de sanción, así como mecanismo de 

presión o método de protección para los habitantes de un territorio fue debatido plenamente 

en la Opinión Consultiva de la Corte Internacional de Justicia en el caso de Namibia, en 

1971 (Shaw 2008, p.470). En dicha oportunidad, la Corte Internacional de Justicia analizó 

las consecuencias jurídicas que tenía para los Estados miembros de la comunidad 

internacional la continuación de la presencia de Sudáfrica en Namibia ─territorio que se 

encontraba bajo el sistema de mandatos, estatuido mediante el artículo 22 del Pacto de la 

Sociedad de las Naciones, el cual finalizó en 1966, mediante la aprobación de la Resolución 

2145 (XXI) por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas atento refutarse 

incumplido por el Gobierno sudafricano el deber de asegurar el bienestar y la seguridad de 

los pueblos indígenas que habitaban el territorio de Namibia─.   

Asimismo, de los párrafos 117 a 127 de la Opinión Consultiva mencionada, se 

desprenden los pilares de la posición adoptada por la Corte Internacional de Justicia, los 

cuales pueden resumirse en que: a) Los Estados miembros están obligados a abstenerse 

de establecer relaciones convencionales con Sudáfrica en todos los casos en que el 

Gobierno de Sudáfrica pretenda actuar en nombre de Namibia; b) Los Estados miembros 

están obligados a abstenerse de enviar a Sudáfrica misiones diplomáticas o especiales 

que incluyan en su jurisdicción al territorio de Namibia, a abstenerse de enviar agentes 

consulares a Namibia y a retirar los que ya estén en el territorio, y a indicar claramente a 

Sudáfrica que el mantenimiento de relaciones diplomáticas o consulares no implica 

reconocimiento alguno de su autoridad con respecto a Namibia; c) Los Estados miembros 

están obligados a abstenerse de establecer relaciones económicas o de otra índole con 

Sudáfrica en nombre o acerca de Namibia que puedan reforzar su autoridad sobre el 

territorio; y d) se deja expresa constancia que el no reconocimiento no debe dar como 

resultado que se prive al pueblo de Namibia de cualquier ventaja derivada de la 

cooperación internacional. 

En tal sentido, en mérito a lo descripto y en concordancia con el ejemplo señalado 

podemos concluir que si bien no existe una obligación de reconocer, la amenaza o uso de 

la fuerza a fin de lograr la anexión o independencia de un territorio crea en los Estados de 

la comunidad internacional un deber de no reconocer dicha situación de ilegalidad. 
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I.2.c. Oportunidad en el ejercicio del reconocimiento 

Como bien hemos descripto al comienzo del presente apartado, la 

discrecionalidad que caracteriza el ejercicio del reconocimiento de Estados permite al 

emisor establecer la forma y el momento de su ejercicio así como también la causa que lo 

motiva. En dicho entendimiento, y en virtud de no existir un momento exacto en el cual el 

reconocimiento de Estados deba ser perfeccionado, dependiendo de la situación fáctica 

del receptor, podremos hablar de un reconocimiento tardío o prematuro. 

Sin lugar a dudas, el reconocimiento tardío es menos controvertido que el ejercicio 

prematuro, ya sea porque resultare evidente que el sujeto reconocido cumplimenta con la 

totalidad de los recaudos para ser considerado como un Estado propiamente dicho o 

porque su inserción en la comunidad internacional ya ha sido aceptada por la mayoría de 

sus miembros. 

Los ejemplos de reconocimiento tardío son sumamente numerosos, aunque en la 

mayoría de los casos son los Estados víctimas de desmembramiento, los cuales lo ejercen 

respecto de los Estados escindidos. Otra causa común que suele dilatar el ejercicio del 

reconocimiento son los conflictos ideológicos que pueden dividir a la sociedad 

contemporánea, sean políticos o religiosos (Dailler 1999, p.556). 

Dentro de los casos de reconocimiento tardío podemos encontrar la dilación con 

la que España reconoció la emancipación de sus colonias en América, el no reconocimiento 

de Bangladesh por parte del Pakistán hasta 1974 o, la relación entre la Ciudad del Vaticano 

e Israel ─la cual fue resuelta mediante el acuerdo de Jerusalén del 30 de diciembre de 

1993, en el cual ambos Estados establecían el inicio de relaciones diplomáticas─. 

Por su parte, el reconocimiento prematuro entraña una situación fáctica opuesta. 

En este caso, ya sea por cuestiones ideológicas o políticas, o simplemente por considerar 

que se encuentran dadas las condiciones para que el nuevo sujeto de derecho sea 

considerado como Estado, se reconoce como tal a aquel que todavía no posee plenamente 

los elementos que permitirían investirlo con dicha personería.  

Sin ninguna duda, puede afirmarse que el reconocimiento de Croacia por los 

miembros de la Comunidad Europea, Suiza y  Austria, el 15 de enero de 1992, fue 

prematuro. En ese momento, y por algunos años más, Croacia no tenía el efectivo control 

sobre parte de su territorio. Cabe destacar, que el 11 de enero de 1992, la Comisión de 

Arbitraje de la Ex-Yugoslavia ya había desestimado el reconocimiento de Croacia como 

Estado independiente, en la medida que no se habían cumplido las directrices establecidas 

por la Comunidad Europea para perfeccionar el reconocimiento de Estados (16/12/1991), 
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atento que la Constitución aprobada por Croacia no otorgaba garantías plenas en materia 

de derechos humanos y de minorías (Shaw, 2008, p.461). 

I.2.d. Condicionalidad 

 Los Estados siempre se encuentran tentados de tornar al reconocimiento un 

instrumento de su política diplomática (Dailler 1999, p.556). Si bien la mayoría de los 

reconocimientos de Estados o de gobiernos son incondicionales, el reconocimiento 

condicional no es ajeno a la práctica actual.  Este consiste en supeditar el otorgamiento del 

reconocimiento, a un hecho futuro,  ajeno a los elementos objetivos que suelen ponderarse 

a tal efecto. 

 Los autores que descansan en una definición estricta del reconocimiento, es 

decir aquellos que lo consideran “una declaración de capacidad como consecuencia de 

hechos objetivos” son particularmente críticos con esta modalidad. En tal sentido, 

Lauterpacht la denuncia como una práctica internacional ilícita (Dailler 1999, p.556). 

No obstante ello, Patrick Dailler adopta una posición mucho más flexible respecto 

de su ejercicio, al entender que el reconocimiento condicional solo puede ser entendido 

como una práctica peligrosa, cuando es ejercido unilateralmente por un Estado, con el 

objeto de proteger sus intereses particulares. Por ejemplo, el reconocimiento de Panamá 

por los Estados Unidos de América estuvo supeditado a la observancia de los derechos 

americanos para la construcción del canal transoceánico (Dailler 1999, p.557). 

I.3 Ejercicio del reconocimiento: reconocimiento tácito y expreso. 

Reconocimiento de jure y de facto. Reconocimiento individual y colectivo 

Habiéndose precisado a la discrecionalidad como su característica principal, 

resulta palmario que el ejercicio del reconocimiento de Estados puede encontrar múltiples 

formas de ser exteriorizado. En tal sentido, la mayoría de los juristas han establecido 

diversas clasificaciones a fin de delimitar el modo o la forma en el cual el reconocimiento 

es ejercido. 

La clasificación más frecuente y tal vez la más conflictiva suele ser la 

diferenciación entre el reconocimiento expreso y tácito, siendo el primero aquel que se 

formaliza a través de un acto solemne que expresa claramente el reconocimiento de un 

nuevo Estado, y teniendo como contrapartida al reconocimiento tácito o implícito, en el cual 

la voluntad de reconocer se infiere de ciertos hechos o actos. 
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Sin ninguna duda, lo conflictivo de esta clasificación es determinar qué actos o 

hechos prueban ese reconocimiento implícito. No cabe duda que el inicio de las relaciones 

diplomáticas denota el reconocimiento estadual, sin embargo, a lo largo de la historia se 

han suscitado múltiples ocasiones, en donde de un acto se podía desprender la voluntad 

indefectible de considerar a un nuevo ente como Estado (reconocimiento tácito), pero dicha 

intención quedaba desvirtuada por una manifestación expresa, posterior. 

Como bien lo ha señalado Patrick Dailler, el reconocimiento tácito posee un 

problema, el cual radica en su mecanismo de prueba. Un Estado puede interpretar un acto 

de sus pares como una manifestación favorable al reconocimiento tácito de un nuevo 

miembro del orden internacional y esta puede ser desechada por una simple declaración 

contraria de los primeros (Dailler 1999, p.561). 

La segunda clasificación que corresponde analizar es aquella que distingue al 

reconocimiento “de jure” del reconocimiento “de facto”. Aquí la clasificación no responde a 

una cuestión de forma sino de efectos, mientras que la primera es definitiva y produce la 

totalidad de los efectos característicos del reconocimiento; la segunda, por el contrario, es 

provisoria y revocable (Dupuy, 1993, p.70). 

El reconocimiento “de facto” no debe ser confundido con el reconocimiento 

implícito (Quoc Dinh, 1999, p.559). El primero es un reconocimiento provisorio que permite 

a los Estados emisores evitar de ejercer reconocimientos prematuros. A través de él, se 

les permite a los nuevos Estados participar de la comunidad internacional hasta que se 

consoliden definitivamente, momento en el cual el reconocimiento se transforma en “de 

jure”. En el supuesto caso que el nuevo Estado no se consolide, el reconocimiento puede 

ser revocado. 

En tal sentido, puede establecerse como ejemplo el reconocimiento de Israel por 

parte de los Estados Unidos de América, doce días después de su formación. 

Por último, destacaremos una clasificación que, si bien no acarrea mayores 

complejidades, resulta ajustada a las prácticas actuales: el reconocimiento individual y el 

reconocimiento colectivo.  

Sin duda alguna, atento el carácter discrecional, el reconocimiento de Estados 

resulta ser una práctica individual. Cada Estado actúa según su entender y proceder 

(Dupuy 1993, p.71). Sin embargo, en la actualidad el reconocimiento de un Estado ha sido 

objeto de debates en organismos internacionales y suscripción de acuerdos, permitiendo 

de esta forma una deliberación colectiva del cumplimiento de los elementos objetivos de 

un Estado o de las consecuencias positivas o negativas que conllevan ese reconocimiento. 
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Al respecto, podemos mencionar que los Estados europeos analizaron en forma 

conjunta el reconocimiento de los Estados desmembrados de la ex Yugoslavia. En tal 

sentido, contaron con la creación de una comisión al efecto ─Comisión Badinter─ en el 

seno de la cual se analizó no solo los elementos objetivos sino también la prosecución de 

la paz. 

En conclusión, podemos afirmar que a pesar de las múltiples clasificaciones 

existentes y de las definiciones emitidas por los más prestigiosos juristas, el carácter 

discrecional con el cual se dota a la práctica bajo estudio permite que revista los modos y 

formas más diversos, siendo necesario el análisis de cada caso de reconocimiento de 

forma aislada para poder delimitar sus cualidades y vicisitudes.  
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II. EL EJERCICIO DEL RECONOCIMIENTO DE ESTADOS DURANTE EL 

SIGLO XX: DE LAS SECUELAS DE LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL AL 

FRACASO DE LA PERESTROIKA 

II.1 Los procesos de descolonización e independencia del siglo XX. El contexto 

jurídico y político que ha caracterizado el período. Su influencia  en  el  

ejercicio  del  reconocimiento 

Como bien hemos expresado en el desarrollo del capítulo anterior del presente 

trabajo de investigación, el ejercicio del reconocimiento de Estados es consecuencia de la 

descentralización del derecho, y a pesar de no importar efectos constitutivos, los Estados 

nacientes encuentran en él, un soporte indispensable para la integración internacional. No 

obstante ello, son los Estados emergentes los que a través de su declaración de 

independencia, primariamente, dan a conocer al remanente de los Estados miembros de 

la comunidad internacional su voluntad de ser considerados autónomos y soberanos. Es 

por ello, que a fin de analizar la importancia que ha desempeñado el ejercicio del 

reconocimiento de Estados durante el siglo XX, resulta indispensable tomar conocimiento 

de aquellos movimientos independentistas o descolonizadores que han culminado en la 

tan ansiada declaración de independencia. 

A tal efecto, el cuadro obrante en el Anexo I del presente trabajo, enumera la 

totalidad de los Estados que se han proclamado independientes, estableciéndose la fecha 

en que ese hecho ha acontecido.  

En dicho orden de ideas, podemos afirmar que si al momento de redacción del 

presente capitulo coexisten 195 Estados con reconocimiento internacional general ─o cuasi 

general─ y nueve que solo gozan de un reconocimiento parcial o limitado, y atento que en 

el cuadro mencionado se vislumbran 155 declaraciones de independencia proclamadas 

durante el siglo XX, estamos en condiciones de aseverar que durante la centuria pasada 

se ha  delimitado el 75,98% del mapamundi, hoy, existente. 

A mayor abundamiento, y a fin de establecer el comienzo de este proceso 

independentista, podemos vislumbrar en el gráfico siguiente las décadas con mayores 

declaraciones, observándose un incremento durante la década de 1941-1950 y arribando 

a su máximo esplendor durante el período comprensivo entre 1961 y 1970. 
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Gráfico 1 

Estas fechas, que parecieran arbitrarias, no solo distan de ello, sino que por el 

contrario encuentran un íntimo correlato en los acontecimientos históricos internacionales, 

no menos cierto es que luego de finalizada la segunda guerra mundial, el 2 de septiembre 

de 1945, se ha delimitado un nuevo contexto político-jurídico mundial.  

La aparición de la Organización de las Naciones Unidas en el plano internacional, 

como sucesora de la Sociedad de las Naciones, no solo ha perseguido establecer los 

lineamientos para no recaer en un nuevo conflicto bélico, y ayudar al resurgimiento de los 

Estados europeos que se encontraban subsumidos en la pobreza, sino que por el contrario, 

ya desde el corolario de su Carta Orgánica, ha establecido como regla fomentar la libre 

determinación de los pueblos, principio el cual, ha servido de instrumento ideológico para 

poner fin al colonialismo. 

Ahora bien, si observamos el gráfico II podemos encontrar otra característica del 

período bajo análisis, la cual responde a la existencia de un factor que se encontrará 

presente durante la mayor parte del período bajo estudio y cuyo origen se remonta al 

finalizar la segunda guerra mundial: la tensión existente entre la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas y los Estados Unidas de América, también denominada “Guerra 

Fría”. 

Grafico I 
Independencias durante el Siglo XX
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Gráfico 2 

Si bien resultaría apresurado y desmedido, afirmar alguna influencia de la 

denominada “Guerra Fría” respecto del proceso de descolonización, no menos cierto es 

que si ponderamos que la mayoría de las declaraciones de independencia producidas con 

posterioridad a la caída de la ex URSS, responden a antiguos Estados miembros y sus 

satélites (de las 24 declaraciones de independencia proclamadas durante 1991-2000, 21 

responden a ellos), y que las anteriores al período de tensión mencionado resultan ínfimas, 

la posible incidencia del contexto político bipolar establecido por las dos potencias 

hegemónicas resulta, por lo menos, potencialmente analizable. 

En virtud de lo señalado, nos proponemos estudiar en el presente acápite, en 

profundidad, estas características del contexto político y jurídico que han definido el período 

comprensivo entre 1945-1991 como aquel que demarcaría el nuevo panorama 

internacional. 

II.2 La Organización de las Naciones Unidas. Su surgimiento, principios y bases 

El nuevo sistema internacional que se construye en 1945 es una resultante de la 

propia guerra en cuanto va a reflejar las tensiones e incompatibilidades profundas que 

existían entre los aliados. Sin embargo, el camino hacia la concreción de la nueva 

organización mundial transcurrió por la vía del acuerdo, intentando configurar un sistema 

de seguridad colectiva basado en el consenso entre las grandes potencias (Jiménez 

Redondo 2003, p.405-421). 

Grafico II - Declaraciones de Independencia 
efectuadas durante la Guerra Fria

Periodo Previo

Guerra Fria

Post-Guerra Fria
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La Declaración de las Naciones Unidas, del 1° de enero de 1942, recogía los 

puntos fundamentales de la Carta del Atlántico suscripta por Roosevelt y Churchill, el 14 

de Agosto de 1941, sobre los lineamientos que debían imperar en el orden internacional 

de posguerra. En tal sentido, se vislumbraban: la renuncia a nuevas expansiones, el 

derecho de los pueblos a su autodeterminación, la colaboración internacional en el campo 

económico, el desarme de los pueblos agresores y la garantía de libertad de los mares. Sin 

embargo, fue recién en la Conferencia de Dumbarton Oaks, celebrada entre los Estados 

Unidos, el Reino Unido y la URSS, en la que se establecerían los propósitos y principios 

sobre los cuales iba descansar el nuevo ente internacional. 

No obstante ello, en dicha oportunidad no se pudo lograr un consenso, respecto 

del sistema de voto que debía detentar su órgano principal: el Consejo de Seguridad, 

teniendo que esperar hasta el 25 de abril de 1945, para que comenzaran oficialmente los 

trabajos de la Conferencia de San Francisco, los cuales culminarían con la aprobación por 

unanimidad de la Carta de las Naciones Unidas y el Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia. Consecuentemente, el 24 de octubre de dicho año, nacería, oficialmente, la 

Organización de las Naciones Unidas. 

II.2.a. Principios y propósitos consagrados en su Carta 

La Carta de las Naciones Unidas se basa en cuatro propósitos fundamentales: 

a) Mantener la paz y la seguridad internacionales, para lo que se 

preveía la posibilidad de tomar medidas colectivas de carácter 

coercitivo que pudieran eliminar las amenazas y suprimir los actos 

de agresión; 

b) Fomentar las relaciones de amistad entre las naciones basadas en 

el principio de igualdad de derechos y en la libre determinación de 

los pueblos; 

c) Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas 

internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, 

y en el desarrollo y estimulo del respeto a los derechos humanos y 

las libertades fundamentales, y; 

d) Servir de foro de cooperación que permitiera a los Estados el logro 

de estos propósitos. 

 

Por su parte, los principios generales vienen a reforzar y organizar este proyecto 

de una forma integrada, al plantearlos como principios que formulan los valores jurídicos-
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políticos fundamentales que deben sustentar toda la construcción de la Organización 

(Jiménez Redondo 2003, p.405-421). 

Estos principios se encuentran recepcionados en el artículo 2 del instrumento 

analizado, el cual reza: “Para la realización de los Propósitos consignados en el Artículo 1, 

la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes Principios: 1. 

La Organización está basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus 

Miembros. 2. Los Miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y 

beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe las obligaciones 

contraídas por ellos de conformidad con esta Carta. 3. Los Miembros de la Organización 

arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos de tal manera que no se 

pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia. 4. Los Miembros de 

la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza 

o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier 

Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas. 

5. Los Miembros de la Organización prestaron a ésta toda clase de ayuda en cualquier 

acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de dar ayuda a Estado 

alguno contra el cual la Organización estuviere ejerciendo acción preventiva o coercitiva. 

6. La Organización hará que los Estados que no son Miembros de las Naciones Unidas se 

conduzcan de acuerdo con estos Principios en la medida que sea necesaria para mantener 

la paz y la seguridad internacionales. 7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las 

Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción 

interna de los Estados, ni obligará; a los Miembros a someter dichos asuntos a 

procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a 

la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII”. 

Ahora bien, es en el marco del presente trabajo de investigación, la mención al 

principio de la libre determinación de los pueblos dentro de los propósitos mencionados en 

la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, el presupuesto que mayor interés nos 

acarrea. 

II.2.b. Libre determinación de los Pueblos. Descolonización 

En primer término, merece destacarse, que la incorporación de la “libre 

determinación de los pueblos”, en el artículo 1 de la Carta orgánica del nuevo organismo 

supranacional, fue un avance respecto a los extremos reglados por su antecesor, la 

Sociedad de las Naciones. 
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Al respecto, el artículo 10 del Pacto de la Sociedad de las Naciones, afirmaba que: 

“Los Miembros de la Liga se comprometen a respetar y preservar, contra toda agresión 

exterior, la integridad territorial y la independencia política presente de todos los Miembros 

de la Liga”, más no contemplaba la posibilidad de que las colonias europeas pudieran 

proclamarse libres, por el contrario se establecía un régimen de “mandatos”, receptado en 

el artículo 22 del mismo plexo, el cual podría cuestionarse en la actualidad, pero que al 

momento de su redacción fue entendido como un verdadero avance. 

En tal sentido, la norma mencionada, en sus primeros tres párrafos, rezaba: “A las 

colonias y territorios que, a raíz de la reciente guerra, han cesado de hallarse bajo la 

soberanía de los Estados que lo gobernaban anteriormente y que son habitados por 

pueblos aún incapaces de regirse por sí mismos en las condiciones particularmente difíciles 

del mundo moderno, deberá aplicarse el principio de que el bienestar y el desarrollo de 

esos pueblos constituyen una misión sagrada de civilización, y deberán ser incorporadas 

en el presente pacto garantías para el cumplimiento de dicha misión. El mejor método para 

realizar prácticamente este principio consiste en confiar la tutela de esos pueblos a las 

naciones adelantadas que, gracias a sus recursos, a su experiencia o a su posición 

geográfica, son las más indicadas para asumir esa responsabilidad, y que consientan en 

aceptarlas: dicha tutela debería ser ejercida por esas naciones en calidad de mandatarios 

y en nombre de la Liga. El carácter del mandato deberá diferir según el grado de desarrollo 

del pueblo, la situación geográfica del territorio, sus condiciones económicas y toda otra 

circunstancia análoga”. 

Este concepto de mandatos, se basaba en la idea paternalista de tutela que había 

apuntalado el régimen colonial en algunas partes del mundo durante más de un siglo, ya 

que se cuestionaba la capacidad de los territorios o colonias que pretendían liberarse, a 

poder autoabastecerse por sí mismos, necesitando de las potencias vencedoras para 

subsistir. 

En tal sentido, el único caso de descolonización llevado a cabo bajo los auspicios 

de la Sociedad de las Naciones, resultó ser la independencia de Iraq. Después de que Gran 

Bretaña había pedido, en 1929, que su mandato llegara a su fin, y que Iraq solicitara ser 

admitido como miembro soberano de la Sociedad de las Naciones en 1932, la Comisión 

Permanente de Mandatos ─agencia de ese organismo encargada de la supervisión de los 

mandatos─ y el Consejo de la Liga deliberaron sobre la admisibilidad de la solicitud (Fabry 

2010, p.151). 

A petición del Consejo, se establecieron directrices que ayudarían a los órganos 

principales de la Liga, a determinar si un territorio bajo mandato estaba listo para la 
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emancipación. Dichas directrices tituladas “Condiciones generales que deben cumplirse 

antes de que el régimen de mandato pueda ser llevado a su fin con respecto a un país 

sometido al mismo” recomendaba que aquellos candidatos a ser emancipados debían 

cumplir los siguientes requisitos: 1) Debían tener un gobierno establecido y una 

administración capaz de mantener el funcionamiento regular de los servicios públicos 

esenciales;  2) Debían ser capaces de mantener su integridad territorial y la independencia 

política; 3) Debían ser capaces de mantener la paz pública en todo el territorio; 4) Debían 

tener a su disposición los recursos financieros adecuados para lograr el regular 

funcionamiento del gobierno; y 5) Debían establecer leyes y una organización judicial que 

velara por la igualdad y la justicia para todos sus habitantes (Fabry 2010, p.151-152). 

En dicho orden de ideas, el caso de las islas Aaland, situadas entre Finlandia y 

Suecia sobre el Mar Báltico, es indicativo de la situación jurídica vigente en la época de la 

Sociedad de las Naciones. La Comisión de juristas que el Consejo de la Sociedad nombró 

en 1920 para que se pronunciara sobre el deseo de la población sueca de las islas de 

pertenecer a Suecia ─en lugar de Finlandia─ fue categórico en determinar que el principio 

de libre de determinación, que no estaba mencionado en el Pacto de la Sociedad de las 

Naciones, no constituía una norma de derecho internacional positivo, aunque hubiera 

jugado un cierto papel en el terreno político (Barboza 2001, p.289). 

Es por ello, que la inclusión de la “libre determinación de los pueblos” como un 

principio rector de la Organización de las Naciones Unidas resultó ser un avance respecto 

de su antecesora, el cual pretendía lograr un difícil equilibrio entre la aspiración a la 

independencia de los países sometidos a dominación colonial y los intereses políticos, 

estratégicos y económicos de las potencias coloniales. 

Asimismo, los Capítulos XI y XII de la Carta de la Organización, titulados 

“Declaración relativa a los territorios no autónomos” y “Régimen internacional de 

administración fiduciaria”, establecían mecanismos a fin de que los pueblos no autónomos 

o fideicomitidos, pudieran lograr un desenvolvimiento progresivo de sus instituciones 

políticas y a desarrollar su gobierno propio1. 

Sin embargo, el gran avance resultaría del texto de la Resolución de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas 1514 (XV), titulada “Declaración sobre la concesión de la 

Independencia a los Países y Pueblos Coloniales”, de fecha 14 de diciembre de 1960, que 

                                                
1 En tal sentido los artículos 73 y 76 inciso b) de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas 

hacen especial hincapié en promover el desarrollo económico, social, político y educativo de los habitantes de 
los territorios no autónomos o bajo administración fiduciaria por parte de aquellos Estados que han asumido la 
administración los mismos. 
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concebía el término autodeterminación como sinónimo de independencia, sin apreciar otras 

posibilidades que luego si vendrían a ser definidas en resoluciones posteriores, como la 

2625 (XXV), en la que la autodeterminación se define como la libertad de los pueblos para 

elegir su futuro (Jiménez Redondo 2003, 405-421). 

En tal sentido, el segundo párrafo de la ya mentada Resolución 1514, rezaba 

"Todos los pueblos tienen el derecho a la libre determinación, en virtud de este derecho 

establecen libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo 

económico, social y cultural”. 

En oposición directa a las prácticas anteriores, explicitadas en el Pacto de la 

Sociedad de las Naciones, el párrafo tercero de la Resolución 1514 de la Asamblea General 

dejó sentado que: “La falta de preparación en el orden político, económico, social o 

educativo no deberá servir nunca de pretexto para retrasar la independencia”. 

Sin embargo, es el quinto párrafo de la misma, el cual transcribe el espíritu de 

dicho plexo, al señalar que: “En los territorios en fideicomiso y no autónomos y en todos 

los demás territorios que no han logrado aún su independencia deberán tomarse 

inmediatamente medidas para traspasar todos los poderes a los pueblos de esos territorios, 

sin condiciones ni reservas, en conformidad con su voluntad y sus deseos libremente 

expresados, y sin distinción de raza, credo ni color, para permitirles gozar de una libertad 

y una independencia absolutas”. 

Ahora bien, uno de los pasajes más importantes que definen el modo de 

descolonización fue el sexto párrafo de la Resolución de la Asamblea General 1514 (XV), 

el cual trata de la integridad territorial. En este sentido, se postula que "Todo intento 

encaminado a quebrantar total o parcialmente la unidad nacional y la integridad territorial 

de un país es incompatible con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 

Unidas".  

En dicho orden de ideas, y de un primer análisis, podría inferirse que una colonia 

no puede perder territorio en contra de su voluntad, no sólo desde el exterior, por medio de 

la conquista, sino también desde el interior, a través de la secesión. Dicho apartado 6, no 

hace más que reflejar una preocupación por la coherencia interna de los nuevos Estados, 

ya que existía un miedo palpable, mediante el cual se consideraba que de tener éxito los 

movimientos secesionistas en un lugar, podrían dar aliento a la fragmentación en otros 

lugares (Fabry 2010, p.161).   

Sin embargo, este principio que parecería velar por la paz internacional, no 

siempre resultaba ser el mejor camino, ya que dentro de una misma colonia se podrían 
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encontrar grupos diferenciados ya sea por sus etnias, religión o cualquier otro aspecto 

cultural que los represente y los diferencie. Consecuentemente, en dichos casos resultaría 

muy poco probable que las personas que no ven su futuro político juntas puedan unir 

fuerzas y emprender una búsqueda ardua y exigente para lograr un Estado común. Es por 

ello, que resulta indispensable para el entendimiento del principio bajo análisis, entrañar el 

alcance que se pretendió otorgarle al término “pueblo” en el marco del derecho 

internacional público, ya que atento no existir una definición expresa del principio de 

autodeterminación en los diversos plexos normativos, según la interpretación que se 

adopte podrá variar su alcance, ciñendo a tal principio de un alto grado de subjetividad. 

Al respecto, podemos afirmar que si bien la Resolución 1514, “ut supra” 

mencionada, ha sido diseñada para fomentar el proceso de descolonización, sus 

redactores han optado por una fórmula genérica al auspiciar que “todos los pueblos tienen 

el derecho a la libre determinación”. En tal sentido, se sostiene que se ha optado por esa 

redacción ─sin limitar el principio de autodeterminación a los supuestos de colonialismo─ 

para tornar, al principio bajo análisis, más atractivo hacia la comunidad internacional. La 

amplitud del alcance del término “pueblo” ha quedado evidenciada a través de la 

incorporación de ese principio en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 

el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales2, cuyo ámbito de 

aplicación no se encuentra circunscripto a supuestos de colonialismo (Tomuschat 2006, 

p.23-25). 

Por su parte, Marcelo Kohen entiende que la práctica ha demostrado que la 

definición jurídica internacional del término “pueblo” reconoce la existencia de un único 

pueblo en cada Estado. Sin embargo, dicha regla posee una excepción, la cual reside en 

aquellos casos en los cuales un Estado se define como constituido por una “pluralidad de 

pueblos” con derecho a autodeterminarse, y consecuentemente a separarse. Tal es el caso 

de la constitución de Etiopía, y en su momento, la constitución de Serbia y Montenegro. 

Esta posición no ha sido aceptada por la totalidad de la doctrina, encontrándose un criterio 

disidente en aquellos autores que admiten que el concepto “pueblo” puede referirse a una 

porción de la población de un Estado existente (Kohen 2006, p.9). 

Ahora bien, de adoptarse la segunda tesitura nos encontraríamos con una nueva 

disyuntiva, ya que si un Estado se encuentra compuesto por diferentes pueblos, cada uno 

de ellos tendría ─individualmente y sin coordinación─ el derecho a autodeterminarse, y si 

                                                
2 Ambos pactos en sus artículos 1, apartado 1, señalan: “Todos los pueblos tienen el derecho de 

libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo 
a su desarrollo económico, social y cultural”. 
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en razón de tal potestad a cada pueblo le fuere permitido establecer un Estado soberano 

e independiente o adquirir cualquier otra condición política, el camino hacia el caos y la 

anarquía sería inevitable (Tomuschat 2006, p.23-25). Sin embargo, esta visión apocalíptica 

no es más que la consecuencia de equiparar el principio de la autodeterminación de los 

pueblos al derecho de secesión, y no reconocer la posibilidad de un pueblo a 

autodeterminarse internamente. 

En dicho entendimiento, estamos en condiciones de afirmar que el derecho a 

autodeterminarse posee dos dimensiones, una dimensión interna y una externa. Ambas 

han sido receptadas en el plexo de la Resolución de la Asamblea General de la 

Organización de las Naciones Unidas 2625 (XXV) titulada “Declaración sobre los principios 

de derecho internacional referente a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los 

Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas”, en la cual se describe que 

tanto “el establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre asociación o 

integración con un Estado independiente o la adquisición de cualquier otra condición 

política libremente determinados por un pueblo constituyen formas del ejercicio del derecho 

a la libre determinación de ese pueblo”. En tal sentido, de dicho párrafo no solo se 

desvanece la visual de autodeterminación como equivalente a secesión, sino se amplía su 

espectro ─ya no solo limitándolo a los supuestos de descolonización─. 

A pesar de ello, la potestad de un pueblo a autodeterminarse no es irrestricta. En 

tal sentido, la ya mencionada Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas, luego de receptado el principio de libre determinación de los pueblos 

señala: “Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el 

sentido de que autoriza o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar o 

menospreciar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e 

independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de 

derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descritos y estén, por tanto 

dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al territorio, 

sin distinción por motivo de raza, credo o color”. 

A primera vista, la integridad territorial no puede invocarse como argumento legal 

para oponerse a los movimientos secesionistas, ya que estos no constituyen sujetos de 

derecho internacional. En otras palabras, el principio solo se aplica a las acciones 

provenientes del exterior, no a las amenazas que emanan desde el interior de un Estado. 

Sin embargo, una lectura atenta de la práctica reciente aparece como contradictoria, en 

este sentido, ya que en numerosas declaraciones y resoluciones relativas a las 

proclamaciones de Croacia , Eslovenia o Eritrea, nada se ha mencionado respecto de dicho 
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límite mas se ha ponderado al analizar los casos de Bosnia-Herzegovina, Georgia, 

Azerbaiyán, Comoras y Kosovo, entre otros (Kohen 2006, p.6-8). En tal sentido, 

consideramos que aquellos supuestos en los cuales no se ha velado por la integridad 

territorial poseen una explicación en términos legales, la cual es privativa de cada caso en 

particular. 

Hasta aquí no caben dudas de que en el supuesto que la secesión haya sido 

aceptada y consentida por el Estado del cual se escinde un pueblo con el objeto de 

autodeterminarse, no se estaría transgrediendo la integridad territorial y dicho 

desmembramiento no sería reprochable en el ámbito del derecho internacional.   

En tal sentido, es menester traer a colación, la Resolución del Consejo de 

Seguridad de la ONU 169 (1961), la cual analizó las actividades secesionistas de Katanga 

contra la República del Congo, considerando que ellas eran contrarias a la Constitución 

congoleña. Desde el punto de vista de las autoridades extranjeras, cada cambio 

internacional en el estatus de un territorio, debe ser aprobado por el gobierno soberano en 

cuestión. 

Así, en la medida que el gobierno del territorio sesionado no otorgue su 

consentimiento a las prácticas de secesión, estas resultarían ilegitimas. En este sentido, 

ningún Estado ha surgido de una secesión, en el período bajo análisis, sin obtener dicho 

consentimiento, a excepción de Bangladesh en 1971 (Fabry 2010, p.164). 

A pesar de ello, no existe ninguna prohibición expresa en los instrumentos 

internacionales que prohíba las prácticas de secesiones unilaterales. Los únicos 

documentos que contienen una referencia, y sólo implícita, a un derecho de secesión son 

la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Declaración 

de Viena de 1993 y el Programa de Acción adoptado por la Conferencia Mundial de 

Derechos Humanos, el 25 de junio de 1993. Al respecto, el primero de estos instrumentos, 

en el párrafo 7 del Principio V, arriba citado, permitiría inferir que se reconocería la 

legitimidad de la secesión, en determinadas circunstancias, incluyendo la negación de la 

autodeterminación interna y/o una violación grave de los derechos humanos fundamentales 

(Dugard y Raic 2006, p.101-108). En dichas circunstancias, podemos hablar de una 

“secesión calificada” ─supuesto que analizaremos en profundidad en el capítulo 

siguiente─. 

Consecuentemente, en aquellos casos en los cuales no se haya otorgado 

consentimiento al proceso de autodeterminación externa por parte del Estado originario, el 

“pueblo” que pretenda ejercer su derecho de autodeterminarse deberá limitarse a hacerlo 
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internamente. Este ha sido el criterio adoptado por la Corte Suprema de Canadá en 

referencia a la secesión de Quebec3. 

En síntesis, los diferentes presupuestos de las Resoluciones de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, en especial de la 1514 (XV) y de la 2625 (XXV), se 

transformaron en verdaderas máximas a considerar por los Estados existentes, al momento 

de reconocer la existencia de un nuevo miembro de la comunidad internacional. 

Como vimos en el caso de Iraq, durante el tiempo de vigencia del Pacto de la 

Sociedad de las Naciones, era realmente extraordinario que mediara el reconocimiento de 

un nuevo Estado cuando se propiciaba la existencia de “mandatos” bajo la potestad de los 

miembros vencedores de la Primer Guerra mundial y nada se afirmaba respecto de las 

colonias pertenecientes a los Estados Europeos. Al establecerse la “libre determinación de 

los pueblos”, como uno de los principios rectores de la Carta de la Organización de las 

Naciones Unidas, se estaba preponderando una nueva visión alejada del sistema de 

“mandatos”, que permitía a los Estados ya existentes, por lo menos, considerar la 

posibilidad del nacimiento de nuevos Estados y de proceder a su reconocimiento. Sin 

embargo, fue la Resolución 1514 (XV), la cual dio el envión necesario para poder 

incrementar los movimientos independentistas.  

En dicho orden de ideas, basta afirmar que entre 1946 y 1960, en los primeros 15 

años de vida de las Naciones Unidas, casi 30 territorios en fideicomiso y no autónomos, 

alcanzaron la autonomía o la independencia, mientras que, desde la aprobación de la 

Declaración de 1960, unos 60 ex territorios coloniales lograron su independencia e 

ingresaron a la Organización como miembros soberanos (Campanella 1994, p.337). 

II.3 La tensión Este-Oeste 

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial, el espectro político internacional sufrirá 

una nueva mutación. Encontrándose Europa subsumida en la pobreza y en pleno proceso 

de reconstrucción, dos Estados (los Estados Unidos de América y la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas) se presentaran no solo como las potencias vencedoras sino como 

                                                
3 Las conclusiones de la Corte Suprema de Canadá en referencia a la secesión de Quebec pueden 

sintetizarse en la afirmación de que en el derecho internacional público no existe un derecho a la libre 
determinación externa salvo en los supuestos de colonialismo, cuando un pueblo es oprimido como 
consecuencia de una ocupación extranjera o cuando se le ha negado el derecho de acceso a un pueblo a 
continuar con su desarrollo político, económico, social y cultural. En los tres casos en cuestión existe un derecho 
a la autodeterminación externa, ya que se les ha negado la posibilidad de ejercer su derecho interno a la libre 
determinación (Dugard y Raic 2006, p.101-108) 
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los pilares de dos bloques que llevaran a cabo un período de confrontación ideológica entre 

dos modelos, usualmente conocido como “Guerra Fría”. 

El surgimiento de este nuevo mundo bipolar ha sido objeto de discusión. Algunos 

autores entienden que el inicio de estas dos posturas, ideológicas contrapuestas, se 

remonta a la Revolución Rusa de octubre de 1917, considerándola como el primer 

momento en el cual dos sistemas sociales y políticos (capitalismo y comunismo) se han 

enfrentado.  Otros, por el contrario, entienden que la fecha de inicio se encuentra entre 

1939-1945, ya que Stalingrado, Yalta y Postdam pusieron las bases de la expansión de la 

URSS, que hubo de ser respondida por los norteamericanos provocando el enfriamiento 

de las relaciones. 

Por su parte, en este trabajo adoptaremos como fecha de inicio de la denominada 

“Guerra Fría” el año 1947, ya que ha sido la elaboración del  denominado “Plan Marshall” 

cuyos pilares han sido expuestos, por primera vez, por el Secretario de Estado de los 

Estados Unidos de América, en la Universidad de Harvard, el 5 de junio de 1947, el punto 

de mayor inflexión entre las relaciones de ambas potencias vencedoras. 

Sin embargo, podemos afirmar que este no fue el primer programa de asistencia 

norteamericano, ya en marzo de 1947, sobre la base del punto IV de la Doctrina Truman, 

se dispuso dar ayuda militar tanto a Grecia como a Turquía, quienes se encontraban bajo 

amenaza de caer bajo la órbita soviética, atento la retirada británica de la línea de 

resistencia occidental. Muchos autores han entendido la retirada británica como un símbolo 

de la decadencia europea y por sobre todas las cosas del Imperio británico. Dicha situación 

denotaba un vacío hegemónico que debía ser ocupado por alguien de manera inmediata 

(Pereira Castañares 2003, p.424). 

Como contrapartida, se vislumbraba el progresivo afianzamiento de los partidos 

comunistas en varios países de Europa del Este, importantes triunfos electorales en Europa 

Occidental, el avance en China de los ejércitos de Mao y el fin de la presencia colonial 

francesa en el Sudeste Asiático. El comunismo comenzaba a percibirse en clave de 

amenaza (Pereira Castañares 2003, p.425). 

Es en este contexto, en el cual los Estados Unidos elaboraron el denominado 

Programa de Reconstrucción Europea (también conocido como Plan Marshall), para el cual 

fueron invitadas las naciones amigas a formar un frente económico común, incluyéndose 

a la URSS. Sin embargo estos últimos se negaron, aduciendo que los Estados Unidos lo 

único que deseaban era inmiscuirse en los asuntos internos de los países europeos 
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ofreciéndoles el programa de ayuda y sometiéndolos de esta forma a su dependencia 

(Campanella 1994, p.278). 

Mientras en los Estados Unidos se promulgó la llamada Ley de Ayuda al Extranjero 

y en una conferencia celebrada en Paris se constituía la Organización Europea de 

Cooperación Económica (OECE) dedicada a afrontar los problemas de la integración 

europea, el bloque soviético que ya se había comenzado a expandirse en el mapamundi, 

creó el Consejo de Asistencia Mutua Económica (conocido como CAME o CAMECON), 

como respuesta al rechazo soviético del Plan Marshall. Este nuevo ente sería integrado no 

solo por la URSS sino por los miembros del bloque soviético, a saber: Checoslovaquia, 

Bulgaria, Polonia, Hungría, Rumania y posteriormente Alemania del Este. 

Hasta aquí podemos confirmar la existencia de dos bloques políticos e ideológicos 

contrapuestos. En este mismo sentido, Juan Carlos Pereira Castañares ha definido a la 

“Guerra Fría” como un estado de tensión permanente, primero entre las dos superpotencias 

y luego entre los bloques liderados por ellas, que no provocó un conflicto directo ante el 

peligro de destrucción mutua y asegurada por la utilización de armas militares (Pereira 

Castañares 2003, p.429). 

En dicho orden de ideas, el autor reseñado, enuncia como elementos 

caracterizantes del período bajo análisis, que: a) fue un enfrentamiento directo y no bélico 

que se inició en 1947 entre los Estados Unidos y la URSS. Los dos Estados con mayor 

poder e influencia en el sistema internacional, que adquirieron un nuevo estatus en la 

política internacional: el de superpotencia; b) esta nueva relación de poder dio lugar a un 

sistema internacional bipolar y flexible, en el que junto a las dos superpotencias y los 

bloques que estaban bajo su influencia, se encontraban actores no alineados y un actor 

universal, la ONU, que trató de jugar un papel de atenuador internacional, y c) ambas 

superpotencias trataron de distinguir entre aliados y enemigos, delimitaron sus zonas de 

influencias, intentando ampliarlas, tratando de imponer sus valores, impidiendo cualquier 

desviacionismo ideológico o político en sus respectivas zona (Pereira Castañares 2003, 

p.429). 

II.3.a.  Guerra Fría y reconocimiento de Estados 

Hasta aquí, ha quedado demostrada la existencia de una fragmentación política e 

ideológica en el mundo, durante el período de duración de la denominada “Guerra Fría”. 

Sin embargo aún no se ha delimitado en qué medida esa división ha influido por sobre el 

ejercicio del reconocimiento de Estados.  Al respecto, en el Cuadro II, obrante en el Anexo 

del presente trabajo de investigación, se vislumbran las fechas en las cuales los países 
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hegemónicos han ejercido el reconocimiento de los Estados que se han independizado 

durante el transcurso del período comprendido entre 1946 y 1989.  

Como primer acercamiento al análisis de los reconocimientos efectuados, 

proponemos analizar la relación temporal existente entre la fecha de independencia de los 

nuevos Estados y  la manifestación de reconocimiento ejercida por los países hegemónicos 

(Gráficos III y IV). 

A simple vista, de los gráficos mencionados, resulta palmario que tanto los 

Estados Unidos de América como la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, en la 

mayoría de los casos, han ejercido el reconocimiento de Estados, en un plazo inferior al de 

un año computado desde la fecha de independencia del nuevo Estado soberano. 

 

Gráfico 3 

En consecuencia, podría entenderse que las políticas exteriores de ambos 

Estados en materia de reconocimiento no distan demasiado. No obstante, del Cuadro II, 

mencionado al comenzar este apartado, vislumbramos algunas notables diferencias 

temporales, respecto de los reconocimientos efectuados a ciertos miembros de la 

comunidad internacional, entre los cuales podemos mencionar Corea del Norte, la 

República Popular de China, Filipinas, Angola, Sri Lanka, por solo dar algunos ejemplos. 

En los supuestos a los cuales he hecho referencia, la distancia entre el 

reconocimiento efectuado por los Estados Unidos de América y la Unión Repúblicas 

Socialistas Soviéticas respecto de la declaración de independencia del nuevo miembro de 

la comunidad internacional, resultan ser superiores a cinco  años  y  en   algunos  casos   

trascienden  los  veinte  años,  como  en  la situación del reconocimiento de la República 

Popular China por los Estados Unidos de América. 
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Gráfico 4 

Consecuentemente, y del estudio individual de cada uno de estas situaciones 

peculiares, encontramos un elemento común que va a caracterizar el ejercicio de esta 

práctica: la marcada diferencia ideológica, la cual se hace notar a través de las posiciones 

adoptadas por cada bloque.  

Un ejemplo de esta influencia lo podemos vislumbrar en el reconocimiento de 

Corea del Norte como Estado independiente, ya que mientras el bloque soviético lo ha 

reconocido a pocos meses de declarada su independencia (la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas, el 12/10/1948; Checoslovaquia, el 29/11/1948; y la República 

Popular de China, el 6/10/1949), Occidente optó por no reconocer, en la mayoría de los 

casos, a dicho Estado, ya sea por su origen belicoso o por sentirlo una amenaza, y solo en 

supuestos excepcionales lo ha hecho, pero tardíamente, como resulta ser el caso del Reino 

Unido, quien lo ha manifestado el 12/12/2000. 

Asimismo, si bien hay supuestos en donde el reconocimiento tardío resulta 

consecuencia de una tensión directa entre el Estado reconocido y aquel que manifiesta su 

voluntad de reconocer, en muchas otras oportunidades, el conflicto ideológico u político 

resulta ser indirecto, siendo consecuencia de la rivalidad existente entre los Estados 

hegemónicos, la cual es transpolada a sus nuevos “aliados”. Un ejemplo característico de 

esta clase de relaciones, resulta ser el reconocimiento tardío de Filipinas por parte de la 

Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, el cual fuera efectuado el 2 de junio de 1976 

─treinta años después de su independencia y del reconocimiento por parte de los Estados 

Unidos de América─.  
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El caso de Filipinas posee una notable envergadura política, atento tratarse de un 

territorio bajo el control norteamericano, desde la suscripción del Tratado de París de 1898, 

mediante el cual las islas fueron cedidas por España, hasta que en 1935 alcanzara el 

carácter de “Estado Libre Asociado”. Durante su período colonial, los Estados Unidos 

promovieron una política restrictiva en materia de la relaciones respecto de los países 

comunistas. Filipinas, se tornaba un territorio estratégico en la situación política de Asia, 

atento el avance del comunismo en la región. 

Los Estados Unidos de América reconocieron a la República de las Filipinas como 

un Estado independiente, el 4 de julio de 1946, mediante una proclamación efectuada por 

el entonces Presidente Harry S. Truman. Los Estados Unidos y Filipinas firmaron un 

tratado, en la misma fecha, mediante el cual el primero renunció a todas las demandas 

sobre el territorio del segundo (Office of the Historian –U.S. State Department, Consultado: 

18/05/2013). 

Sin embargo, a pesar de su independencia, continuaron ignorando las relaciones 

diplomáticas con los países comunistas y socialistas. En 1965 el Presidente Ferdinand 

Marcos optó por una política de equilibrio de interacción con diferentes países, entre ellos 

los socialistas, destinadas a la apertura de nuevos mercados para la exportación de 

Filipinas (Embajada de la Federación Rusa en Filipinas, Consultado 18/05/2013). A finales 

de la década de 1960, el Presidente Marcos sintió que una derrota estadounidense en 

Vietnam era inevitable y podría obligar a Washington a reconsiderar su estrategia asiática, 

posiblemente forjando amistad con sus antiguos enemigos. Tal cambio podría disminuir 

drásticamente la importancia de Filipinas para Washington. Por lo tanto, tendría que 

equilibrar su política exterior, estableciendo vínculos directos con los que incluso podría ser 

enemigos de sus aliados (Viswa Nathan 2006, p.1-2). 

Este giro en la política exterior de la República Filipina, llevaría a un acercamiento 

con la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, que culminaría con el inicio de las 

relaciones diplomáticas entre ambos Estados, y el reconocimiento por parte de la Unión de 

Filipinas como Estado independiente. 

En este orden de ideas, podemos encontrar en el caso de Filipinas el mejor 

ejemplo de los pilares característicos del reconocimiento de Estados durante la Guerra 

Fría, el ejercicio de una práctica influenciada por los factores políticos e ideológicos cuyas 

reglas serían establecidas por los dos actores hegemónicos, quienes dividirían al mundo 

entre aliados y enemigos; las conveniencias económicas y políticas de quienes pretenden 

ser considerados miembros de la comunidad internacional; y la aparición de un actor 
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neutral, la Organización de las Naciones Unidas, que fomentaría, a través de sus diversas 

dependencias, la descolonización y la libre determinación de los pueblos. 

II.4 Análisis de casos  

Habiendo realizado un breve acercamiento al período y a los elementos 

caracterizantes de la práctica del reconocimiento de Estados ejercida durante ese espacio 

temporal, resulta de particular interés, adentrarnos en aquellos casos que revisten ciertas 

aristas distintivas y cuyo análisis resultará fructuoso para los objetivos del presente trabajo 

de investigación. 

En tal sentido, hemos escogido cuatro casos de marcada relevancia internacional. 

En primer término, analizaremos el caso del Estado de Israel, el cual se caracteriza por la 

participación activa de la Organización de las Naciones Unidas. Luego, continuaremos con 

el análisis del reconocimiento de la República de Corea del Norte, donde se vislumbra en 

forma patente el factor político e ideológico, proseguiremos con el análisis del caso de 

Taiwán o la República Nacionalista de China, el cual reviste un carácter político particular 

que ha sido llevado a la órbita de la Organización de las Naciones Unidas, a través de la 

Resolución 2758, del 25 de octubre de 1971, y culminaremos con una breve reseña de la 

situación de Bangladesh en donde se analiza un supuesto de secesión unilateral a la luz 

del principio de libre determinación de los pueblos. 

II.4.a. El Estado de Israel 

Para comenzar con el pertinente análisis, resulta procedente partir de una breve 

reseña histórica. En tal sentido, debemos considerar que el territorio de Palestina se 

encontraba bajo la soberanía de los turcos hasta 1917, es decir casi hasta finalizar la 

Primera Guerra Mundial. Vencidos los turcos, Gran Bretaña administró militarmente el 

territorio hasta 1920, año en el cual la Sociedad de las Naciones concedió a los ingleses 

un mandato sobre Palestina, estableciéndose un gobierno civil. Desde entonces, tanto el 

pueblo judío como el pueblo árabe han reclamado su derecho sobre el territorio. Para los 

judíos, dispersos durante años, la creación en esa zona de una patria nacional 

representaba el designio de Dios, el refugio para los perseguidos por la opresión religiosa 

y el antisemitismo. Los árabes, por su parte, consideraban que una Palestina árabe era un 

derecho natural, basado en los muchos años de residencia del pueblo árabe en la zona 

(Campanella 1994, p.284). 
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Cada uno de los pueblos, árabes y judíos, crearon sus instituciones comunitarias 

que los representaban, a saber: el Comité Ejecutivo Árabe y el Consejo Musulmán de 

Palestina por una parte, y por el otro, el Histdraut y la Agencia Judía. 

Atento a la revuelta árabe iniciada en 1936, el Gobierno británico propició la 

formación de una Comisión para investigar las raíces del conflicto árabe-judío y proponer 

soluciones. La comisión, encabezada por Lord Robert Peel, escuchó un gran número de 

testimonios en Palestina y en julio de 1937 emitió sus recomendaciones: abolir el mandato 

y llevar a la partición del territorio entre los dos pueblos. En tal sentido, se propiciaba la 

creación de un Estado árabe anexado a Transjordania y la creación de un Estado judío. 

Sin embargo el proyecto no prosperó (O.N.U. 2005, p.9-15). 

En virtud de las dificultades que se suscitaban para encontrar una solución al 

conflicto, lo que se sumaba al interés británico por dar por finalizado el mandato que le 

fuere oportunamente concedido, se solicitó a la Organización de las Naciones Unidas, a 

poco tiempo de su creación, que presentara una propuesta, al respecto. El 29 de noviembre 

de 1947, fue votada en la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, 

la Resolución 181, la cual sugería la partición del territorio de Palestina en dos Estados 

separados (uno judío y otro árabe) y la creación de una zona bajo control internacional 

respecto de la ciudad de Jerusalén, la cual estaría administrada por el Consejo de 

Administración Fiduciaria de las Naciones Unidas. 

La Resolución fue aprobada con 33 votos afirmativos (incluyéndose los votos de 

los dos países hegemónicos), 3 votos en contra y 10 abstenciones, entre las cuales se 

destaca la del antiguo mandante, el Reino Unido. 

El Organismo judío aceptó la resolución, a pesar de no estar satisfecho con 

determinados aspectos, como el modo en que se consideraban la emigración judía a 

Europa y los límites territoriales establecidos para el Estado judío que se proponía. Los 

árabes palestinos y los Estados árabes no aceptaron el Plan, alegando que se infringía las 

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, en cuya virtud se reconocía el derecho 

de los pueblos a decidir sobre su propio destino. A este respecto, dijeron que la Asamblea 

había hecho suyo el plan, en circunstancias indignas de las Naciones Unidas y que los 

árabes de Palestina se opondrían a cualquier plan de división, segregación o partición de 

su país o en el que se concediesen derechos y estatutos especiales y preferenciales a una 

minoría (O.N.U. 2005, p.9-15). 

Adoptada la Resolución “ut supra” mencionada, los ingleses pusieron fin a su 

mandato el 15 de mayo de 1948. Un día antes, la Agencia Judía Sionista anunciaba la 
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creación del Estado de Israel, proclamada oficialmente por su líder Ben Gurion 

(Campanella 1994, p.284). Los Estados Unidos de América reconocían a Israel como 

Estado independiente, el 15 de mayo de 1948, y dos días más tarde hacía lo mismo, la 

Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 

En tal sentido, Mikulas Fabry sostiene que “las dos superpotencias ya estaban 

enfrascadas en una competencia mundial por las esferas de influencia y no podían 

abandonar fácilmente que el nuevo Estado cayera bajo la esfera de poder del otro” (Fabry 

2010, p.156) 

Sin embargo, el gran interrogante que surgía como consecuencia de la 

independencia proclamada por el Estado de Israel, resultaba ser si reunía los elementos 

esenciales para ser reconocido como tal. Asimismo, este ha sido el criterio adoptado por el 

Reino Unido, Francia y otros Estados que se declararon renuentes en considerar a Israel 

como un Estado independiente. En dicho orden de ideas, aquellos que negaron el 

reconocimiento del nuevo Estado, basaban su posición en la falta de delimitación del 

territorio sobre el cual el Gobierno judío ejercía su poder. 

Asimismo, la Oficina de Relaciones Exteriores del Gobierno británico, el 17 de 

mayo de 1948, sostuvo que Israel no cumplía con los "criterios básicos" de un Estado 

independiente y anunció que no haría lugar a la petición de Israel de ser reconocido, por el 

momento (Marshall Brown 1948, p.626). 

Al respecto, merece destacarse como bien se ha expresado en el Capítulo II del 

presente trabajo de investigación, que la característica principal de la figura del 

reconocimiento de Estados es su discrecionalidad, es decir que los Estados poseen un 

libre albedrío para ejercer dicha práctica o no. En dicho orden de ideas, no podría 

cuestionarse la posición del Reino Unido ni de los Estados renuentes de ejercer el 

reconocimiento de Israel, ya que cada uno de los Estados otorgantes realizará su análisis 

individual respecto de la situación imperante, de forma objetiva, aislada del pensamiento 

de los demás miembros de la comunidad internacional ─aunque a veces el pensamiento 

hegemónico denote cierta influencia─. 

La carencia de un territorio delimitado sobre el cual las autoridades de un Estado 

gobiernen, puede resultar un elemento vislumbrado por un Estado como un elemento con 

alta entidad jurídica y una graduación divergente por otros, es por ello que también 

podemos hablar de la existencia de una subjetividad en la valoración de las circunstancias. 

Sin embargo, al momento en el cual el Estado de Israel declaró su independencia era 

palmaria la inexistencia de límites geográficos definidos, más aun si se pondera que luego 
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de emitida la misma, la reacción árabe no se hizo esperar y tropas de Egipto, Líbano, Siria, 

Jordania e Iraq invadieron de inmediato el territorio de Palestina. 

Ahora bien, al demostrar Israel tener la capacidad de resistir los embates árabes, 

ha acreditado su potestad sobre los límites geográficos que se adjudicaba, debiendo en 

consecuencia desestimarse aquellos fundamentos de los Estados renuentes a su 

reconocimiento. Consecuentemente, Gran Bretaña, Francia y la mayoría de los países no 

árabes reconocieron a Israel después de la primera elección general de gobierno, en enero 

de 1949, y las Naciones Unidas, a pesar de que rechazó la solicitud de membresía de Israel 

en 1948, votó a favor de admitirlo como miembro, en mayo de 1949 (Fabry, 2010, p.157). 

No obstante, lo hasta aquí detallado resulta de sumo interés para los objetivos del 

presente, dilucidar la situación del reconocimiento efectuado por los Estados Unidos de 

América y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 

Atento haber acontecido más de cincuenta años desde la proclamación de 

independencia del Estado de Israel, nos encontramos en condiciones de realizar un análisis 

objetivo de los hechos. Al respecto, resulta indudable que al momento en el cual los 

Estados hegemónicos habían efectuado el reconocimiento del Estado de Israel, este último 

no había tenido oportunidad de demostrar su efectivo control por sobre el territorio que se 

adjudicaba como propio. Además, los conflictos bélicos entre el pueblo judío y el pueblo 

árabe, se encontraban latentes, atento no haber aceptado el Comité Superior Árabe, las 

condiciones establecidas por la Resolución 181 de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas. Cualquiera haya sido el motivo que haya encaminado a los Estados hegemónicos 

a efectuar el reconocimiento previo a encontrarse delimitados los límites territoriales del 

Estado de Israel, y a pesar de ser alegado por el representante americano ante las 

Naciones Unidas, Jessup, en la Asamblea General, el carácter innecesario de la 

delimitación de fronteras como requisito para el otorgamiento del reconocimiento, estamos 

en condiciones de afirmar que dicho acto revistió las características de un reconocimiento 

“de facto”, en la medida que le permitía a Israel participar de la comunidad internacional 

hasta su consolidación definitiva, momento en el cual se tornaría en un reconocimiento “de 

jure”. 

Tampoco, debe desentenderse que si bien el reconocimiento efectuado por los 

Estados mencionados lo ha sido en un contexto de tensión y competencia que demarcaría 

el inicio de la denominada “Guerra Fría”, no menos cierto es que uno de los pilares de la 

Carta de las Naciones Unidas ha sido la mantención de la paz internacional, objetivo 

perseguido por la Resolución 181 de la Asamblea General al pretender darle un fin al 

conflicto bélico. Sin ninguna duda, creer que la Resolución 181 sería receptada por ambos 
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pueblos de forma positiva, habría sido sumamente pretencioso por parte de los miembros 

de la Organización de las Naciones Unidas, pero aún así, resultaba ser un primer paso 

hacia la resolución pacífica de dicha controversia.  

Ahora bien, atento que al momento de la declaración de independencia, el Estado 

de Israel se ajustaba a las pretensiones limítrofes establecidas por la resolución 

mencionada, en cierta medida resultaba paradigmático no aceptar el reconocimiento, ya 

que dicha actitud demostraba cierto compromiso hacia la finalización del conflicto armado. 

Es por ello, que no puede reprocharse ni la posición del Reino Unido, ni la posición de los 

Estados Unidos de América y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, ya que ambas 

resguardan cierta objetividad y coherencia respecto de los hechos acontecidos. En este 

contexto, tal vez la posición más controvertida respecto del reconocimiento del Estado de 

Israel como tal, es consecuencia de la política exterior del Reino de España.  

Hasta 1986, las relaciones internacionales entre España e Israel no se habían 

establecido a nivel Embajadas y únicamente existía un Consulado General de España en 

Jerusalén, con un estatuto especial. El principal escollo al reconocimiento del Estado de 

Israel era la tradicional política de amistad con las naciones árabes. Es en dicho sentido, 

que resulta de sumo interés destacar que previo al Comunicado conjunto hispano-israelí, 

del 17 de enero de 1986, en el cual ambos Estados deciden proceder a establecer 

relaciones diplomáticas, el Presidente del Gobierno español Felipe González remite Carta 

a los dirigentes árabes, anoticiándolos de un posible acercamiento al Gobierno Israelí. 

En lo sustancial, la Carta reseñada, expresa: “…España ha ido formalizando 

relaciones diplomáticas con todos los Estados que forman la comunidad internacional, en 

el entendido de que ese hecho no constituye en modo alguno aprobación de la política 

interior o exterior de cada Estado. Llevada por este principio y de acuerdo con sus intereses 

nacionales, España ha decidido establecer en breve plazo relaciones diplomáticas con 

Israel. Considera que así se supera la anomalía histórica que supone la ausencia de una 

institucionalización de relaciones ya existentes en muchos otros campos con un país 

ribereño del Mediterráneo y que está obligado por diversos vínculos con la Comunidad 

Económica Europea, a la que España acaba incorporarse” (Oficina de Información 

Diplomática Española 1986, p.61) 

La situación previa al reconocimiento expreso resulta paradigmática, ya que por 

un lado demuestra el carácter discrecional del mismo y por el otro nos permite deliberar, 

en qué medida, las relaciones consulares pueden ocultar un verdadero reconocimiento.  
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Sin ninguna duda, el carácter discrecional queda demostrado por el solo hecho de 

que España no reconoció a Israel ─con alto grado de motivaciones políticas─, quien ya 

había sido reconocido por la mayoría de los miembros de las Naciones Unidas, y no se le 

puede imputar responsabilidad alguna por ello. 

Respecto de los efectos del acto de reconocimiento, debemos recapitular que el 

reconocimiento es meramente declarativo pero hasta tanto el Estado nuevo no reciba el 

reconocimiento por parte de los Estados preexistentes sus relaciones con estos últimos se 

verían restringidas.  No obstante lo mencionado, España mantenía relaciones consulares 

con Israel. En este sentido, resulta pertinente señalar que los cónsules son funcionarios 

oficiales de un Estado que actúan en territorio de otro Estado, con previo consentimiento 

de éste, ejerciendo, en lo que respecta al tráfico comercial con su país, así como a sus 

nacionales domiciliados, residentes o transeúntes, ciertos actos administrativos que surten 

efecto en su propio país, además, trabajan a favor del intercambio entre los Estados 

respectivos, informan sobre el particular a su gobierno y auxilian a dichos nacionales en 

ciertas circunstancias especiales (Podestá Costa y Ruda 1986, p.614-617). 

Al respecto, el artículo 12 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 

dispone que el Jefe de Oficina Consular queda admitido para ejercer su cargo desde el 

momento que el Estado receptor lo autoriza, es decir desde que le concede el exequátur.  

En este sentido, los Doctores Luis Podestá Costa y José María Ruda entienden 

que la circunstancia de enviar a un nuevo Estado un agente con funciones consulares, o 

recibirlo de él, no importa reconocimiento sino en el caso de que este agente solicite y 

obtenga exequátur, porque este acto implica un acuerdo entre los gobiernos respectivos, 

pero no así cuando aquella persona se desempeña privadamente (Podestá Costa y Ruda 

1986, p.614-617). Es decir, que en el caso que los respectivos cónsules hubieren recibido 

el exequátur y no hubieren tan solo desempeñado privadamente sus actividades 

estaríamos ante un reconocimiento tácito de Estados. 

Ahora bien, una vez emitido el Comunicado conjunto hispano-israelí ha quedado 

acreditado el reconocimiento expreso entre ambos Estados, situación que regulariza las 

relaciones entre los mismos. Sin embargo, y en miras a la cercanía existente entre el Reino 

de España y los estados árabes, se ha plasmado una reserva respecto de los reclamos 

territoriales efectuados por los países árabes, en relación a los territorios anexados a Israel 

en 1967. La necesidad de realizar esta aclaración, permite inferir que el reconocimiento del 

Estado israelí, efectuado por parte del Reino de España, no presupone posición alguna 

respecto de las fronteras que se arrogue el Estado reconocido. 
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A manera de colofón, podemos concluir afirmando que en el caso bajo estudio 

queda evidenciado que al reconocer un Estado se estaría reconociendo el control de un 

gobierno por sobre un territorio determinado, sin embargo dicha circunstancia no 

presupone el aval a los reclamos territoriales que este se encuentre enfrentando, ni el 

reconocimiento de la totalidad de su territorio, ya que el Estado que ejerce el 

reconocimiento, siempre tiene la posibilidad de hacer reserva de ello. 

II.4.b. Corea del Norte 

Al igual que en el caso del Estado de Israel, en el supuesto bajo análisis dos 

Estados reclaman el poder sobre un mismo territorio. Sin embargo, el conflicto bélico al 

cual haremos referencia, no encuentra su origen durante varios siglos atrás, sino por el 

contrario es una consecuencia directa de la denominada “Guerra Fría”. En este sentido, 

tanto la República de Corea del Sur como la República Democrática de Corea del Norte, 

reivindican el control de la totalidad de la península de Corea. 

Al respecto, corresponde señalar que para algunos autores la partición de Corea 

en dos Estados fue resultado de la intromisión de la Unión de Repúblicas Socialistas 

Soviéticas en la guerra contra Japón, el 18 de agosto de 1945.  Sin embargo, no debe 

dejarse de lado que fue el propio comando norteamericano, quien tenía el convencimiento 

de que para derrotar a las fuerzas japonesas, disciplinadas y aguerridas, era conveniente 

controlar sus colonias y que para facilitar la victoria final, con un costo mínimo de vidas, era 

vital que la Unión Soviética interviniese en la guerra contra Japón (Campanella 1994, 

p.308). 

En tal sentido, durante la Conferencia de Yalta, Stalin ratificó su promesa de iniciar 

las hostilidades contra Japón. No obstante, luego del lanzamiento de la primera bomba 

atómica, la participación de la URSS se tornó innecesaria. A pesar de ello, el ejército 

soviético intervino y particularmente en lo que respecta a Corea, se instalaron al Norte del 

paralelo 38° N, debiendo rendirse el ejército japonés  que se encontraba allí, ante el ejército 

soviético, y por su parte el ejército japonés que se encontraba al sur de dicho paralelo, 

debía hacer lo propio frente al ejército norteamericano. 

Dicha frontera que había sido fijada, en principio, de una forma arbitraria se fue 

tornando una verdadera frontera internacional, y los esfuerzos por los comandantes 

norteamericanos para salvar esta división fueron en vano. 

Los ministros de relaciones exteriores de las cinco grandes potencias reunidas en 

Moscú, en diciembre de 1945, promovieron la idea de establecer una administración 
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fiduciaria por cinco años en Corea, propuesta que no fue aceptada por la población coreana 

la cual anhelaba su independencia. Sin embargo, los gobiernos soviético y americano, 

consideraban que previo a promover la independencia del nuevo territorio, resultaba 

pertinente efectuar reuniones de consulta ante organizaciones políticas coreanas, con el 

objeto de constituir un gobierno provisional. 

Ante el fracaso de esta nueva propuesta, en 1947, el Secretario de Estado 

norteamericano Marshall, a pesar de contar con la oposición soviética, presentó el 

problema ante la Organización de las Naciones Unidas, la cual designó una comisión para 

facilitar la formación de un gobierno elegido por el pueblo, y de esta forma, poner fin a la 

ocupación. El Comité organizador, controlado por la ONU, ordenó la realización de las 

elecciones que debían ser supervisadas por la comisión. Mientras que el Norte rechazaba 

la propuesta, las elecciones se llevaron a cabo, resultando elegida una Asamblea 

Constituyente, la cual proclamó la República de Corea, el 15 de agosto de 1948. Las 

autoridades comunistas del norte, como contrapartida, proclamaron la República Popular 

Democrática de Corea, el 9 de septiembre del mismo año (Campanella 1994, p.308). 

A principios de 1950, comenzaron a producirse una serie de incidentes fronterizos, 

que culminarían el 25 de junio, con la invasión a Corea del Sur por parte del ejército 

norcoreano. El Gobierno norteamericano comenzó a actuar de forma inmediata, ante el 

peligro de que el poderío comunista se extendiera por toda la península de Corea. Dentro 

de las medidas diplomáticas adoptadas, se solicitó la intervención del Consejo de 

Seguridad, quien emitió las Resoluciones 82 y 83, las cuales condenaban la invasión 

norcoreana y sugerían el auxilio militar de los Estados miembros de la Organización en 

ayuda a Corea del Sur. Cabe destacar, que las resoluciones fueron rápidamente votadas, 

atento encontrarse ausente la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, quien no acudía 

a las reuniones del Consejo, en señal de protesta hasta que la silla correspondiente a China 

en el Consejo de Seguridad sea otorgada al Gobierno de la República Popular de China y 

no a Taiwán (Pereira Castañares 2001, p.435). 

Por su parte, el 4 de octubre de 1950, la República Popular China, anunció su 

intervención en el conflicto, al propio tiempo que la URSS comenzó a actuar en el Consejo 

de Seguridad para paralizar cualquier resolución en contra de sus intereses (Pereira 

Castañares 2001, p.436). 

Si bien, históricamente, la importancia del conflicto bélico radica en que por 

primera vez, la Guerra Fría se comenzaba a vivenciar en un enfrentamiento directo y 

armado entre las dos superpotencias, desde el punto de vista del presente análisis, se 

vislumbra el nacimiento de dos Estados del seno mismo de dicho enfrentamiento político-
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ideológico. Asimismo, un rasgo distintivo radica en que a diferencia de la situación 

imperante en el caso del Estado de Israel en el cual ambas superpotencias estaban de 

acuerdo en efectuar el reconocimiento del nuevo Estado, en el caso de marras cada 

superpotencia reconoce a su aliado y no al aliado de su rival. 

En tal sentido, el reconocimiento efectuado por los Estados Unidos de la República 

de Corea del Sur es realizado el mismo día de su independencia más no reconoce a Corea 

del Norte, situación que permanece al día de hoy. Por su parte, la URSS reconoce a la 

República Democrática de Corea del Norte, el 12 de Octubre de 1948, y tardíamente a 

Corea del Sur, en 1991, después del colapso de la Unión Soviética. 

En este caso, el reconocimiento tardío de Corea del Sur por parte de la Unión 

Soviética, responde a meras cuestiones de índole política, ya que nadie puede negar el 

control de este Estado sobre su territorio. Además, se vislumbra un accionar activo de la 

Organización de las Naciones Unidas, quien nuevamente pretende aplicar la receta del 

Estado de Israel, al adentrarse en los conflictos de la península de Corea, propiciando, en 

primer lugar, el llamado a elecciones, con el objeto de unificar la península, y luego velando 

por la paz de la región, al momento del estallido de la guerra. 

El supuesto de marras es el mejor ejemplo de como el contexto político puede 

influenciar a la práctica del reconocimiento, ya que las posiciones adoptadas por las 

superpotencias, en la mayoría de los casos son receptadas por sus aliados, quienes 

continuaran la posición de su líder. Por ejemplo Checoslovaquia reconoció a Corea del 

Norte como Estado independiente, el 29 de noviembre de 1948 y la República Popular 

China hizo lo propio el 6 de octubre de 1949, siguiendo la línea de la URSS. De esta forma, 

una vez finalizado el período de tensión entre ambos Estados hegemónicos, el 

reconocimiento comienza a practicarse de forma tardía. 

II.4.c. La República Nacionalista de China (Taiwán) 

En el tercer supuesto bajo análisis, nos encontramos ante dos gobiernos que 

reclaman un mismo territorio, el Gobierno de la República Popular de China y el Gobierno 

de la República Nacionalista de China (también conocida como Taiwán). 

Para iniciar el desarrollo del presente caso, resulta pertinente sumergirnos en el 

origen y nacimiento de ambos gobiernos. En dicho orden de ideas, procedemos a reseñar 

que en octubre de 1911, a raíz del surgimiento de una corriente antidinástica liderada por 

Sun Yat-Sen, que reclamaba reformas sociales, políticas y económicas, fue derrocada la 
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dinastía Manchu. Los violentos enfrentamientos condujeron a la creación  de la República 

China, sin embargo aún no se lograba la unificación del país. 

Siguiendo el ejemplo bolchevique, iban apareciendo los primeros grupos 

comunistas, encabezados por el campesino Mao Tse-Tsung, quien en 1921 fundó el 

Partido Comunista chino; Sun Yat-Sen se alió con ese partido y obtuvo el apoyo militar 

soviético (Campanella 1994, p.293). 

Años más tarde y secundado por los comunistas chinos, apareció la figura 

emergente del mariscal Chang Kai-shek quien, luego de vencer en el Sur a los generales 

rivales y en el Norte al dictador militar Chan Tso-Lin, emprendió la reconstrucción política 

y económica del país y unió a casi toda China bajo su gobierno nacionalista o Kuomintang.   

Los comunistas liderados por Mao Tse-Tsung, que se habían distanciado del 

gobierno nacionalista, instalaron gobiernos en dos provincias del sur de China. No obstante 

ello, ellas serían recuperadas por Chang Kai-shek, en 1934, forzando la huída de los 

comunistas. Perseguidos por el ejército de Chang Kai-shek, los dirigentes del Partido 

Comunista emprendieron la llamada Larga Marcha ─el periplo por la China interior que 

llevaría a los leales al Partido Comunista a huir desde Jiangxi y otras zonas bajo su control 

hasta la provincia de Shaanxi en el norte─. Durante este periplo, el movimiento comunista 

se vincularía con los campesinos, y en octubre de 1935 se fundaría la primera república 

pro-soviética, en Yen-Gan, introduciéndose de esta forma el marxismo a China 

(Campanella 1994, p.295-301). 

Sin embargo, mientras la guerra civil estaba en su apogeo, un conflicto 

internacional se desataba, la guerra chino-japonesa. En dicho contexto, se promovió la 

colaboración mutua entre el movimiento comunista y el movimiento nacionalista para 

ponerle fin a la invasión externa. Sin embargo esta unidad permanecería hasta el 

acercamiento de la República de China con los aliados anglo-americanos en 1942, hecho 

que disgustaría a los comunistas chinos. 

En un intento por mejorar la imagen de los nacionalistas se aprueba una 

Constitución y en diciembre de 1947, por primera vez, el pueblo chino celebraría 

elecciones, las cuales dieron como vencedor a Chang Kai-Shek. No obstante ello, los 

comunistas seguían avanzando y la situación económica de China se dirigía a una 

hiperinflación. 

A pesar de la ayuda económica y material, pero no militar, de los Estados Unidos, 

el cada vez más desmoralizado ejército de la República estaba ya abocado a la derrota. A 

lo largo de 1949, los avances comunistas obligaron al gobierno a replegarse hacia el sur. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Larga_Marcha
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El 5 de febrero, la capital se traslada a Cantón, y el 26 de mayo, Chang se desplaza a 

Taiwán, lugar seguro desde el que intenta organizar la contraofensiva. Ya en enero de 

1949, Chang, centrado en las actividades militares, había cedido la presidencia de la 

República a Li Zongren (Campanella 1994, p.302-304). 

Por su parte, Mao Tse-Tsung alcanza el poder el 1° de Octubre de 1949, 

proclamando en Pekín la República Popular de China y siendo elegido presidente del 

nuevo Estado. Por su parte, Chang vuelve al continente para intentar organizar la defensa 

de las pocas ciudades aún controladas por los nacionalistas. La capital provisional es 

traslada a Chongqing el 15 de octubre y, finalmente, a Chengdu el 29 de noviembre.  Sin 

embargo, al perder el control de esta última,  el 10 de diciembre se refugia en Taiwán junto 

a dos millones de sus partidarios, constituyendo su propio gobierno: la República Nacional 

de China. 

En este contexto histórico, donde la ideología no deja de estar presente, resulta 

palmario que mientras la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas reconoce a la 

República Popular de China, como aquella que detenta el control sobre todo el territorio 

continental desde la fecha de su independencia, se aleja de la República Nacional China y 

de todas sus pretensiones. Sin embargo, lo que aquí nos interesa analizar es la posición 

de los Estados Unidos. De más está decir, que el no reconocimiento inmediato de la 

República Popular de China se reduce a la negativa del avance del comunismo en Asia, el 

cual se encontraba aflorando con el poderío de la URSS. Sin embargo, el Gobierno 

norteamericano reconoce a la República Popular, el 1° de enero de 1979, alejándose 

abruptamente de la República Nacional. Es más, de 1969 al día de la fecha se evidencia 

una notable disminución de los Estados que reconocen a la República Nacional, siendo en 

la actualidad solo 23. 

 

Grafico V. Reconocimientos Efectuados durante el período 1969-2012 

Año  República  Nacional 

China 

República Popular 

China 

1969 71 48 

1971 68 53 

1973 31 89 

1978 21 112 

http://es.wikipedia.org/wiki/5_de_febrero
http://es.wikipedia.org/wiki/Cant%C3%B3n_%28China%29
http://es.wikipedia.org/wiki/26_de_mayo
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Li_Zongren&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Chongqing
http://es.wikipedia.org/wiki/15_de_octubre
http://es.wikipedia.org/wiki/Chengdu
http://es.wikipedia.org/wiki/29_de_noviembre
http://es.wikipedia.org/wiki/10_de_diciembre
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1986 23 134 

1990 28 139 

2012 23 172 

Gráfico 5 

En tal sentido, el cuestionamiento principal radicaba en determinar cuál era el 

gobierno legítimo del territorio chino, ya que si bien el Gobierno de Chang Kai-Shek se 

arrogaba derechos sobre china continental, en los hechos su poder efectivo se encontraba 

reducido a la isla de Formosa (Taiwán), las Islas Pescadores (Penghu), los pequeños 

archipiélagos de Matsu (Mazu) y Quemoy (Jinmen). 

Por su parte, la República Popular China no abandonó sus pretensiones sobre los 

territorios ocupados por el gobierno nacionalista, y atento los intereses contrapuestos se 

vislumbra que ningún Estado que reconozca esta última, reconoce, consecuentemente, a 

la República Nacional de China. 

Asimismo, como se infiere del cuadro precedente, es en 1971 cuando comienza a 

evidenciarse un acercamiento del mundo hacia China Comunista. Esta situación no resulta 

arbitraria sino por el contrario, durante ese año, el conflicto de cuál es el legítimo gobierno 

de China, fue llevado a la órbita de la Organización de las Naciones Unidas, consultándose 

quienes eran los legítimos representantes de China ante dicho Organismo. Dicha cuestión 

acarreaba un grave compromiso, ya que China es uno de los miembros del Consejo de 

Seguridad, por lo que determinar quién ocuparía esa silla no resultaba una cuestión 

insignificante para los Estados miembros. En ese orden de ideas, el 25 de octubre de 1971 

fue aprobada la Resolución 2758 de la Asamblea General, mediante la cual se confirmaba 

que se reconocía como únicos representantes legítimos ante la Organización de las 

Naciones Unidas  a aquellos que habían sido nombrados por la República Popular de China 

y se expulsaba a aquellos cuyo mandato respondiera a Chang Kai-shek. 

La Resolución de las Naciones Unidas funcionó como un catalizador para que 

aquellos Estados que no mantenían relación con la República Popular de China se 

acercaran al nuevo miembro del Consejo de Seguridad, y por ende, se alejaran del 

Gobierno de Chiang Kai-shek. Esta situación, sin ninguna duda, fue una victoria para los 

países comunistas ya que poseerían dos sillas en el Consejo de Seguridad. No obstante 

ello, si bien el voto americano había sido negativo, ya en 1972 se evidenció un 

acercamiento del Presidente Nixon al Gobierno chino comunista, a través del “Comunicado 

de Shangai” mediante el cual ambos Estados se comprometían a trabajar para normalizar 
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las relaciones diplomáticas entre ellos (US Department of The State – Office of The 

Historian, Consultado 15/05/2013). 

En tal sentido, podemos concluir que aun cuando las resoluciones de la Asamblea 

General no sean votadas por todos los Estados miembros de las Naciones Unidas, no 

dejan de surtir efecto sobre aquellos que hayan optado por la abstención o por la negativa, 

más aún en situaciones como la de marras, en la cual se encontraba en juego una banca 

en el Consejo de Seguridad, y por ende el derecho a veto. La mejor prueba de esa 

consecuencia, resulta ser el gráfico V, en el cual se corrobora el acercamiento de los 

Estados a la República Popular China. 

II.4.d. La República Popular de Bangladesh 

El nacimiento de la República Popular de Bangladesh es tal vez el ejemplo post 

colonial más abiertamente aceptado de secesión unilateral ─entendiéndolo como un 

proceso de autodeterminación externo─. 

El Estado unitario de Pakistán, fundado en 1947, consistía en dos unidades 

territoriales separadas por 1.200 millas de territorio indio. En tal sentido, Pakistán 

occidental, era, en términos geográficos, mucho más grande que Pakistán oriental, pero 

tenía una densidad de población sustancialmente inferior. Las dos unidades no poseían 

lengua, cultura, economía o historia en común, pero se encontraban unidas por su religión: 

el Islam (Dugard y Raic, p.120-123). 

Desde los orígenes del Estado unitario se podían vislumbrar serias diferencias 

políticas y económicas entre ambas unidades. En tal sentido, y con el objeto de resolver 

las disparidades entre ellas, la Liga Awami, el partido político dominante de la comunidad 

bengalí ─Pakistán oriental─, liderado por Sheikh Mujibur Rahaman exigió la plena 

autonomía de dicha región ─como un mecanismo de autodeterminación interna─.  

Sin embargo, lejos de acceder una tregua, el gobierno de turno de Pakistán 

procedió a perseguir a los miembros de la Liga Awami, encarcelando a su líder, en 1966 

─quien lograría la excarcelación años más tarde como consecuencia de un levantamiento 

popular─ 

En 1969, Yayha Khan fue consagrado presidente de Pakistán y anunció la 

celebración de elecciones generales para la Asamblea General de Pakistán con el objeto 

de redactar una nueva constitución. Las elecciones celebradas en diciembre de 1971 le 

otorgaron una aplastante victoria a la Liga Awami en la región oriental, lo que permitiría 

presumir que gracias a los nuevos escaños logrados en la Asamblea General, dicho partido 
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podría perseguir la redacción de una constitución federal que le permitiera a esa región 

mayor participación (Dugard y Raic, p.120-123). 

Por el contrario, Yayha Khan pospuso indefinidamente la sesión inaugural prevista 

para el 13 de febrero de 1971, situación que obligó a Rahman a llamar a la desobediencia 

civil en la región oriental. En reacción a las acciones pacificas del pueblo bengalí, durante 

la noche del 26 de marzo de ese año, se inició una operación militar de gran escala 

─conocida como operación Searchlight─, la cual dio inicio a una política de represión total 

en todo el país, con la participación de detenciones, tortura y asesinatos de líderes políticos, 

así como la matanza indiscriminada de civiles4. En respuesta a ello, el 26 de marzo de 

1971, Bangladesh proclamaría su independencia (Tomuschat 2006, p.29-30). 

Por su parte, el 27 de marzo de 1971, la Primera Ministra de India, Indira Gandhi, 

expresó el apoyo incondicional de su gobierno a la lucha por la independencia del pueblo 

de Pakistán Oriental. La frontera de India con Pakistán Oriental se abrió para permitir 

otorgarles asilo a los refugiados. En tal sentido, más de 10 millones de civiles se exiliaron 

en la India. Asimismo, los líderes de la Liga Awami ─la cual había sido prohibida por el 

Gobierno pakistaní─ establecieron un gobierno en el exilio en Calcuta, India. El 14 de abril 

de 1971, este gobierno en el exilio tomó juramento a Mujib Nagar formalmente como el 

primer presidente de Bangladésh y a Tajuddin Ahmad como el primer ministro del país. 

El 3 de diciembre de 1971, la fuerza aérea pakistaní lanzó incursiones en ocho 

aeropuertos en el noroeste de la India, incluyendo Agra, que estaba a 480 km. de la 

frontera, en un ataque conocido como “Operación Chengiz Khan”. En consecuencia, la 

India respondió no solo con la fuerza armada de su ejército sino también diplomáticamente, 

reconociendo la independencia de Bangladesh, el 6 de diciembre. Dichos eventos dieron 

origen a la guerra indo-pakistaní, la cual duró menos de dos semanas, capitulando el 

ejército pakistaní el 16 de diciembre de ese mismo año (Dugard y Raic, p.120-123). 

Durante el enfrentamiento, la Organización de las Naciones Unidas 

permanecieron en silencio sobre la cuestión de la libre determinación de Bangladesh, 

limitándose a exigir que las tropas de la India y Pakistán cesaran en el fuego y se retiraran 

a su territorio (Tomuschat 2006, p.29-30). En dicho orden de ideas, merece destacarse que 

Bangladesh fue admitido como miembro de la Organización de las Naciones Unidas, el 17 

de septiembre de 1974. El aplazamiento de dicha circunstancia se encuentra ligada al veto 

de China, como miembro del Consejo de Seguridad, atento considerar que Bangladesh no 

                                                
4 Más de un millón de bengalíes fueron asesinados y otros diez millones se exiliaron en el territorio 

Indio (Dugard y Raic 2006, p.122) 

http://es.wikipedia.org/wiki/27_de_marzo
http://es.wikipedia.org/wiki/1971
http://es.wikipedia.org/wiki/Indira_Gandhi
http://es.wikipedia.org/wiki/Calcuta
http://es.wikipedia.org/wiki/Primer_ministro
http://es.wikipedia.org/wiki/Agra
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había cumplido con las resoluciones de dicho órgano relativas a la retirada de tropas y la 

liberación de prisioneros de guerra (Thurer y Burry 2006, p.7) 

Ahora bien, habiendo formulado un breve raconto de los hechos resulta palmario 

que el caso de la República Popular de Bangladesh se encuentra ligada a aquellos 

supuestos en los cuales la secesión unilateral es permitida de manera excepcional. En tal 

sentido, recordemos que al iniciar el presente capitulo, hemos señalado que del texto de la 

Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 

se podría inferir que en aquellos casos en los cuales no se encontrarán legitimados los 

extremos para que un “pueblo” proceda a una autodeterminación interna, la secesión 

resulta un remedio a dicho obstáculo, siendo este un supuesto excepcional en el cual el 

principio de integridad territorial sería desatendido como consecuencia de la violación de 

los derechos sufridos. 

En el caso de marras, resultan evidentes los intentos de la comunidad bengalí de 

autodeterminarse internamente ─declaración de autonomía de 1962─, y las flagrantes 

violaciones a sus derechos políticos, sociales y humanos.  

Sin ninguna duda, el supuesto de Bangladesh resulta ser de gran importancia para 

demostrar, la existencia de excepciones al alcance otorgado con frecuencia al principio de 

autodeterminación de los pueblos en supuestos post coloniales, aceptándose la secesión 

unilateral en supuestos extremos como mecanismo de autodeterminación externa. 

II.5 Conclusiones del período 

Como bien hemos afirmado al iniciar el presente capítulo, existen dos elementos 

que caracterizan el ejercicio del reconocimiento de Estados en el período bajo análisis: a) 

la tensión existente entre los Estados Unidos de América y la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas y b) el rol pacificador de la Organización de las Naciones Unidas. 

Desconocer alguno de ellos, es desconocer los pilares sobre los cuales el ejercicio de dicha 

práctica fue realizada. 

Las Naciones Unidas, sin ninguna duda, fue el organismo en donde se expusieron 

los objetivos que debían perseguir las prácticas descolonizadores y en el cual se fomentó 

la independencia de aquellos Estados oprimidos a través de la máxima de la libre 

determinación de los pueblos. Si bien no existe dentro del derecho positivo, un documento 

que posea una definición explicita del alcance de dicho principio es a través del análisis del 

espíritu de las normas vigentes que se puede inferir la extensión del mismo y la existencia 

de dos dimensiones: una interna y otra externa.  
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A través del presente capitulo hemos demostrado que el proceso de 

autodeterminación interna no acarrea mayores dudas, sin embargo la autodeterminación 

externa sin mediar consentimiento del Estado del cual un “pueblo” pretende escindirse 

─secesión unilateral─ resulta ser un práctica controvertida, excepcionalmente admitida. En 

dicho orden de ideas, el supuesto de la República Popular de Bangladesh, resulta ser el 

único caso del período bajo análisis en el cual se ha admitido dicha práctica. 

Desde otra perspectiva, la Guerra Fría funcionó como un motor catalizador para 

el rápido reconocimiento de los nuevos Estados por parte de los Estados hegemónicos, ya 

sea para expandir su ideología u poderío, anexando nuevos aliados, o simplemente para 

limitar la expansión de su enemigo. 

Sin embargo, como bien se analizó en el caso de la República Nacional de China, 

las tensiones entre comunismo y capitalismo tan bien se vivenciaron en el seno del 

Organización de las Naciones Unidas, ya que ambos Estados son miembros del Consejo 

de Seguridad de las Naciones Unidas. 

Este clima de tensión condicionó todo el período, pero al mismo tiempo aceleró 

las prácticas del reconocimiento, ya que aquel Estado que gozaba del reconocimiento de 

uno de los países hegemónicos, generalmente, se beneficiaba con el reconocimiento de 

todos sus aliados. 

A continuación, nos corresponde adentrarnos en la situación posterior al declive 

de la Unión Soviética y, por ende, el fin de la denominada “Guerra Fría”. 
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III. EL EJERCICIO DEL RECONOCIMIENTO DE ESTADOS EN LOS ALBORES 

DEL SIGLO XXI: DESDE LA CAÍDA DE LA UNION DE REPÚBLICAS 

SOCIALISTAS SOVIÉTICAS AL DÍA DE HOY  

III.1 La práctica del reconocimiento a fines del Siglo XX. Características del 

período. Hechos que la condicionaron 

Durante el período analizado en el capítulo anterior quedó corroborado que a 

pesar del dogma establecido por la doctrina imperante en la materia del reconocimiento de 

Estados, respecto de los recaudos esenciales para que un ente sea considerado como tal, 

el carácter discrecional de la práctica bajo análisis primaba por sobre todas las decisiones 

efectuadas en el período, aun cuando algunos juristas reniegan de ello, y, 

consecuentemente, afirmen que el reconocimiento de un Estado que no cumpla con la 

totalidad de los requisitos esenciales, resulta “de facto” y no de “iure”. El mejor ejemplo de 

este supuesto puede vislumbrarse en el reconocimiento del Estado de Israel por parte de 

la Unión Soviética y los Estados Unidos de América. 

También, hemos abundado en el espectro político desplegado por la denominada 

“Guerra Fría”, período histórico de tensión entre ambas potencias hegemónicas, del cual 

esta práctica no sería indiferente. La búsqueda de aliados y la creación de bloques era el 

objetivo, para lo cual resultaba mucho más propicio adoptar un criterio laxo al analizar el 

cumplimiento de los recaudos esenciales, ejerciendo la discrecionalidad, muchas veces en 

su máxima expresión, para anexar al bloque a aquellos Estados cuya economía o posición 

estratégica resultara de suma importancia. 

Todo ello nos lleva a un interrogante, una vez finalizada la Guerra Fría ¿Cómo se 

ejercerá la práctica del reconocimiento de Estados?, es decir, ¿se encontrará libre de todo 

factor político-ideológico o por el contrario estará a la espera de un nuevo poder 

hegemónico, con cuya tensión se agilice su perfeccionamiento? 

A pesar de que la desaparición de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas 

y la consecuente creación de la Comunidad de Estados Independientes aconteció durante 

1991, las secuelas de su fragmentación y la de sus satélites continuaron hasta fines del 

siglo XX.   Es por ello que para proceder a analizar el período, resulta indispensable hacer 

una marcada distinción entre dos momentos: el primero de ellos que tendrá lugar durante 

el proceso de desintegración y diagramación del nuevo contexto internacional y el segundo 

en el cual se podrá analizar el reconocimiento de Estados aislado de dichos 

acontecimientos. 
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 Ahora bien, adentrándonos en el objeto del presente trabajo de investigación, 

corresponde destacar que existen tres elementos que van caracterizar el reconocimiento 

de Estados durante el período bajo análisis, y que se van a mantener durante los dos 

momentos arriba diferenciados. Dos elementos, que ya se encontraban durante el período 

anterior y uno nuevo, cuya aplicación responderá a fines de seguridad.  

El primero de ellos, radica en este alejamiento de los requisitos esenciales, el cual 

mencionamos al iniciar el presente capítulo, haciendo uso del carácter discrecional; el 

segundo, y no menos importante, es la necesidad de que en los casos de fragmentación o 

secesión exista aceptación por parte del Estado antecesor, y que no se trate de un mero 

caso de beligerancia5, y el tercero resulta de la aparición de elementos condicionantes. 

Como en el pasado, las condiciones fueron ideadas por los grandes poderes y 

regiones, y sus propósitos eran: eliminar supuestos peligros para la seguridad internacional 

procedentes de los nuevos Estados, que los nuevos Estados se ajustaran a las normas 

internacionales imperantes, y frenar las fuentes de sus conflictos internos, reales o 

potenciales que podrían tener ramificaciones externas. El acento en estas condiciones 

varía de un lugar a otro y de un asunto a otro, pero es importante tener en cuenta que la 

supervisión internacional de su aplicación generó dificultades, sobre todo para delimitar su 

cumplimiento con posterioridad al reconocimiento dispensado (Fabry 2010, p.181). 

Por último, es menester señalar que, a diferencia del período bajo análisis en el 

capítulo anterior, se evidencia a simple vista una diferencia abismal en el ejercicio de la 

práctica del reconocimiento de Estados, ya que solo han mediado 29 declaraciones de 

independencia, emanando el 79% de ellas de territorios que se encontraban bajo el control 

de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y sus satélites. 

                                                
5 La necesidad de reconocimiento por parte del Estado escindente o antecesor es un recaudo que 

resulta del propio texto de las Resoluciones de la Asamblea General de la Organización de las Naciones 
Unidas. En tal sentido, el texto de la Resolución 1514 (XV) establece que: “todo intento encaminado a 
quebrantar total o parcialmente la unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los 
propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas”. Asimismo, la Resolución 2625 (XXV) luego de 
proclamar el principio de libre determinación de los pueblos, establece un verdadero limite al considerar que: 
“Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el sentido de que autoriza o fomenta 
cualquier acción encaminada a quebrantar o menospreciar, total o parcialmente, la integridad de Estados 
soberanos o independientes”. En tal sentido, el reconocimiento de un sujeto de derecho cuyo origen se 
retrotraiga a un caso de secesión unilateral, en el cual el Estado escindido no haya reconocido tal derecho, 
resultaría en una flagrante intervención a la política interna del Estado cuya fragmentación se pretende, y un 
atentado a su integridad territorial salvo excepciones las cuales han sido mencionadas en el acápite 2 del 
Capítulo anterior del presente trabajo de investigación, las cuales pueden inferirse del propio texto de la 
Resolución 2625 (XXV). 
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Gráfico 6 

Por su parte, de un análisis comparativo entre las fechas de independencia 

acontecidas desde 1991 y los reconocimientos efectuados, vislumbramos que el  20 % de 

los Estados que se han autoproclamado independientes no gozan de un reconocimiento 

general, entre los cuales podemos mencionar: Somalilandia, Osetia del Sur, Abjasia, 

Kosovo, Ambazonia o Camerún Meridional y Chechenia. 

Habiendo realizado, esta breve  introducción, procederemos a analizar cada uno 

de los momento señalados “ut supra” con sus vicisitudes, dejando un capítulo aparte 

respecto de aquellos supuestos que merecen un análisis pormenorizado. 

III.2 El desmembramiento soviético 

Las fisuras del bloque socialista comenzaron a manifestarse a mediados de los 

años cincuenta, tras la muerte de Stalin. Con la muerte del líder, en la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas aparecían nuevas expectativas de normalización de las relaciones 

con Occidente, las cuales generaron la ilusión de que la Guerra Fría podía estabilizarse. 

En tal sentido, se inició un proceso de “desestanilización”,  el cual denunciaba la 

arbitrariedad estalinista impuesta al sistema, abogaba por el policentrismo socialista en el 

mundo y por la coexistencia pacífica, entendida como respeto mutuo a la soberanía e 

integridad de los territorios, la no injerencia en los asuntos internos, la no agresión, la 
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igualdad y ventaja recíproca, y la cooperación económica (Heguet Santos 2003, p.394-

395). 

Sin embargo, y a pesar de la autocrítica vislumbrada en dicho período, el carácter 

expansionista de la Unión Soviética no se encontraba en tela de juicio, por el contrario 

cualquier acto de reclamo o pedido de reforma efectuado por sus Estados satélites, eran 

reprimidos. En tal sentido, en 1956, Polonia y Hungría reclamaron reformas 

desestanilizadoras que fueron contestadas con intervenciones directas.  

Por su parte, en 1968, Checoslovaquia se rebelaba contra la URSS en un intento 

de acelerar las reformas que condujesen al país a un socialismo de rostro humano, las 

cuales terminaron en una de las páginas más sangrientas de la historia de Praga. También, 

en China se empezaron a sentir los principios de la ruptura con la Unión Soviética. La 

fuerza rural del maoísmo se expresaba en perspectivas de socialización propia e 

independiente del modelo soviético (Heguet Santos 2003, p.395). 

Durante la década del sesenta, los pilares de la Unión Soviética se mantendrían 

incólumes, propiciando un período de relajación, el cual daría lugar a la política de détente. 

Sin embargo, en 1973, se vislumbraría un primer acercamiento hacia Occidente. El 

entonces Secretario General Leonid Brezhnev viajó a los Estados Unidos con la finalidad 

de acercar posturas con la administración Nixon. Ambos Estados participarían de la 

Conferencia de Helsinki (1972-1975), en la cual los Estados Unidos de América aceptaban 

la inviolabilidad de las fronteras construidas tras la guerra, esto es, la división de Europa y 

el reconocimiento de la soberanía de cada potencia hegemónica en su zona. Por su parte, 

la URSS debió reconocer la necesidad de integrar su economía dentro de los lineamientos 

de la economía mundial, y  asumir el compromiso del reconocimiento de los derechos y 

libertades de las personas (Heguet Santos 2003, p.396-399). 

No obstante el período de estancamiento en el cual se encontraba la Unión 

Soviética, la concentración armamentística no desaparecía y el inicio del conflicto bélico de 

Afganistán, que perseguía apoyar a un gobierno comunista local que se hallaba en graves 

dificultades, pusieron fin a la política de détente. 

El triunfo electoral del republicano Ronald Reagan, con un antisovietismo militante 

y el objetivo de reafirmar, nuevamente, el liderazgo internacional de los Estados Unidos, 

precipita el camino hacia una dura confrontación, que para algunos autores significó el 

inicio de la denominada “Segunda Guerra Fría”. Durante este período, en el cual se 

sucederían tres secretarios generales del Partido Comunista- se establecerían dos políticas 

con el objeto de hacer frente a la escalada armamentística liderada por Reagan (también 
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denominada Guerra de las Galaxias), estas fueron: la Perestroika ─que establecía cambios 

drásticos en la economía y en el liderazgo del partido comunista─ y la Glasnost ─que 

permitía el acceso público a la información después de décadas de fuerte censura por parte 

del gobierno─ (Pereira Castañares 2003, p.439). 

El líder tras estas nuevas políticas era Mijail Gorbachov, quien conduciría al fin de 

la Guerra Fría. De 1989 en adelante, se suscitarían un sinnúmero de eventos que 

adelantarían el ya anunciado desenlace, dentro de los cuales podemos mencionar: las 

consecuencias de la derrota soviética en Afganistán (la segunda tras la sufrida en Cuba), 

la caída del muro de Berlín, la unificación de Alemania y la disolución del pacto de Varsovia 

(Pereira Castañares 2003, p.440). 

En tal sentido, fueron las Repúblicas bálticas, haciendo uso del artículo 72 de la 

Constitución Soviética, las cuales, en primer término, dieron a conocer su intención de 

recuperar su soberanía. 

III.2.a. La situación de los países bálticos y la condicionalidad del 

reconocimiento de los Estados Unidos y la Comunidad Europea 

El primer desafío a la integridad de la Unión Soviética tuvo lugar en Lituania, cuatro 

meses después de la caída del Muro de Berlín. En marzo de 1990, el parlamento 

republicano lituano recién elegido, casi por unanimidad, proclamó la restauración de la 

soberanía del Estado báltico. 

A pesar de que el artículo 72 de la Constitución Soviética de 1977 dotó a las 

repúblicas integrantes de la unión del "derecho a separarse libremente de la URSS", la 

legislatura lituana fue cautelosa al presentar su acto como un caso de restablecimiento de 

un Estado de existencia legal, en lugar de un supuesto de secesión de la URSS. Este acto 

se ha encontrado respaldo por otros territorios de la Unión Soviética, con aspiraciones 

similares, como por ejemplo las otras dos repúblicas bálticas, las cuales adoptaron una 

legislación similar anunciando su "transición" hacia la independencia (Fabry  2010, p.182). 

Sin embargo, las autoridades federales en Moscú la rechazaron como un acto 

anticonstitucional de  secesión unilateral. 

Los Estados Unidos de América apoyaron el derecho inalienable de los pueblos 

bálticos hacia la autodeterminación pacífica. No obstante ello, se mostraron a favor de la 

negociación previa, a fin de lograr la reunificación del territorio. Igual criterio, ha sido 

propiciado por la Comunidad Europea.  
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El origen de dicha posición puede inferirse del hecho de que la Unión Soviética 

todavía detentaba un considerable poder militar y, en segundo lugar, en que los Estados 

occidentales eran bastante favorables a las reformas democráticas emprendidas por el 

gobierno de Gorbachov, por lo que no existía ningún objetivo de confrontar al líder soviético, 

el cual se encontraba ya, bajo el ataque incesante de varios sectores dentro de su país 

(Fabry 2010, p.182). 

La posición de los Estados Unidos y la Comunidad Europea fue criticada tanto por 

los líderes bálticos, especialmente los de Lituania, como por diversos grupos nacionales 

que apoyaban el reconocimiento de las repúblicas soviéticas que deseaban la 

independencia.  En dicho orden de ideas, el Presidente de Lituania, Vytautas Landsbergis, 

se indignó cuando en lugar de felicitaciones por la reversión de su patria a la soberanía, 

Francia y Alemania, apoyadas por los Estados Unidos, le presentaron, a finales de abril de 

1990, un plan de "suspensión" de la declaración de independencia, con el objeto de mejorar 

las posibilidades de una solución negociada con Moscú (Fabry 2010, p.183). 

Sin embargo, el acontecimiento decisivo que conduciría a la disolución de la URSS 

y que por consiguiente prepararía el terreno para el reconocimiento de los países bálticos 

como Estados independientes, fue el intento de golpe de Estado contra el presidente 

Gorbachov, que tuvo lugar entre el 19 y 21 de agosto de 1991, organizado por parte de los 

conservadores que velaban por el mantenimiento del sistema soviético y veían en la política 

de Gorbachov una amenaza. A pesar del fracaso, el golpe tuvo un impacto inmediato y 

sustancial en la realidad interna de la URSS. Aprovechando el momento de infortunio 

generalizado, Letonia y Estonia declararon la restauración de su independencia, las cuales 

serían reconocidas por el debilitado Gobierno ruso (Fabry 2010, 183-184). 

A pesar de ello, el 25 de agosto del mismo año, el presidente Gorbachov pidió en 

el Soviet Supremo de la URSS la reanudación inmediata del proceso de firma de un nuevo 

tratado de unión (la firma estaba prevista inicialmente para el 20 de agosto), el cual, en lo 

esencial determinaba, que: "las repúblicas que no se encuentren interesadas en suscribir 

el mismo. . . les será concedido el derecho de tomar una decisión independiente". Esta fue 

quizás la declaración más categórica hasta ese momento de que cada república era libre 

de determinar su futuro y que no se verían obligadas a permanecer en la URSS en contra 

de su voluntad (Fabry 2010, p.183). 

Habiendo recuperado su independencia los Estados bálticos, restaba conocer 

cómo sería su retorno a la sociedad internacional. Al respecto, es menester destacar que 

los restantes miembros de la comunidad internacional no habían adoptado un criterio 
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uniforme respecto del estatus posterior a 1940 de los Estados bálticos, cuando fueron 

incorporados a la Unión Soviética.  

En tal sentido, el Gobierno británico no reconoció "de jure" la incorporación, pero 

sí reconoció el ejercicio "de facto" de la autoridad soviética en los tres territorios. Por lo 

cual, para el Reino Unido, las declaraciones de los Estados bálticos, en 1991, no resultaban 

verdaderas declaraciones de independencia. Por el contrario, aquellos Estados que habían 

reconocido la anexión  de los Estados bálticos al territorio soviético vieron a través de las 

declaraciones “ut supra” mencionadas, la expresión de la voluntad de ellos, de arribar a  la 

restauración de la soberanía y de la independencia perdida en 1940 (Warbrick 1992, p.473-

475). 

Ahora bien, otra de las características del período resulta del hecho que tanto los 

Estados Unidos de América como la Unión Europea han adoptado un listado de criterios a 

los cuales los Estados emergentes del desmembramiento soviético debían adecuarse para 

ser destinatarios del debido reconocimiento. 

En tal sentido, el 4 de septiembre de 1991, el Secretario de Estado americano 

Baker anunció los cinco principios que guiarían su administración respecto del 

reconocimiento de Estados. En dicho orden de ideas, Baker anunció que no se trataban de 

condiciones de reconocimiento para alguna república que haya declarado su 

independencia de la Unión Soviética, pero, sin embargo, eran una indicación de las 

preferencias estadounidenses (Fabry 2010, p.184). Las mismas consistían en:   

1. Determinar su futuro en paz y en conformidad con los valores y prácticas 

democráticas y los principios del Acta Final de Helsinki.  En dicho proceso, no 

podía haber un lugar legítimo para las amenazas, la intimidación, la coacción o la 

violencia. 

2. El respeto de las fronteras existentes, tanto internas como externas. Cualquier 

cambio de las fronteras debería ocurrir sólo legítimamente por la vía pacífica y 

consensuada de conformidad con principios de la CSCE. 

3. Apoyo al estado de derecho y los procesos democráticos.  

4. Salvaguardar los derechos humanos, incluida la igualdad de trato de las minorías. 

5. Respetar el derecho internacional y las obligaciones, en particular las 

disposiciones del Acta Final de Helsinki y la Carta de París. 

A esta nómina, fueron agregados otros recaudos relacionados con la seguridad 

internacional y la carrera armamentista. 
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Por su parte, la Unión Europea hizo lo propio, a través del texto de la “Declaración 

de los doce sobre las directrices referidas al reconocimiento de nuevos Estados en Europa 

del Este y la Unión Soviética”, la cual fuere adoptada en la Reunión Ministerial 

Extraordinaria celebrada entre los miembros de la Unión, el 16 de diciembre de 1991 (Fabry 

2010, p.186). El texto de dicho documento señalaba, como elementos a considerar:  

 El respeto a las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y de 

los compromisos suscriptos en el Acta Final de Helsinki y en la Carta 

de París, en particular en lo que se refiere al estado de derecho, la 

democracia y los derechos humanos. 

 La garantía de los derechos de los grupos étnicos y nacionales, así 

como de las minorías, de conformidad con los compromisos suscriptos 

en el marco de la CSCE. 

 El respecto de la inviolabilidad de los límites territoriales que sólo 

pueden ser modificados por medios pacíficos y de común acuerdo. 

 La reanudación de todos los compromisos pertinentes relativos al 

desarme y a la no proliferación nuclear, así como la seguridad y a la 

estabilidad regional. 

 El compromiso de solucionar mediante acuerdo, en particular, 

recurriendo en su caso, al arbitraje, todas las cuestiones relativas a la 

sucesión de Estados y a controversias regionales. 

 

A pesar de las condiciones requeridas, el primer dato que resalta la aplicación de 

las líneas directrices, es el distinto grado de exigencia observado en cada caso. La práctica 

asentada con respecto a los Estados surgidos de la Unión Soviética difiere 

considerablemente de la relativa a la ejercida respecto de los Estados desmembrados de 

la ex Yugoslavia. 

En el caso de la URSS, los Doce no han mostrado un excesivo rigor a la hora de 

estimar cumplidas sus condiciones. Este dato puede encontrar fundamento en el contexto 

histórico en el cual la disolución de la Unión Soviética se orquestó. Su proceso de 

separación fue rápido y relativamente pacifico, en comparación con los sucesos 

acontecidos en Yugoslavia. Dichas circunstancias permitieron un rápido proceso de 

reconocimiento de dichos Estados, limitándose a expresar la satisfacción de las garantías 

que fueren otorgadas por estos, respecto del posterior cumplimiento de las condiciones 

mencionadas (Navarro Batista 1995, p.487). 
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Ahora bien, en virtud de lo desarrollado, estamos en condiciones de afirmar que 

los Estados bálticos se mostraron “dispuestos a cumplir” los requisitos enunciados más no 

se encontraban en el cabal cumplimiento de ellos, al momento de ser efectuado el 

reconocimiento por parte de la comunidad internacional. Un ejemplo puntual radica en la 

futura suscripción del Tratado de no proliferación de armas prometida por Letonia para la 

concesión del reconocimiento como Estado por parte de los Estados europeos6. 

Asimismo, debe resaltarse que cuando los Doce aprobaron las líneas directrices, 

todas las repúblicas bálticas habían acordado dar por terminada la estructura estatal 

anterior, y habían reconocido recíprocamente su soberanía e independencia. En este 

contexto, el reconocimiento de los Estados occidentales no tenía ni la relevancia ni el 

alcance político que podía desplegar en el caso de un Estado en disolución acosado por 

un conflicto bélico (Navarro  Batista 1995, p.486). 

III.2.b. La ruptura de la República Federativa Socialista de Yugoslavia 

y el rol de la Comisión de Arbitraje de la Conferencia de Paz 

Como bien hemos expresado con antelación, a pesar de los conflictos “ut supra” 

señalados, la disolución de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas resultó un 

proceso mucho más pacífico en comparación con el desmembramiento de la República 

Federativa Socialista de Yugoslavia.  

El principal motivo de la belicosidad existente, entre las diferentes etnias que 

formaban parte del conglomerado yugoslavo, respondía a la determinación de cual era la 

etnia que ejercía su poder por sobre las demás. En tal sentido, Mikulas Fabry sostiene, que 

la crisis fue provocada por Serbia, quien pretendía lograr una centralización del poder, 

otorgando una mayor participación en el aparato estatal a sus connacionales. Por el 

contrario, Croacia y Eslovenia velaban por una mayor descentralización. De esta forma, el 

autor citado concluye que el origen del conflicto bélico radicó en la tensión existente entre 

la relación de dos grupos de derechos constitucionales: los derechos de las seis etnias 

constituyentes de la República Federal y los derechos de las seis Repúblicas que 

reivindicaran su independencia (Fabry 2010, p.190). 

El conflicto arribó a su punto culmine, el 25 de junio de 1991, fecha en la cual 

Croacia y Eslovenia se alejaban de la República Federativa, invocando el principio de libre 

determinación de los pueblos, en el marco del derecho de secesión, establecido en la 

                                                
6 En tal sentido, de la página web de la UNODA ─United Nations Office of disarmament affairs─ se 

desprende que Letonia ha suscripto el Tratado para la no proliferación de armas nucleares el 31 de Enero de 
1992, esto es, meses después que fuere reconocido como Estado por parte de los Estados de la Comunidad 
Europea (UNODA, Consultado: 21/11/2013) 
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Constitución Federal. Como era de prever, el mismo día, las autoridades federales 

denunciaron a dichas declaraciones como ilegales e ilegitimas, afirmando que las mismas 

eran nulas y carecían de efecto alguno, atento a no responder correctamente a los 

parámetros establecidos en la Carta Magna invocada7 (Warbrick 1992, p.475). 

No obstante ello, las declaraciones de Croacia y Eslovenia funcionaron como 

detonantes, y fueron continuadas por: a) el referéndum sobre la independencia de 

Macedonia, celebrado el 8 de septiembre de 1991, y su posterior declaración, el 17 de 

septiembre del mismo año; b) el referéndum, declarado ilegal por Serbia8, sobre la 

independencia de Kosovo, celebrado entre el 26 y el 30 de septiembre de 1991, y su 

posterior declaración, de fecha 19 de octubre; y c) el memorándum de Bosnia, sobre su 

soberanía del 14 de octubre de 1991 (Fabry 2010, p.190). 

Ahora bien, adentrándonos en la posición adoptaba por la comunidad 

internacional, debemos afirmar que en un principio, y del mismo modo que aconteció con 

los Estados bálticos, se optó por el no reconocimiento de Croacia y Eslovenia, velando por 

la reunificación de Yugoslavia y fomentando el dialogo entre sus miembros. En tal sentido, 

durante su visita a Belgrado el 21 de junio de 1991, el Secretario de Estado de EE.UU., 

James Baker, fue categórico al afirmar, que "ni los EE.UU. ni ningún otro país reconocerá 

la secesión unilateral" de Eslovenia y Croacia. Él no niega que las repúblicas yugoslavas 

tenían derecho a la libre determinación. Más bien, como en el caso soviético, insistió en 

que "la autodeterminación no puede ser unilateral y debe ser perseguida mediante el 

diálogo y a través de medios pacíficos" y que, "las fronteras no deben ser cambiadas 

excepto cuando medie consentimiento de las partes" (Warbrick 1992, p.476-478). 

No obstante, una vez efectuada la declaración de independencia de Croacia y 

Eslovenia, los conflictos armados comenzaron. En un principio el Ejército Federal 

Yugoslavo se dirigió hacia Eslovenia y luego hacia Croacia, elevando el estandarte de la 

persistencia de la unión federal (Warbrick 1992, p.475). La Comunidad Europea fue 

invitada por el gobierno federal a intervenir para lograr poner fin al movimiento secesionista. 

En tal sentido, el cese del fuego fue suscripto, el 7 de julio, en Brioni, incluyéndose una 

suspensión de tres meses a la implementación de las declaraciones de independencia. No 

                                                
7 El gobierno federal alegaba que el artículo 5 de la Constitución Federal prohibía la modificación de 

los límites federales sin el consentimiento de las otras repúblicas constituyentes. Asimismo, afirmaban que el 
derecho de libre determinación le era otorgado a las etnias que formaban parte de Yugoslavia, más no a las 
Repúblicas que la constituían (Warbrick 1992, p.475). 

8 En este caso, la declaración de ilegalidad respondía a que a diferencia de las otras declaraciones, 
Kosovo no resultaba ser una República constituyente de Yugoslavia alcanzada por el artículo 5 de la 
Constitución Federal, sino un territorio dentro de una República. Distinta será la situación jurídica del territorio 
de Kosovo al declarar la independencia en 2008, como se verá más adelante (Fabry 2010, p.190) 
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obstante ello, la Comunidad Europea incrementó su participación en el conflicto. El 27 de 

agosto se suscribiría la Declaración de Bruselas, mediante la cual se condenaba el 

accionar del ejército federal por intentar resolver los problemas de un nuevo orden 

constitucional mediante la intervención militar, y se enviaron diversos agentes a las áreas 

en disputa, a fin de monitorearlas. Sin embargo, tal vez el punto de partida del sendero 

hacia el reconocimiento de los nuevos sujetos de derecho, estaría vinculado con la 

convocatoria a una Conferencia Permanente de Paz, entre representantes de Yugoslavia, 

sus repúblicas y de la Comunidad Europea, y la creación de una Comisión de Arbitraje, 

también conocida como Comisión Badinter9. 

El objetivo de la Conferencia se encuadraba en intentar proporcionar la ayuda 

necesaria para el arribo de la solución de la controversia, fomentando el diálogo y las 

negociaciones entre las partes. Por su parte, la Comisión Arbitral resultaba un órgano 

consultivo, el cual emitía opiniones no vinculantes relativas a la interpretación de normas 

jurídicas en materia contenciosa10 (Navarro Batista 1995, p.488-489). 

A pesar del despliegue efectuado por los miembros de la Comunidad Europea, la 

Conferencia de Paz no arribó a una solución, rápidamente. Por el contrario, se mantenían 

latentes dos cuestionamientos elementales para el desarrollo de la paz en los Balcanes: a) 

cuál era el status legal actual de la República de Yugoslavia; y b) cuál era la situación de 

los serbios residentes fuera de Serbia. Ambos cuestionamientos, fueron objeto de análisis 

de la Comisión Arbitral, en sus opiniones consultiva N° 1 y N° 2.  

Sobre el primer interrogante, la Comisión entendió que la República de Yugoslavia 

se encontraba en proceso de disolución, destacando que en la medida que cuatro de la 

Repúblicas que constituían dicho Estado habían manifestado su voluntad de 

independizarse, los órganos esenciales de la República de Yugoslavia, ya no 

representaban a la totalidad de las etnias que la integraban, incumpliendo con los principios 

constitucionales de representatividad y participación11. Dicha posición, no hacía más que 

exponer el pensamiento imperante en la comunidad internacional, al respecto. No obstante, 

                                                
9 La Comisión Arbitral se componía de cinco miembros, elegidos entre los presidentes de los 

tribunales constitucionales de los Estados miembros de las Comunidades, cuya presidencia era detentada por 
el Presidente de la Corte Constitucional Francesa Robert Badinter. Es por ello, que la Comisión sería 
denominada coloquialmente como “Comisión Badinter” (Navarro Batista 1995, p.488-489). 

10 La función de la Comisión era originalmente, como su  nombre lo señala, la de una instancia 
arbitral, reconocida como un medio para arribar a la solución pacífica de controversias entre las partes. Sin 
embrago, esa función quedaría en el olvido, tornándose en un órgano consultivo respecto de las cuestiones 
que fueran sometidas a análisis, principalmente, por Serbia y el Presidente del Comité de Dirección para la 
Conferencia de la Paz (Navarro Batista 1995, p.488-489). 

11 La consulta fue efectuada por Lord Carrington ─Presidente de la Conferencia de Paz sobre 
Yugoslavia─, el 20 de Noviembre de 1991, y la Opinión ha sido emitida con fecha 29 de Noviembre de 1991 
(Fabry 2010, p.193). 
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Serbia y Montenegro negaban la realidad de los hechos, considerando que la República 

de Yugoslavia continuaba existiendo (Fabry 2010, p.193). 

Por su parte, respecto del segundo interrogante, la Comisión, en su 

pronunciamiento del 11 de enero de 1992, entendió que el principio de libre determinación 

de los pueblos corresponde a las Repúblicas miembros de Yugoslavia. En este sentido, 

aquellas etnias que se encontraban dentro de una República cuya raza principal fuera 

distinta, revestían el carácter de minorías, por lo cual deberían serles otorgados todos los 

derechos inherentes a los grupos étnicos minoritarios, incluyéndose los derechos humanos 

y todas las libertadas consagradas por el derecho internacional, mas no la posibilidad de 

independizarse (Fabry 2010, p.194). 

Ahora bien, como bien hemos descripto al analizar la situación de los Estados 

bálticos, con la “Declaración de los doce sobre las directrices referidas al reconocimiento 

de nuevos Estados en Europa del Este y la Unión Soviética”, la Comunidad Europea 

cambiaba, radicalmente, su posición de no reconocimiento de los Estados que se 

autoproclaman independientes. En dicho orden de ideas, aquellos Estados que desearan 

el reconocimiento de la Comunidad Europea debían ajustar su conducta a los recaudos 

estipulados en la Declaración. 

Pero, ¿cuál era el origen de dicho cambio de política? El verdadero motor de esa 

mutación de criterio, fue el Gobierno alemán. Él mismo sospechaba que la dilatación del 

reconocimiento de aquellos Estados que se proclamaban independientes, promovería la 

intervención del ejército federal yugoslavo, y una escalada en la violencia de los hechos. 

Por su parte, un reconocimiento ágil y preventivo, otorgarían una mayor seguridad jurídica 

a los Estados nacientes. No obstante, dicha posición no fue unánime, la Organización de 

las Naciones Unidas y los Estados Unidos, por el contrario, consideraban que un 

reconocimiento prematuro podría incrementar la belicosidad de los sucesos (Fabry 2010, 

p.195-196). 

En dicho orden de ideas, las líneas directrices, adoptadas el 16 de diciembre de 

1991, establecían una nómina de principios, tratados y derechos, los cuales los nuevos 

sujetos de la comunidad internacional que buscaban el reconocimiento de los Estados 

europeos, debían respetar. En tal sentido, el objetivo perseguido por la Comunidad 

Europea, no era más que asegurar la paz en el territorio de los Balcanes, y de esa forma 

alejar el fantasma de la guerra del continente europeo.    

Sin embargo, quien ejercería un rol esencial en este contexto sería la Comisión 

Arbitral, ya que se consolidó como el ente encargado de verificar el cumplimiento de las 
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líneas directrices, ejerciendo un análisis exhaustivo de las condiciones de cada Estado, 

siendo el paso previo obligado al otorgamiento del reconocimiento por parte de los 

miembros de la Comunidad Europea12 (Navarro Batista 1995, p.488). 

Los primeros dos Estados en declarar su independencia, Eslovenia y Croacia, se 

encontraban en situaciones completamente distantes el uno del otro. Por un lado, 

Eslovenia reunía la totalidad de los requisitos esenciales de estatalidad, en virtud de que, 

ya a fines de 1991, el ejército yugoslavo se había retirado del territorio, manteniendo el 

Gobierno esloveno un efectivo control de su población y de su territorio. Sin embargo, en 

Croacia menguaban los enfrentamientos, atento la invasión del ejército yugoslavo y la 

existencia de una minoría serbia sobre el territorio. 

Cumpliendo con los criterios establecidos por la Comisión Arbitral, ambos Estados 

ponen a disposición de ésta, los resultados obtenidos en los referéndums organizados para 

aprobar la declaración de independencia, las disposiciones de las Constituciones 

adoptadas y el cumplimiento de las máximas establecidas en la declaración del 16 de 

diciembre de 1991. 

Si bien, Eslovenia cumplía con la totalidad  de los recaudos, Croacia no aseguraba 

a las minorías residentes en el país, las garantías para su protección. Es por ello, que 

mientras se vislumbraba un dictamen favorable para el primero, se infería uno negativo 

para el segundo. 

No obstante, y previo a la emisión del dictamen de la Comisión Arbitral, Alemania, 

el 23 de diciembre de 1991, reconocía a ambos Estados, y anunciaba que establecería 

relaciones diplomáticas con ellos, el 15 de Enero de 1992. Dicha situación puso en jaque 

la política instaurada en la Comunidad Europea, ya que si bien las opiniones emanadas 

por la Comisión Arbitral eran de carácter no vinculante, uno de los Estados miembros de la 

misma se adelantaba a la posición del órgano consultivo. En tal sentido, la política alemana 

fue analizada como un verdadero reconocimiento prematuro, siendo objeto de críticas de 

otros Estados que veían en la misma la posibilidad de un incremento en el estado de 

belicosidad imperante (Fabry 2010, p.195-196). 

Ahora bien, el 11 de enero de 1992, la Comisión emitió su Opinión N° 5, en cuyo 

texto se velaba por el no reconocimiento de Croacia, en la medida que no estaban 

otorgadas, en su Acta Constituyente del 4 de diciembre de 1991, las debidas garantías a 

las minorías que habitaban en dicho territorio. A pesar de ello, el Presidente de Croacia 

                                                
12 Debe recordarse que el carácter de las opiniones emitidas por la Comisión Arbitral son de carácter 

no vinculante, de modo que los Estados miembros pueden apartarse justificando su posición. 
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aceptó dichas observaciones comprometiéndose a realizar las modificaciones 

constitucionales que resultaran pertinentes13. Dicho hecho, desencadenó el 

reconocimiento por parte de la Comunidad Europea, de Croacia, el 15 de enero de 199214. 

En igual fecha, también, sería reconocido Eslovenia (Navarro Batista 1995, p.491). 

En la misma fecha en la cual fue emitida la Opinión N° 5 relativa a la situación de 

Croacia, la Comisión Arbitral hizo lo propio respecto de Macedonia. Sin embargo a 

diferencia de lo acontecido con el primero, dicha instancia consultiva no encontró óbice 

alguno que le impida dar el visto bueno a la solicitud del Estado naciente. En tal sentido, 

Macedonia garantizaba tanto la protección a los derechos de las minorías como a la paz y 

a la seguridad internacional (Fabry 2010, p.197). 

Sin embargo, la Comunidad Europea vio paralizado el ejercicio del reconocimiento 

de dicho Estado, atento los reclamos incesantes de Grecia, quien encontraba en el nombre 

del Estado emergente, una posible amenaza a su integridad territorial15. En virtud de 

encontrarse conformadas la totalidad de los recaudos estipulados en las líneas directrices, 

los miembros de la Comunidad demostraron su deseo de reconocer al nuevo sujeto de 

derecho internacional, mediando un cambio en su denominación, con el objeto de suavizar 

la tensión existente con el Estado helénico. Dicha posición ha sido, también, adoptada por 

los Estados Unidos de América, en junio de 1992 (Navarro Batista 1995, p.492). 

Por su parte, Rusia reconocería al Estado emergente como independiente, en 

agosto de ese mismo año, provocando el enojo de Grecia.  

Ahora bien, el ingreso de Macedonia como miembro de la Organización de las 

Naciones Unidas, en Abril de 1993, bajo el nombre provisorio de “Antigua República 

Yugoslava de Macedonia” sería el hecho detonante que le permitiría al nuevo Estado 

obtener el reconocimiento tanto de la Comunidad Europea como de los Estados Unidos de 

América bajo una denominación distinta a la que aparece en su acta constitucional. En 

diciembre de 1993, seis de los miembros de la Comunidad se alejarían de la posición 

                                                
13 El acatamiento por parte del gobierno Croata de las observaciones efectuadas por la Comisión 

Arbitral, es un logro que le es otorgado al Ministro italiano De Michelis, quien interfirió en las negociaciones 
para lograr el compromiso futuro de efectuar modificaciones constitucionales (Navarro Batista 1995, p.491-
492). 

14 No resulta aleatorio que la fecha del reconocimiento de Croacia por parte de la Comunidad 
Europea sea concordante con la fecha en que Alemania iniciaría relaciones diplomáticas con dicho Estado. Por 
el contrario, a pesar del alejamiento de este último del criterio de la Comisión Arbitral, la concordancia de fechas 
permite inferir la intención de demostrar una ejecución conjunta y uniforme por parte de los Estados Europeos 
de la política de reconocimiento de Estados (Fabry 2010, p.197) 

15 Cabe destacar que el origen de la disputa con Grecia radica en que la antigua Macedonia se 
encontraba situada en el actual territorio griego. Es por ello, que Grecia encontraba en el uso de dicho nombre 
histórico una amenaza potencial a su territorio. Además, en la actualidad parte del territorio griego detenta tal 
nombre (Fabry 2010, p.201). 
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adoptada originariamente, reconociendo a Macedonia. Los Estados Unidos de América 

harían lo mismo en febrero de 1994 (Fabry 2010, p.201).  

En consecuencia, Grecia impuso sanciones económicas a Macedonia, situación 

que obligó a llevar el cuestionamiento al Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, 

culminando la disputa mediante el reconocimiento mutuo de ambos estados, en 1995. A 

pesar de ello, la tensión en las relaciones entre ambos Estados se mantuvo latente16 (Fabry 

2010, p.201). 

Por último, encontramos la situación de la República de Bosnia-Herzegovina, cuyo 

territorio fue el escenario de la mayoría de los enfrentamientos bélicos acontecidos en los 

Balcanes durante la década del noventa. El origen de tales enfrentamientos radicaban en 

la heterogeneidad de la población de dicho Estado, el cual se componía de bosniacos, 

bosniocroatas y serbobosnios. 

El 11 de enero de 1992, la Comisión Arbitral, en su Opinión N° 4, señaló la 

necesidad de la celebración de un referéndum popular con el objeto de evidenciar el apoyo 

del pueblo para la creación de un Estado independiente. Asimismo, se destacaba que la 

aceptación de las condiciones impuestas por las líneas directrices se llevaron a cabo en 

meros actos o declaraciones, más no en documentos de alcance constitucional (Navarro 

Batista 1995, p.495). 

Consecuentemente, y en acatamiento a las observaciones efectuadas, durante los 

días 29 de febrero de 1992  y 1° de marzo del mismo año, se celebró el correspondiente 

referéndum, el cual sufrió el boicot del pueblo serbobosnio, el cual representaba el 36% de 

la población, aproximadamente. Los resultados fueron positivos (a favor de la 

independencia), y al día siguiente se iniciarían los combates entre las diferentes etnias 

(Warbrick 1993, p.435). 

Una vez cumplimentados los recaudos estipulados por el órgano consultivo, 

correspondía proceder al reconocimiento del nuevo Estado. Sin embargo, la Comunidad 

Europea se encontraba en una disyuntiva, la cual se puede ver reflejada en las palabras 

del Ministro de Estado británico, el cual el 5 de marzo de 1992, expresaba: “Si se reconoce 

a Bosnia, existe un riesgo sustancial de que los Serbios lucharan…Si no lo hacemos, 

nosotros, en cierto sentido, estaríamos desconociendo que hemos exhortado a dicho 

                                                
16 Los conflictos entre ambos Estados continúan hasta el día de hoy. En 1995, Grecia reclamó que 

Macedonia eliminará de su antigua bandera (aquella que fuere aprobada en 1991) el sol de Vergina atento 
resultar el mismo un elemento esencial de la bandera del territorio griego que posee idéntico nombre. En 2006, 
Macedonia informó su pretensión de rebautizar su aeropuerto internacional con el nombre “Alejandro Magno”, 
héroe de la historia griega, lo que provocaría una nueva crítica por parte de la República Helénica. Asimismo, 
en marzo de 2008, Grecia vetaría el ingreso a la OTAN de Macedonia (Fabry 2010, p.201). 
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Estado a efectuar un referéndum para conocer la visión de su pueblo…” (Warbrick 1993, 

p.435). 

En marzo de 1992, la Administración Bush presionó a la Comunidad Europea a 

agilizar dicho reconocimiento, de forma similar al modo en el cual ha actuado Alemania 

respecto de Croacia, considerando el reconocimiento prematuro un mecanismo para 

otorgar cierta seguridad al nuevo Estado, con miras a neutralizar los combates internos. En 

consecuencia, tanto los Estados Unidos como los Estados europeos, reconocieron a 

Bosnia-Herzegovina, el 7 de abril de dicho año (Fabry 2010, p.199). 

Los conflictos bélicos perduraron hasta la batalla de bosnia occidental, en la cual 

sería derrotado el ejército serbio, el cual buscaba anexar parte del territorio de Bosnia-

Herzegovina al territorio serbio, con el objeto de crear una “Gran Serbia”. 

Mientras tanto, Serbia y Montenegro bajo el nombre de República Federal de 

Yugoslavia se autoproclamaban continuadoras de la República Federativa Socialista de 

Yugoslavia. Al respecto, mediante la Opinión N° 10, la Comisión Arbitral dejó plasmada su 

posición, al considerar que dicho Estado resultaba ser uno de los sucesores de la antigua 

República Federativa Socialista de Yugoslavia más no era su continuadora. En tal sentido, 

invitaban al nuevo Estado a solicitar el reconocimiento de los miembros de la Comunidad 

(Fabry 2010, p.201). 

Igual posición sería adoptada tanto por los Estados Unidos de América como por 

la Organización de las Naciones Unidas, cuyo Consejo de Seguridad en su Resolución 

777, del 19 de Septiembre de 1992, recomendaba a la Asamblea General, que: “…la 

República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) no puede asumir automáticamente 

el lugar de la antigua República Socialista Federativa de Yugoslavia en las Naciones 

Unidas ... (y) que la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) debería 

solicitar su adhesión a las Naciones Unidas ya que no correspondería su participación en 

los trabajos de la Asamblea General (de forma automática)” (Warbrick 1993, p.439-440). 

Recién durante el 2000, el nuevo Estado rescindiría a sus aspiraciones, aceptando 

la opinión de la Comisión Badinter, presentando, consecuentemente,  su solicitud como 

nuevo miembro de la Organización de las Naciones Unidas, el 2 de noviembre de ese año. 

A pesar de ello, la unión de los territorios de Serbia y Montenegro en un mismo 

Estado, tendría una escasa vida. Tras la celebración de un referéndum popular, el 21 de 

mayo de 2006, el 55,56% de los habitantes de Montenegro optaron por la independencia 

de dicho territorio, proclamándose como República, el 3 de junio de 2006. Por su parte, 

Serbia hizo lo propio el 5 de junio del mismo año. 
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Cabe destacar, que dentro del territorio de Serbia se encuentran las provincias 

autónomas de Vojvodina, Kosovo y Metohija, encontrándose estas últimas bajo el control 

de la MINUK (Misión de Administración Interina de las Naciones Unidas en Kosovo), desde 

junio de 1999. De dicha situación, nos ocuparemos en el próximo apartado. 

III.2.c. Algunas consideraciones finales sobre la práctica Post Guerra 

Fría 

Una de las características del reconocimiento de los Estados desmembrados de 

la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y de la República Socialista Federativa de 

Yugoslavia, es la aparición de lineamientos o condiciones a los cuales los Estados 

deseosos de obtener el preciado reconocimiento debían estarse. Como bien afirmaba, el 

Secretario de Estado norteamericano Baker, no se trataba de verdaderas condiciones sino 

de una expresión de preferencias. 

Sin embargo, del análisis de dichas “cargas” o “preferencias”, se infería el objetivo 

de ellas, reconocer a un Estado que se pudiera sostener por si solo y no propagará el caos 

o la belicosidad al resto de la comunidad internacional (Navarro Batista 1995, p.483-485).  

Ahora bien, la condicionalidad no resultaba ser algo nuevo en el plano 

internacional, por el contrario ya habían existido antecedentes al respecto. En tal sentido, 

podemos mencionar el reconocimiento por parte de los Estados Unidos de Panamá, el cual 

se caracterizó por la autorización del gobierno de este último a permitir la intervención del 

primero, cuando fuere necesario para mantener el orden (Podesta Costa y Ruda 1988, 

p.64). 

A pesar de ello, tal vez el aspecto más relevante, es el carácter concertado de la 

“Declaración de los doce sobre las directrices referidas al reconocimiento de nuevos 

Estados en Europa del Este y la Unión Soviética”. Los Estados europeos no solo dejaban 

establecidas sus preferencias, sino que creaban un órgano consultivo al efecto, con el 

objeto de analizar las postulaciones de los Estados emergentes. Sin embargo, no se 

trataba de un reconocimiento de carácter colectivo, ya que las directrices establecidas 

servían solo como guía, atento que el acto de reconocimiento lo debía perfeccionar 

individualmente cada Estado, y las opiniones del órgano consultivo no eran vinculantes. 

Además, en la práctica se vislumbró ciertas situaciones cuasi anecdóticas, ya que 

en varias oportunidades los Estados emergentes cumplían con las suscripción de las 

obligaciones mencionadas en las directrices más no con los requisitos esenciales 

reconocidos doctrinariamente para que un Estado sea reconocido como tal. En tal sentido, 
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al momento de ser reconocida Croacia existían enfrentamientos y divisiones en su territorio, 

lo que impedía el control del gobierno nacional en toda la extensión de dicha República. 

Igual situación aconteció respecto de Bosnia Herzegovina. 

Así las cosas, a pesar de la determinación de mayores recaudos para la concesión 

del reconocimiento, nos encontrábamos frente a reconocimientos prematuros. En este 

contexto, conviene destacar que la licitud del reconocimiento prematuro es puesta en duda 

por la mayoría de la doctrina, ya que es entendida como una verdadera intervención en los 

asuntos internos de un Estado que se encontraba en un período de tensión o 

desmembramiento (Navarro Batista 1995, p.497). 

Sin embargo, del accionar de la Comunidad Europea queda evidenciado que al 

momento de efectuar el reconocimiento prematuro, los Estados miembros de la comunidad, 

siempre, han poderado la voluntad de la población del Estado emergente. Dicha 

circunstancia, se constata del texto de algunos de los dictámenes emitidos por la Comisión 

Arbitral. Por ejemplo, al pronunciarse dicho órgano consultivo sobre la situación de Bosnia-

Herzegovina, solicita la preparación de un referéndum popular para vislumbrar el 

consentimiento del pueblo respecto de la declaración de independencia de dicho Estado. 

Esa circunstancia, permite evidenciar que, a pesar, de ser doctrinariamente 

cuestionado el reconocimiento prematuro por considerarse como un acto intervencionista, 

cuando persigue un fin último superior como lo es la libre determinación de los pueblos, y 

se han arbitrado los medios necesarios para corroborar dicha voluntad, la licitud de dicho 

procedimiento no corresponde ser puesta en tela de juicio. 

Igual análisis corresponde efectuarse con las “cargas” u “preferencias” estipuladas 

por los Estados emisores del reconocimiento, ya que muchos autores han considerado que 

al promover la suscripción de diversos documentos internacionales se estaría 

inmiscuyendo en la política exterior de los Estados emergentes, lo cual desencadenaría 

una cierta intervención indirecta. No obstante, con estas preferencias se persigue un fin 

superior que es garantizar la paz y la seguridad internacional. Además, como bien hemos 

mencionado, en el caso de la Comunidad Europea, el reconocimiento resultaba individual, 

por lo cual el no cumplimiento de las denominadas “líneas directrices” podía ser 

desatendido por los Estados al momento de efectuar el reconocimiento. Por ejemplo, en el 

caso de Croacia, este último se comprometía a incluir garantías constitucionales en favor 

de las minorías que residían en dicho territorio, más dichas modificaciones no habían sido 

efectuadas al momento del otorgamiento del reconocimiento. 
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En consecuencia, si bien el mecanismo de reconocimiento efectuado por los 

miembros de la Comunidad Europea no ha distado de las prácticas ya conocidas, el intento 

por establecer un criterio común resulta sumamente interesante, atento no mediar un motor 

ideológico de poder como el que ha existido durante la Guerra Fría.  

Otro aspecto relevante, que resulta indispensable señalar es el análisis efectuado 

por la Comisión Badinter respecto de la situación jurídica vigente en el territorio de la ex 

República Federal Socialista de Yugoslavia, en su opinión N° 1, en la cual se interpretó que 

ella se encontraba en “proceso de disolución”. En este sentido, no debe interpretarse que 

como consecuencia de ello, los procesos de autodeterminación que han sido llevados a 

cabo por Croacia, Eslovenia, Bosnia-Herzegovina y Macedonia no deban ser entendidos 

como verdaderas secesiones. La disolución y secesión no son procesos mutuamente 

excluyentes (Dugard y Raic 2006, p.128-129). 

III.3 El reconocimiento de Estados luego del período post soviético 

III.3.a. Estados con reconocimiento general 

Como bien se ha indicado al iniciar el presente capítulo, la mayor parte de las 

declaraciones de independencia del período bajo análisis se encuentran vinculadas al 

desmembramiento de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y sus satélites, de los 

cuales se han analizado tanto la situación de los países bálticos como de los Estados 

sucesores de la ex República Federativa Socialista de Yugoslavia.  

A diferencia de la situación mencionada, aquellos territorios que han manifestado 

su voluntad de independizarse y han buscado el reconocimiento de sus pares luego de 

proceso de desmembramiento de ex URSS, han sido objeto de prácticas aisladas que no 

pueden ser sujeto de comparación respecto del procedimiento indicado en el acápite 

anterior. 

Asimismo, tratándose de un número escaso de Estados, procederemos a realizar 

una breve reseña de aquellos que han gozado de un reconocimiento general y de aquellos 

que no.  

En tal sentido, merece destacarse que dentro del primer grupo encontramos a: 

República Checa, Eslovaquia, Eritrea, Palau y Sudan del Sur. 

El caso de República Checa y la República Eslovaca, es tal vez uno de los 

supuestos más inusuales en materia de desmembramiento de Estados, ya que aquí los 
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miembros de la antigua República de Checoslovaquia optaron por una escisión de común 

acuerdo.  

Al respecto, corresponde señalar que la antigua República de Checoslovaquia, 

también, fue objeto de influencias del contexto político desencadenado en la Guerra Fría, 

más precisamente de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. En tal sentido, 

finalizada la Segunda Guerra Mundial, en 1946, nacía el Partido Comunista de 

Checoslovaquia, el cual ganaría las elecciones parlamentarias, ese mismo año. El 

comunismo fue ganando territorio y arribaría al poder, tras el Golpe de Praga de 1948, 

tomando como una de sus principales medidas la modificación de la Constitución (Heguet 

Santos 2003, p.394-402) 

En 1968, Alexander Dubcek fue nombrado nuevo líder del Partido Comunista de 

Checoslovaquia, en el marco del proceso de descentralización efectuado por Nikita 

Kruschev en la Unión Soviética. Dicho período conocido como Primavera de Praga, el cual 

implicaba una reducción del control burocrático y cierta tolerancia hacia los deseos y 

necesidades de los ciudadanos, encontró en los países miembros del Pacto de Varsovia 

su ocaso, ya que ellos veían en dicha reformas una amenaza al comunismo instaurado. 

Sin embargo, algunos vestigios de dicho proceso no fenecieron, entre ellos la 

transformación de Checoslovaquia en una Federación compuesta por dos Repúblicas: la 

República Socialista Checa y la República Socialista Eslovaca.  

Cada República poseía sus órganos de representación, y sus instituciones 

propias, con lo cual se quería lograr eliminar las desigualdades existentes entre ambos 

territorios.  

En 1987, comenzaron los movimientos en contra del régimen comunista que 

culminarían con la denominada “Revolución de Terciopelo”, en 1989, en la cual marcharon 

hasta 250.000 personas en Praga para demandar la salida del Partido Comunista del poder 

y la organización de elecciones libres. En ese orden de ideas, en junio de 1990, se 

celebrarían las primeras elecciones pluripartidistas desde 1946 (Heguet Santos 2003, 

p.394-402)  

A pesar de los casos analizados en el acápite anterior, la salida del comunismo 

no trajo como consecuencia inmediata el desmembramiento de Checoslovaquia, sin 

embargo se procedió a eliminar el término “socialista” de su nombre oficial y a reemplazarlo 

por “federal”. Además, se objetó que bajo el nombre de Checoslovaquia, la República de 

Eslovaquia quedaba subsumida, por lo que mediante la Ley Constitucional N° 101/1990, 

https://es.wikipedia.org/wiki/Revoluci%C3%B3n_de_Terciopelo
https://es.wikipedia.org/wiki/Praga
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se adoptó la nueva denominación como “República Federal Checa y Eslovaca” (BBC News, 

Consultado: 21/05/2013). 

No obstante ello, los reclamos de Eslovaquia, durante los años venideros, pasaron 

de solicitar una mayor autonomía y participación de su territorio, a movimientos de corte 

independentista. En tal sentido, y con el arribo al Gobierno de Eslovaquia, del “Movimiento 

para una Eslovaquia democrática”, el 1° de enero de 1993, la República Federal quedaría 

disuelta de común acuerdo, considerándose a la República Checa y la República de 

Eslovaquia sus continuadoras (BBC News, Consultado: 21/05/2013).  

Por su parte, la situación del Estado de Eritrea, resulta más cercana a los 

supuestos de descolonizaciones imperantes entre 1950 y 1970. Eritrea era una antigua 

colonia italiana, desde 1890, la cual fue conquistada por los ingleses durante la Segunda 

Guerra mundial (Campanella 1994, p.348-370). 

En 1952, la Organización de las Naciones Unidas resolvió establecerla como un 

territorio autónomo federado con Etiopía. De esta forma el organismo conciliaba las 

aspiraciones independentistas de Eritrea y los reclamos de soberanía sobre dicho territorio 

de Etiopía (BBC News, Consultado: 21/05/2013). 

Sin embargo, diez años más tarde, el Emperador de Etiopía, Haile Selassie, 

decidió anexar el territorio de Eritrea al de dicha República, provocando una guerra civil de 

más de 30 años.  

En 1987, y ya al mando del “Frente Popular para la Liberación de Eritrea”, dicha 

región recuperaría el status de territorio autónomo. Sin embargo, es gracias al 

derrocamiento efectuado por dicho Frente y varios grupos de resistencia del sucesor 

comunista del Emperador de Etiopía, que en 1993 de común acuerdo Eritrea celebraría un 

referéndum popular para determinar la voluntad del pueblo hacia la independencia de dicho 

territorio. En tal sentido, el 24 de mayo de 1993, Eritrea se proclamó independiente, siendo 

reconocido de forma inmediata por Etiopía, a pesar de los conflictos armados suscitados 

con posterioridad debido a la falta de acceso al mar de dicho Estado. Dicha situación, le 

permitió gozar de amplio reconocimiento internacional (BBC News, Consultado: 

21/05/2013).  

Cabe destacar que la intervención de la ONU y el establecimiento definitivo de 

fronteras en abril de 2002, por resolución de la Corte Internacional de Justicia, detuvo 

temporalmente la belicosidad imperante, pero Etiopía no ha aceptado aún la resolución 

presentada por la Corte Internacional de Justicia. Por lo tanto, el trabajo de delimitar la 

frontera no ha terminado y la amenaza de guerra entre los dos países aún persiste. 

http://es.wikipedia.org/wiki/ONU
http://es.wikipedia.org/wiki/2002
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Situación semejante, ocurrió con la República de Palau, un territorio insular 

compuesto por más de trescientas cuarenta islas volcánicas y coralinas, en el Mar de 

Filipinas, las cuales se encontraban, en primer término, bajo ocupación nipona, y luego, 

bajo mandato del Imperio Japonés concedido por la Liga de las Naciones, tras la 

suscripción del Tratado de Versailles.  

Durante el desarrollo de la Segunda Guerra Mundial, dicho territorio fue testigo de 

un enfrentamiento entre las tropas niponas y los Estados Unidos de América (Batalla de 

Peleliu), logrando imponerse este último. En 1947, las islas fueron puestas bajo la tutela 

de la Organización de las Naciones Unidas, quien confinó su administración a los Estados 

Unidos de América, como parte del Territorio de Fideicomiso de las Islas del Pacifico (BBC 

News, Consultado: 21/05/2013).  

No obstante ello, en 1979, comenzarían los movimientos independentistas en el 

Pacifico, con la declaración de independencia de los Estados Federados de Micronesia. 

Más tarde, lo harían las Islas Marshall y luego la República de Palau, el 1° de octubre de 

1994. 

En los tres casos mencionados la independencia de los Estados emergentes ha 

arribado, a través de mecanismos pacíficos, en el marco del sistema de Administración 

Fiduciaria establecido por la Organización de las Naciones Unidas, el cual velaba por el 

desarrollo progresivo hacia el gobierno propio o la independencia de los territorios bajo 

administración, de conformidad con  lo dispuesto por el artículo 76 de la Carta Orgánica de 

dicho organismo (BBC News, Consultado: 21/05/2013). 

El último, y más reciente, Estado en independizarse al día de la fecha, ha sido la 

República de Sudán del Sur. 

El conflicto entre el Norte y el Sur de Sudan se remonta al mandato anglo-egipcio. 

Ambos territorios habían sido administrados como zonas diferentes. El sector norte 

predominante musulmán y de lengua árabe, mientras que en el sur de carácter animista se 

fomentaba el inglés  (Campanella 1994, p.348-370). 

Al independizarse Egipto, este reclamó su derecho por sobre el territorio de Sudan, 

reclamo que fue desatendido por el Reino Unido, quien continuó poseyendo el control de 

la región, hasta que en 1956 se adoptó la decisión de formar un territorio conjunto, al cual 

le brindarían la independencia bajo el nombre de “República de Sudán”, pretendiendo 

imponer una identidad islámica-árabe. Sin embargo, los conflictos Norte-Sur se 

mantendrían latentes. 



73 

En tal sentido, en 1955, los oficiales del ejército del Sur se amotinaron, 

desencadenando una guerra civil. El conflicto recién culminaría, en 1972, con la suscripción 

de la Paz Addis Ababa, que le concedería cierta autonomía al sur. Sin embargo, el conflicto 

resucitaría en la década del ochenta cuando el Gobierno sudanés, dio a conocer su 

intención de crear un Estado islámico, lo cual desencadenaría una segunda guerra civil 

(BBC News, Consultado: 21/05/2013).   

Tras años de enfrentamiento, en el año 2005, el conflicto llegaría a su fin, con la 

suscripción de un acuerdo de paz entre el Gobierno sudanés y el “Ejército de Liberación 

del Pueblo de Sudán”. El acuerdo restableció la autonomía del Sur durante seis años, tras 

lo cual se estipulaba la celebración de un referéndum sobre una posible secesión, el cual 

fue celebrado en enero de 2011, obteniéndose un resultado de 98,83% a favor de la 

posición independentista. Consecuentemente, el 9 de julio de 2011, se proclamó 

oficialmente la República de Sudán del Sur (BBC News, Consultado: 21/05/2013).  

Por último, cabe recordar que durante este período se ha producido la 

fragmentación de la República de Serbia y Montenegro, en dos Estados independientes, 

como se ha indicado en el acápite anterior. 

III.3.b. Estados que gozan de un reconocimiento parcial.  

La contrapartida a aquellos Estados que lograron un reconocimiento general en la 

comunidad internacional resulta de la existencia, en la actualidad, de varios sujetos de 

derecho que persiguen tal ansiado reconocimiento habiendo logrado, por el contrario, un 

número reducido de manifestaciones positivas sobre su personería.  

A diferencia, tal vez, de lo acontecido en el período histórico analizado en el 

Capítulo III del presente trabajo de investigación, aquí las disputas por el reconocimiento 

de estos nuevos sujetos de derecho, no radica en cuestiones de política, sino en delimitar 

en que medida, estos nuevos entes cumplimentan la totalidad de los recaudos necesarios 

para ser considerados como Estados. En este sentido, haremos un raconto de aquellos 

supuestos de mayor interés. 

Una de las más mencionadas controversias, en los últimos años, ha sido la 

situación de Osetia del Sur y Abjasia. Ambos son territorios que se encuentran dentro de 

la delimitación geográfica de la República de Georgia, mas han proclamado su 

independencia en los años 2006 y 1999, respectivamente. 

 

  

http://es.wikipedia.org/wiki/9_de_julio
http://es.wikipedia.org/wiki/2011
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Grafico VII – Abjasia  y Osetia del Sur en el territorio  de Georgia 

 

Gráfico 7 

El territorio de Abjasia se encuentra situado en la costa oeste del Mar Negro y 

limita al norte con la Federación Rusa y al Este con la República de Georgia. Por su parte, 

el territorio de Osetia del Sur limita al Norte con la Federación Rusa y al este, oeste y sur 

con el territorio de Georgia (UNPO, Consultado: 15/06/2013) 

El contexto histórico de ambos territorios no se encuentra distanciado entre sí, por 

el contrario, a partir de 1917 ambas situaciones se encausan hacia un mismo destino.  

Entre los Siglos XI y XIX, Abjasia y Georgia existían como dos Estados separados 

e independientes. En 1810, Abjasia se transformó en un protectorado del Imperio Ruso 

pero preservando su carácter de Estado y su sistema de gobierno propio. Sin embargo, en 

1864, sería anexado por la fuerza al territorio del Imperio, como consecuencia de la guerra 

ruso-circasiana, situación que provocó la huida de más de un cuarto de la población a 

Turquía (UNPO, Consultado: 15/06/2013). 

Tras la caída del Imperio Ruso, en 1917, Georgia y Abjasia adquirieron 

nuevamente el carácter de Estados independientes, pero en mayo de 1918, la nuevo 

República Democrática de Georgia, conducida por los mencheviques, ocupó y anexó 

Abjasia. Los mencheviques de Georgia fueron derrocados por los bolcheviques, en mayo 

de 1921, dejando el terreno liberado para la declaración de independencia de dicho Estado, 

proclamándose como consecuencia la República Socialista Soviética de Abjasia, la cual 

fue reconocida por la República Socialista Soviética de Georgia. 

No obstante ello, en 1931, Stalin redujo el estatus de Abjasia al de una República 

Autónoma dentro de la República Socialista Soviética de Georgia, perdiendo de este modo 

su carácter de Estado independiente. 

Al igual que Abjasia, el territorio que actualmente conforma Osetia del Sur se 

anexionó a Rusia en 1801, manteniéndose dicha condición durante el Imperio Ruso. 
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Después de la Revolución de 1917, Osetia del Sur se anexaría a  la República Socialista 

Soviética de Georgia, mientras que el territorio de Osetia del Norte se anexaría a la 

República Socialista Soviética de Terek. Sin embargo, la anexión no fue pacífica, 

apareciendo movimientos rebeldes que perseguían la independencia del territorio. Dichas 

insurrecciones fueron rápida y violentamente aplastadas por la Guardia Nacional, en 1921.  

A pesar de ello, a Osetia del Sur, también se le otorgaría cierta autonomía, a través de la 

creación de una Provincia Autónoma dentro del territorio de Georgia. 

Durante el apogeo de la Unión Soviética, se buscaron mecanismos para 

normalizar la situación en ambos territorios. En este marco, se estableció un proceso de 

“georgianización” de Abjasia, por el cual se fomentó la migración de georgianos a dicho 

territorio, y se buscó la homogenización de la población, a través de la eliminación del 

derecho a enseñar su lengua nativa y la adulteración de la escritura ─se incorporaron 

caracteres georgianos a la redacción para asimilar las lenguas─ (UNPO, Consultado: 

15/06/2013). Además, muchos ciudadanos de dicha etnia fueron forzados a adoptar 

apellidos georgianos. El proceso cuasi exitoso permitió una reducción de la población 

original, la cual era del 55.3% en el siglo XIX, y apenas arribaba al 17% a finales del siglo 

XX. 

A finales de la década de los ochenta y principios de la década del noventa, se 

evidenciaba el ocaso del comunismo a nivel mundial, lo cual obligaba a Rusia a buscar un 

camino alternativo para el sostenimiento de su poder. En tal sentido, liderado por la política 

de Mijail Gorvachov, se invitó a los ex miembros de la Unión de Repúblicas Socialistas 

Soviéticas, a la suscripción de un Nuevo Tratado de Unión de Estados Soberanos, el cual 

no contaría con la adhesión de los países bálticos ni de Georgia. Es en dicho contexto en 

el cual tanto Abjasia como Osetia del Sur proclamarían su soberanía, declaraciones que 

no serían consideradas por Georgia, dando inicio a un período de hostilidades (Heguet 

Santos 2003, p.401) 

En dicho contexto, los osetos promoverían el boicot a las elecciones 

parlamentarias, no participando de ellas, y celebrando sus propios comicios internos. En 

consecuencia, el Gobierno de Georgia declararía las elecciones de Osetia del Sur como 

ilegales, y procedería a eliminarle el carácter autónomo a dicho territorio. Los conflictos 

bélicos en Osetia del Sur, se desatarían el 5 de enero de 1991, cuando las tropas 

georgianas entraron a la ciudad de Tsjinvali (Capital de Osetia del Sur). Como 

consecuencia de dicho enfrentamiento, gran parte de los osetos se vieron obligados a 

emigrar de su país, ya sea a Osetia del Norte (territorio de Rusia) o en otros sectores del 

territorio de Georgia (UNPO, Consultado: 15/06/2013). 
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El 24 de junio de 1992, el Gobierno de Georgia y el de Osetia del Sur firmaron el 

alto al fuego. Por su parte, el 6 de noviembre de dicho año, la Organización para la 

Seguridad y Cooperación en Europa (OSCE) estableció una misión en Georgia para 

supervisar la operación de mantenimiento de la paz. Desde entonces, y hasta 2004, la 

relación con Osetia del Sur fue en general pacífica. 

Por su parte, los acontecimientos belicosos en Abjasia se iniciarían en 1992. Al no 

suscribir Georgia el nuevo Tratado promovido por Gorbachov, el Gobierno de Abjasia 

entendió la existencia de un “vacío legal” respecto de la situación de dicho territorio y 

propuso un tratado federativo entre ambos estados, el que fue desechado por el Gobierno 

de Georgia. Tres semanas después de ser admitido como miembro de la Organización de 

las Naciones Unidas, las tropas georgianas lanzarían un ataque aéreo al territorio de 

Abjasia. Dicho enfrentamiento continúo durante 14 meses (UNPO 2013, Consultado: 

15/06/2013). 

En septiembre de 1993, las fuerzas de Abjasia, con el respaldo de la 

Confederación de los Pueblos del Cáucaso, finalmente expulsaron a las tropas georgianas. 

En diciembre de ese año, se suscribiría el alto el fuego, con la participación de la ONU.  

Sin embargo, la situación de Abjasia en los años venideros no fue placentera. 

Rusia le impondría sanciones económicas ante la insistencia de Georgia, lo cual afectó su 

crecimiento y desarrollo.  

Aun así, en 1994 se celebraron las primeras elecciones internas, y los ciudadanos 

de Abjasia elegirían presidente. El 26 de noviembre de dicho año, aprobaría su 

Constitución, y en 1999 procederían a declarar nuevamente su independencia, reafirmando 

la soberanía nacional. 

A pesar de lo hasta aquí desarrollado, el futuro de Osetia del Sur y de Abjasia 

tendría un nuevo obstáculo que sortear. En 2004, con la llegada al gobierno de Georgia de 

Mijaíl Saakashvili, quien se comprometió a recuperar el control de ambos territorios, una 

nueva página negra estaba comenzando. Desde junio de dicho año se iniciaron diversos 

ataques y contraofensivas, empezando por Osetia del Sur, a quien se lo vislumbraba como 

el más débil de ambos Estados (UNPO, Consultado: 15/06/2013).  

Sin embargo, en 2008, en un cambio en su política tradicional, Rusia levantaría 

las sanciones económicas que pesaban sobre Abjasia, en el mes de marzo, y reconocería 

la independencia de ambos Estados, respondiendo las acciones hostiles emanadas por el 

Gobierno de Georgia, durante el mes de agosto. A estas actitudes, cabe añadir que se han 

emitido pasaportes de nacionalidad rusa a los ciudadanos de ambos enclaves. Asimismo, 
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dicho reconocimiento, sería seguido por dos de los aliados rusos en América Latina, 

Nicaragua (2008) y Venezuela (2009). A estos estados hay que adicionarle los 

reconocimientos de los Estados insulares de Nauru (2009) y Tuvalú (2011)17. 

A su vez, cabe destacar que Osetia del Sur, Abjasia y Transnistria se reconocerían 

independientes, mutuamente. 

Ahora bien, tal vez el punto que mayor debate ha traído de los dos casos 

analizados, es el cambio de política evidenciado en la conducta rusa. En tal sentido, hay 

que considerar dos elementos. El primero de ellos resulta de los objetivos de cada una de 

las partes del conflicto. En este caso Georgia pretendía obtener el control sobre ambos 

territorios y no estaba dispuesta a cederlos. Por su parte, Abjasia y Osetia del Sur 

pretendían ser considerados Estados independientes más no aceptaban adoptar un 

estatus diferente, de carácter intermedio ─como podría ser revestir el estatus de territorio 

autónomo─. Es decir que estamos frente a dos posiciones opuestas y confrontadas que no 

se encuentran abiertas a una negociación18. 

El segundo elemento, es la secesión unilateral de ambos territorios, que como 

hemos mencionado al iniciar el presente Capítulo, a lo largo de la historia se la ha limitado 

con el objeto de que se obtenga el reconocimiento del Estado del cual se pretende 

desmembrar o escindir ─a pesar de que en muchas ocasiones dicho recaudo pueda 

terminar en una manipulación o en un abuso de la situación─. Sin embargo, durante 2008, 

la ruptura de dicho recaudo no parecería tan alejada de la realidad. La situación de Kosovo 

en los Balcanes, y el reconocimiento de Occidente de dicho territorio permitía pensar en la 

dispensa de dicho recaudo. En tal sentido, el propio Presidente de la Federación Rusa, 

Dmitri Medvedev argumentó que en las relaciones internacionales no existe una regla para 

algunos y otra regla para otros19. A pesar de ello, es menester destacar que el Gobierno 

ruso no reconoce a la República de Kosovo como un Estado independiente, lo cual permite 

vislumbrar una incongruencia en su accionar (BBC News, Consultado 18/06/2013). 

Asimismo, es dable destacar que el reconocimiento por la Federación Rusa de 

ambos sujetos de derecho, ha sido efectuado con pocos meses de antelación a la 

                                                
17 Vanuatu también reconoció a la República de Abjasia, el 23 de mayo de 2011 mas lo revoco, el 

20 de mayo de 2013 (UNPO, Consultado: 15/06/2013). 
18 Desde 1993 existieron intentos de negociaciones entre Georgia y Abjasia, los cuales fracasaron. 

Georgia intentó imponer un gobierno de jure en el territorio de Abjasia, supuesto que fracasó, no encontrándose 
desde el 12 de agosto de 2008 ninguna presencia de Georgia sobre el territorio de Abjasia. El control del 
territorio responde al gobierno de facto, pro independentista (UNPO, Consultado: 15/06/2013). 

19 En este sentido, resulta interesante mencionar que en una entrevista efectuada por la BBC de 
Londres al Presidente de la Federación Rusa sobre los motivos que lo llevaron a adoptar dicha decisión, el 
presidente hizo especial hincapié en el aspecto humanitario y en la violación de los derechos humanos de los 
osetos y abjasios (BBC News, Consultado: 18/06/2013). 
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finalización de la Segunda Guerra de Chechenia ─territorio que se autoproclama 

independiente y que configuraría un supuesto de secesión unilateral dentro del seno de la 

propia Federación─20. 

A pesar de lo considerado por el Presidente de la Federación Rusa, resulta 

palmaria que aún la sociedad internacional se encuentra reticente a reconocer un supuesto 

de secesión unilateral, o por lo menos consideran la necesidad de mayores elementos que 

permitan dilucidar que el principio de libre determinación de los pueblos resulta aplicable al 

territorio que pretende ser reconocido como Estado independiente, a fin de no efectuar una 

ponderación errónea, la cual pueda establecer cierta responsabilidad. Sobre este tema 

volveremos al tratar la situación de la República de Kosovo. 

Ahora bien, en el caso de marras, una de las mayores críticas efectuada a la 

posición de la Federación Rusa, radican en afirmar que dicho Estado habría violado el alto 

el fuego que la Unión Europea había negociado. En tal sentido, la conducta de Rusia ha 

sido repudiada por los Estados Unidos de América y la mayor parte de los Estados 

europeos.   

Por su parte, el territorio africano, tampoco estuvo exento de movimientos 

independentistas durante finales de Siglo XX, aunque con excepción del caso de Eritrea, 

la mayoría de ellos no han arribado a su cometido, no logrando formalizar el reconocimiento 

de su independencia por terceros Estados. 

En este orden de ideas Ambazonia o Camerún del Sur y Somalilandia, se unen a 

la nómina de sujetos que han declarado su independencia mas no han obtenido al 

momento reconocimiento alguno.  

En ambos supuestos, dichos territorios han sido sometidos al colonialismo 

europeo hasta mediados del siglo XX, cuando accederían a la independencia del poderío 

colonial mas no de la metrópolis africana a la cual se encontraban destinados (UNPO, 

Consultado: 15/06/2013). 

Ambazonia es una pequeña porción de territorio que se encuentra dentro de los 

límites de la República de Camerún, limitando al oeste y al norte con la República de 

Nigeria, y al este con el Océano Atlántico.  

                                                
20 Al respecto, cabe destacar que los casos de secesión unilateral no han sido reconocidos por 

aquellos Estados en los cuales existen movimientos separatistas, considerando que tal circunstancia podría 
desencadenar un precedente. En esta línea, posicionamos a España, uno de los pocos países de Europa que 
no ha reconocido la independencia de Kosovo, tal vez, presumiendo que dicho accionar podría resultar en un 
antecedente importante para el país vasco. 
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En tal sentido, merece destacarse que el territorio de Ambazonia nunca fue 

independiente, sino por el contrario fue objeto de diversas experiencias de dominación. 

Durante los años 1885 a 1916, Camerún del Sur era parte del Kamerun (Camerún Alemán), 

cuya existencia cesó al final de la Primer Guerra Mundial. En el marco de esta última, el 

ejército británico y el ejército francés expulsaron a los alemanes de dicho territorio, 

estableciendo una administración conjunta, la cual no prosperó. Consecuentemente, 

ambos Estados procedieron a dividirse el territorio, correspondiéndole las cuatro quintas 

partes a Francia, y el quinto restante ─en el cual estaba comprendido Ambazonia─ a Gran 

Bretaña (UNPO, Consultado: 15/06/2013).  

Seguidamente, los británicos, con el objeto de administrar mejor sus colonias, 

procedieron a considerar dicho territorio como parte integral de Nigeria, la cual se 

encontraba bajo el mandato anglosajón. El control del Camerún británico se efectuó en el 

marco de los regímenes de mandato concedidos por la Liga de las Naciones.  

 

Grafico VIII. Camerún del Sur 

 

Gráfico 8 

Más adelante, y con el pretexto de seguir mejorando los controles, el territorio 

otorgado a Gran Bretaña fue subdividido en dos regiones: Camerún del Sur y Camerún 

Septentrional. Sin embargo el desarrollo de ambas zonas no puede ser comparado con el 

de otras colonias británicas, ya que ha sido ínfimo. 

Ya, en 1953, Camerún del Sur comenzó a exigir un cambio en el tratamiento legal, 

aspirando a ser reconocido como un Estado regional independiente. Como consecuencia 

de los reclamos, la ONU que se convirtió en la nueva autoridad supervisora de los territorios 
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de mandatos, propuso dos soluciones posibles: a) lograr la independencia por su 

unificación con la República de Camerún, o b) su integración con Nigeria. En dicho orden 

de ideas, el 11 de febrero de 1961, como resultado de un plebiscito, la población de 

Camerún del Sur optó por la unificación con el Camerún francés, la cual dio lugar al 

nacimiento de la República Federal de Camerún, en octubre de 1961(UNPO, Consultado: 

15/06/2013). 

La nueva República Federal se encontraba compuesta por dos entidades 

federativas autónomas, el Estado de Camerún Occidental (Camerún del Sur), y el Estado 

de Camerún Oriental. Es decir que, el Camerún francés y el Camerún británico se 

transformaron en naciones de una misma federación, conservando su territorio, el sistema 

político, administrativo, jurídico, educativo, económico y cultural. 

Sin embargo, en 1972, el presidente Ahidjo procedió a la anexión de Camerún del 

Sur, quitándole la autonomía que poseía. En dicho orden de ideas, se optó por la abolición 

de la constitución federal reemplazándola por la una constitución unitaria, proclamándose 

la nueva República Unida de Camerún (UNPO, Consultado: 15/06/2013).   

Dicho contexto originaría la aparición de movimientos de liberación en Camerún 

del Sur, los cuales arribaron a su punto culmine, durante 1993, año en el que se celebró la 

Conferencia de todos los angloparlantes, en la ciudad de Buea, acontecimiento en el cual 

se dejó expresa la intención de los movimientos del sur de luchar por el reintegro de la 

autonomía a dicho territorio. Asimismo, en la reunión de Bamenda, quedó conformado el 

Consejo Nacional de Camerún del Sur, una organización destinada a la lucha por la 

independencia y la soberanía de la región. En tal sentido, dicha entidad proclamó la 

independencia de Ambazonia u Camerún del Sur, el 31 de diciembre de 1999 (BBC News, 

Consultado: 18/06/2013). 

Por su parte, la historia Somalilandia ─un pequeño territorio situado en el este del 

cuerno de África, en los límites con la frontera de Djibouti, la República Federal de Etiopia 

y la propia Somalia─, no se encuentra ajena de las experiencias del colonialismo. Por el 

contrario, en 1884 nacía el Protectorado de Somalilandia bajo el dominio británico   (UNPO, 

Consultado: 15/06/2013). 

A diferencia, del supuesto de Camerún del Sur, Somalilandia fue independiente, 

aunque por un escaso período de cinco días, atento que el 26 de junio de 1960, el Reino 

Unido le concedió la independencia al pueblo de Somalilandia, la cual fue reconocida por 

más de 35 países. Sin embargo, el 1 de julio de ese mismo año, dicho territorio se uniría 

con la antigua Somalia italiana, para conformar la República de Somalia. 
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El escaso éxito de la unificación de ambos territorios fue palpable de forma 

inmediata, ya que la mayoría del poder se encontraba concentrado en la zona sur de 

Somalia, en detrimento de las otras regiones. Además, a partir de 1969, con llegada al 

Gobierno de Mohamed Siad Barre, el territorio sería objeto de represiones y violaciones a 

los derechos humanos. Todos estos aspectos desembocarían en una guerra civil, durante 

la década del ochenta, la cual finalizaría con el derrocamiento de Siad Barre, en 199121. 

 

Grafico IX - Somalilandia 

 

Gráfico 9 

Durante el período que duró la guerra civil, la República de Somalía evidenció el 

nacimiento de diversos movimientos independentistas, entre ellos: el Movimiento Patriótico 

Somalí (MPS) en el sur, el Movimiento Nacional Somalí (MNS) en el norte y el grupo 

Congreso Unido Somalí (CUS), que se concentró en el centro de la República. 

En consecuencia, al finalizar la dictadura de Barre, la República de Somalía se 

encontraría fragmentada debido a los diversos movimientos independentistas, y al 

surgimiento de reclamos de autonomía e independencia de diversas regiones, a saber: 

Somalilandia, Puntlandia, Jubalandia y Galdumug. 

                                                
21 La situación económica de Somalia incrementó los conflictos existentes. Ya, en 1987, surgió una 

oposición armada en el norte del país, lo que provocó la pérdida del control del Gobierno de Barre sobre ese 
territorio. Además, cada uno de los movimientos independentistas respondían a etnias o clanes que poseerían 
el control de una región determinada, situación que imposibilitó el control de los movimientos y resultó en la 
huida del Presidente Barre de la capital del país tomada por el Congreso Unido Somalí (BBC News, Consultado: 
18/06/2013). 
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Al efecto de este trabajo de investigación, resulta de interés destacar que en mayo 

de 1991, el Movimiento Nacional Somalí declararía la independencia de Somalilandia, 

siendo este junto a Puntlandia los únicos dos territorios de los arriba mencionados que 

continúan en la actualidad sosteniendo su posición independista22. 

Como bien, hemos expresado tanto el caso de Camerún del Sur como el de 

Somalilandia poseen aristas comunes: ambos territorios provienen de una colonia, ambos 

optaron por anexarse a una determinada República ─Camerún en el primer caso, Somalia 

en el segundo─, y ambos deciden optar por una secesión unilateral. 

A pesar de ello, los dos casos mencionados no han sido objeto de reconocimiento 

alguno. En el caso de Ambazonia, resulta palmario que aún no posee una estructura de 

gobierno definida, a pesar de que resulta indubitable que el Consejo Nacional del Sur de 

Camerún establece cierto control sobre la región. Además, al día de la fecha posee 

reclamos territoriales por sobre la península de Bakassi, territorio cedido por Nigeria a 

Camerún en 2006. Es decir, que a pesar de tener una población definida, Ambazonia 

carece de dos de los elementos constituyentes de un Estado: territorio delimitado y 

gobierno.  

Si bien, como hemos mencionado han existido excepciones, en donde se ha 

permitido el reconocimiento cuando aún el territorio es objeto de controversias, en aquellos 

supuestos se ha ponderado la capacidad del ente naciente de prosperar, y los vestigios 

que el no reconocimiento traería aparejados. En tal sentido, aún resulta prematuro 

establecer la evolución de Camerún del Sur como un Estado independiente, ya que al día 

de la fecha no se han evidenciado altos grados de avance desde su declaración de 

independencia. Sin embargo, es menester señalar que dicho territorio es miembro de la 

Organización de Naciones y Pueblos sin representación (UNPO), siendo representado por 

el Consejo Nacional de Camerún del Sur, con el objeto de lograr apoyo internacional a sus 

aspiraciones. 

Ahora bien, en el supuesto de Somalilandia, se ha evidenciado un avance desde 

su declaración de independencia. En tal sentido, el Estado que se autoproclama 

independiente, posee una forma de gobierno definida, una moneda nacional y una 

Constitución propia. En este sentido, durante 2005, se han celebrado las primeras 

                                                
22 En abril de 2000 se formó el llamado Gobierno Nacional de Transición de Somalia a partir de la 

Somalia National Peace Conference (SNPC) reunida en Arta, Yibuti. En julio de 2000 los delegados de la 
conferencia de reconciliación, aprobaron una Ley nacional que actuaría como constitución de Somalia por un 
período transicional de tres años. Durante el año 2007, Galdumug y Jubalandia pasaron a manos del gobierno 
transicional, manteniendo su reclamo de autonomía pero dentro del marco de la República de Somalia, y ya no 
como Estado independiente (UNPO, Consultado: 15/06/2013). 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Arta
http://es.wikipedia.org/wiki/Yibuti
http://es.wikipedia.org/wiki/2000
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elecciones parlamentarias multipartidarias, y en 2010, fue elegido por elección nacional su 

nuevo presidente, el cual dura en el mandato cinco años. 

Además, Somalilandia ha tenido una recepción internacional mayor que la de 

Ambazonia. En este orden de ideas, puede señalarse la visita oficial del Presidente de 

Somalilandia a Etiopia, el 5 de junio de 2010, lo cual permite evidenciar un acercamiento 

entre ambas naciones.  Asimismo, es miembro de la Organización de Naciones y Pueblos 

sin representación (UNPO), siendo representado por el miembros del Poder Ejecutivo de 

dicho Estado. 

No obstante ello, es menester señalar que continúa manteniendo disputas 

territoriales con el Estado autoproclamado independiente de Puntlandia. Por lo cual, 

estamos en condiciones de afirmar que al igual que Ambazonia, Somalilandia no posee un 

territorio completamente definido, a pesar de que se vislumbraría una mayor capacidad de 

evolución y de un futuro reconocimiento.  

A pesar de todo lo descripto, ambos sujetos se proclaman independientes 

mediante un proceso de secesión unilateral, práctica que hasta el día de la fecha es 

entendida como una violación flagrante a la integridad territorial del Estado antecesor. 

III.4 Análisis de casos 

Al igual que en el capítulo anterior, hemos optado por escoger dos casos en los 

cuales la práctica del reconocimiento de Estados se ha enrostrado frente a circunstancias 

peculiares que han permitido un cambio de criterio o por lo menos una mayor flexibilidad 

en su ejercicio.   

III.4.a.  República de Kosovo 

Como bien hemos analizado al iniciar el presente capítulo, la disolución de  la 

Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, trajo aparejada  modificaciones en el plano 

internacional. En el supuesto de la ex República Socialista Federativa de Yugoslavia, varios 

autores han sostenido que ella ha nacido de un error surgido del Tratado Versailles que 

había que corregir.  Al habérsele concedido al pueblo serbio la posibilidad de realizar su 

programa nacional, unificando todos los nacionales serbios en un mismo Estado, y 

reconociéndosele el derecho de anexar el territorio de Kosovo, era cuestión de tiempo que 

las diferentes etnias se despertaran y reclamaran su soberanía (Milosevich 2007, p.168).  

En dicho sentido, el colapso del comunismo y la Constitución yugoslava de 1974 

fueron los elementos detonantes que permitieron las diferentes declaraciones de 
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independencia. El primero permitió congelar los movimientos independentistas durante 

todo su poderío, por lo cual su descenso permitió el resurgimiento de aquellos; y el segundo 

estatuyó el derecho de autodeterminación de todas las Repúblicas que conformaban la ex 

Yugoslavia (Milosevich 2007, p.168.) 

Sin embargo, la situación de Kosovo era relativamente distinta. En principio el 

territorio de Kosovo no era una República dentro del territorio federal, sino, por el contrario, 

se trataba de una Comunidad dentro de la República Serbia, a la cual se le ha concedido 

el carácter de autónoma, y como tal carecía de un derecho constitucional de 

autodeterminación (Jimenez Sánchez 2008, p.87-118). 

Dicho territorio se encontraba mayormente poblado por albanokosovares y por 

una minoría serbia, resultando este el pilar fundamental del conflicto, ya que ambos 

pueblos definen su concepto de nación en términos étnicos y ambos consideran que dicho 

territorio les pertenece por ser parte de su identidad. Los serbios argumentan que Kosovo 

forma parte de Serbia desde 1912, encontrándose allí pruebas históricas ─monasterios 

medievales y el centro de la Iglesia Ortodoxa Serbia─ que demuestran que resulta 

inseparable de dicho pueblo. Por su parte, los albanokosovares cuentan con un argumento 

demográfico, ya que conforman el 90% de la población de Kosovo (Milosevich 2007, 

p.171). 

A pesar de ello, la tensión entre ambos pueblos lograría una nueva escalada con 

el arribo al poder en Belgrado, de Slobodan Milosevic, quien prometía un cambio en la 

Constitución Nacional y la reinstauración del poderío serbio en todo el territorio. En tal 

sentido, el nuevo dirigente político eliminaría el carácter de comunidad autónoma a Kosovo, 

lo cual produjo el inicio de las hostilidades por parte de los albanokosovares que 

reclamaban, en principio, la restauración de la autonomía y, luego, la independencia.  

En dicho orden de ideas, es menester resaltar el rol del Ejército de Liberación de 

Kosovo (ELK). La aparición en escena de dicho grupo extremista resultaría como 

consecuencia de la represión innegable del régimen de Milosevic, y el colapso del Gobierno 

de Albania en 1996 ─lo cual permitió la facilitación al acceso de armamentos por parte de 

los albanokosovares─ (Stroschein 2008, p.655-656). 

El fracaso de las negociaciones políticas para encontrar una solución respecto del 

status de Kosovo, y las continuas violaciones de los derechos humanos de los 

albanokosovares llamaron a la intervención de la Comunidad Internacional. En marzo de 

1999 la OTAN promovió la intervención del territorio en disputa, en defensa de los derechos 

humanos que se encontraban cercenados (Milosevich 2007, p.171-172).  



85 

Tras la reacción de la OTAN, el Consejo de Seguridad de la Organización de las 

Naciones Unidas aprobó la Resolución 1244, la cual garantizó el control “de jure” de Serbia 

sobre el territorio en disputa mas no el control “de facto” el cual quedaba en manos de la 

Misión de las Naciones Unidas en Kosovo (MINUK), respecto de las áreas con mayoría de 

albanokosovares. Dicha misión no solo tenía como objetivo primordial proveer de 

seguridad, sino promover propuestas legislativas.  

Conforme el párrafo 58 y siguientes de la Opinión Consultiva de la Corte 

Internacional de Justicia relativa a la “Conformidad con el derecho internacional de la 

declaración unilateral de la independencia relativa a Kosovo”, en el apartado relativo al 

contexto fáctico se deja expresa constancia que la Resolución 1244 fue adoptada el 10 de 

junio de 1999 por el Consejo de Seguridad, de conformidad con el capítulo VII de la Carta 

de las Naciones Unidas. Esta resolución tenía como objeto resolver la grave situación 

humanitaria que se había constatado y poner un coto al conflicto armado en Kosovo, 

autorizando al Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas a establecer 

una presencia internacional civil en Kosovo con el fin de instaurar una administración 

provisional que asegurar bajo la cual su pueblo pueda gozar de una autonomía sustancial 

en la República Federativa de Yugoslavia y la cual se encargará de administrar la transición 

al tiempo que establecerá y supervisará el desarrollo de instituciones provisionales de 

gobierno democrático autónomo. 

Por su parte, el párrafo 5 de la Resolución “ut supra” mencionada, señala que el 

Consejo de Seguridad “[e]xige en particular que la República Federativa de Yugoslavia 

ponga fin, de forma inmediata y verificable, a la violencia y a la represión en Kosovo y 

emprenda y concluya el retiro gradual verificable de Kosovo de todas las fuerzas militares, 

policiales y paramilitares con arreglo a un calendario rápido, con el que se sincronizará el 

despliegue de la presencia internacional de seguridad en Kosovo”. 

De conformidad con lo expresado en dicha Resolución, el Secretario General de 

la Organización de las Naciones Unidas, el 12 de Junio de 1999, presentó ante el Consejo 

de Seguridad un reporte ─S/1999/672─ mediante el cual se concebía un proyecto 

preliminar operativo para llevar a cabo la presencia civil de la Organización de las Naciones 

Unidas en Kosovo, de ahora en mas denominada Misión de Administración Interina de la 

Organización de las Naciones Unidas en Kosovo (MINUK), dirigida por un representante 

especial del Secretario General, designado por él en consulta con el Consejo de Seguridad. 

Además, en el párrafo 5 de ese reporte se indicaba que: “El representante del Secretario 

General será asistido en su tarea por cuatro representantes especiales adjuntos del 

Secretario General. Cada uno será responsable de uno de los cuatro grandes componentes 
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de la Misión…a) la administración civil interina: la Organización de las Naciones Unidas;  

b) los asuntos humanitarios: Alto Comisionado de la Organización de las Naciones Unidas 

para refugiados; c) la creación de instituciones: la Organización para la seguridad y la 

cooperación en Europa (OSCE) y d) la reconstrucción: Unión Europea”. 

En tal sentido, el 25 de julio de 1999, el primer representante especial del 

Secretario General promulgó el reglamento N° 1999/1 de la MINUK, cuya sección 1.1. 

preveía que: “todos los poderes legislativos y ejecutivos relativos a Kosovo, incluida la 

administración del orden judicial, serán conferidas a la MINUK y ejercida por el 

representante especial del Secretario General”. Asimismo, los poderes y responsabilidades 

enunciados en la Resolución 1244 del Consejo de Seguridad fueron expuestos de manera 

más detallada en el reglamento N° 2001/9 de la MINUK, de fecha 15 de mayo de 2001, 

relativo al cuadro constitucional para una administración autónoma provisoria.  

De los párrafos 69 a 74 de la Opinión Consultiva emitida por la Corte Internacional 

de Justicia sobre Conformidad con el derecho internacional de la declaración unilateral de 

la independencia relativa a Kosovo”, se desprende que el 26 de marzo de 2007 el 

Secretario General presentó el informe de su enviado especial al Consejo de Seguridad, 

en el cual se afirmaba que “después de más de un año de conversaciones directas, de 

negociaciones bilaterales y de consultas a expertos, resultaba evidente que las pertas no 

eran capaces de llegar a un acuerdo sobre el estatuto futuro de Kosovo”. Las conclusiones 

del enviado especial eran acompañadas de un texto definitivo de su propuesta relativa al 

estatus de éste, que según sus propios términos establecerían las estructuras de 

supervisión internacional sobre las bases de un Kosovo independiente. En dicho orden de 

ideas, la propuesta velaba por la creación inmediata de una comisión constitucional 

encargada de redactar una constitución para Kosovo, establecía ciertos principios rectores 

en cuanto a la composición de la comisión, enunciaba un gran número de principios y 

exigencias que debían estar contenidas en ella y se requería que la constitución sea 

aprobada por una mayoría de dos tercios. Además, se encomendaba llamar a elecciones, 

a más tardar a nueve meses de la sanción de la constitución. 

Al respecto, en 2001 se celebraron las primeras elecciones legislativas, en las 

cuales la coalición serbia23 obtuvo 22 escalafones en el Parlamento, por encima del número 

garantizado. Sin embargo, durante las elecciones posteriores, los serbios se llamaron a 

                                                
23 El “Povrotak” se presentó como un movimiento que promulgaba el regreso de los serbios al poder. 

A pesar de una primera elección victoriosa, en la cual lograría con sus votos obtener 22 de las 120 bancas del 
Parlamento kosovar ─número muy superior a las 10 bancas garantizadas─ como consecuencia de los boicots 
celebrados en las elecciones posteriores no ha regresado a participar como candidato (Stroschein 2008, p.655-
657) 
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boicot optando24 por no participar a los actos eleccionarios, situación que facilitó la 

declaración de independencia, celebrada en febrero de 2008, en el seno del Parlamento 

(Stroschein 2008, p.655-657).  

Ahora bien, a pesar de haber sido la República de Kosovo merecedora de un 

reconocimiento de carácter parcial, resulta de sumo interés atender la nómina de Estados 

que lo han efectuado, entre los cuales encontramos a los Estados Unidos de América, 

Canadá, Italia, Francia, Alemania y el Reino Unido. Sin embargo, un sinnúmero de Estados 

ha optado por no emitir declaración al respecto. 

Un primer acercamiento, a esta posición reticente parecería surgir del propio seno 

del conflicto, ya que países como Eslovaquia o España vislumbraban en la declaración 

unilateral de la República de Kosovo, un antecedente peligroso que podría redefinir sus 

fronteras. Es decir, un aspecto fundamental que diferencia el supuesto fáctico analizado, 

respecto de todos los que han sido mencionados hasta el momento, es que aquí no 

estamos frente a un supuesto de descolonización sino frente a una fragmentación o 

secesión en el cual el Estado fragmentado no ha consentido o reconocido esa secesión 

─el supuesto más cercano resulta ser Bangladesh─. 

Es en este punto donde resulta indispensable remitirnos a los conceptos 

desarrollados en el Capítulo III del presente trabajo, en el cual precisamos los principios de 

la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, resaltando la búsqueda de la paz y la 

seguridad internacionales y el principio rector de la libre determinación de los pueblos. 

En tal sentido, resulta necesario delimitar si los albanokosovares revisten el 

carácter de “pueblo”, ya que de lo contrario el reconocimiento de la independencia por parte 

de terceros Estados, resultaría en la injerencia de estos últimos en los asuntos internos de 

la República de Serbia, y consecuentemente podría considerarse como contrario al 

principio de integridad territorial por el cual vela la Carta de la ONU. Sin embargo, sobre 

este punto no existe unanimidad, algunos autores consideran que Kosovo resulta ser un 

enclave albanés en territorio serbio, y otros consideran que se trata de un “pueblo” 

propiamente dicho al resultar una misma etnia que ha habitado durante siglos dicho 

territorio, manteniendo sus costumbres (Borgen 2008, p.461-466). 

                                                
24 Al vislumbrarse un acercamiento de la Misión de las  Naciones Unidas al ideal del pueblo 

albanokosovar, desde Belgrado se llamó a un boicot a las elecciones parlamentarias. En tal sentido, durante la 
elección de octubre de 2004, participaron menos del 1% de los serbios registrados, y en la elección de 2007 
solo el 3%. Asimismo, en múltiples oportunidades aquellos serbios que han logrado escalafones en el 
Parlamento se han ausentado al recinto, evadiendo participar de cuestiones de carácter nacional (Stroschein 
2008, p.655-657) 
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En este supuesto, nos encontramos cercanos a la segunda posición, ya que de 

un análisis histórico, la población kosovar no ha sido heterogénea. El  territorio de Kosovo 

pasó de estar en manos del Imperio Serbio, en el siglo XII, al control del Imperio Otomano, 

desde 1455 hasta su derrota en la Primera Guerra Mundial. Los conflictos suscitados en 

dicho territorio, favorecieron la heterogeneidad del pueblo, ya que luego del control 

otomano, la mayor parte de los nacionales serbios se retiraron, transformando a la región 

en un territorio predominantemente de etnia albanesa. Sin embargo, la suerte del Imperio 

Otomano tras la Primera Guerra Mundial, resultaría en su retirada de los Balcanes, la 

creación de Albania y el nuevo control de Serbia sobre el territorio kosovar. Aun así, resulta 

de sumo interés destacar que los albaneses no se retiraron de dicho territorio, ni tampoco 

incitaron su anexión al territorio de Albania, sino por el contrario se mantuvieron en el 

mismo, respetando sus costumbres ─aunque durante el control comunista, bajo ataques y 

represión─, velando en principio por su autonomía y luego, por su independencia ─cabe 

destacar, que no siempre de modos pacíficos─, y manteniendo dicho mayoría étnica, la 

cual, hoy, representa aproximadamente el 90% de la población.  

Por otra parte, un segundo elemento, el cual pareciera ser el detonante de las 

críticas a aquellos Estados que han reconocido a Kosovo como un Estado independiente, 

es el hecho de resultar de una secesión unilateral ─atento no mediar acuerdo por parte del 

Gobierno Serbio─. Este, es tal vez el elemento de mayor controversia. En tal sentido, vale 

recordar que al principio del presente capítulo, mencionamos que el reconocimiento por 

parte del Estado escindente se había tornado en un recaudo, nacido de la costumbre 

internacional. La finalidad de dicho recaudo, responde a cuestiones de política exterior, ya 

que como consecuencia del acto del reconocimiento, el Estado predecesor o escindente 

quien niega la independencia o la secesión del nuevo Estado, podría colegir del accionar 

del Estado emisor del reconocimiento una intervención de cuestiones de política interna y 

por ende, una extralimitación de las facultades de este último. 

Ahora bien, el caso bajo análisis, sin ninguna duda reviste cierta peculiaridad, ya 

que si bien se podría ponderar un cambio en la costumbre internacional al dejar de lado 

dicho recaudo, lo cierto es que esta afirmación no resulta absoluta. Si recordamos lo 

señalado al analizar la fragmentación de la República Socialista Federativa de Yugoslavia, 

Kosovo ya había proclamado su independencia en octubre de 1991, mas los Estados 

miembros de la Comunidad Europea no habían analizado su procedencia considerando 

que Kosovo no era un República dentro del conglomerado de la República Socialista 

Federativa de Yugoslavia ─sino parte del territorio de Serbia─ por lo cual su solicitud de 

ser reconocida no podía prosperar.  
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A pesar de ello, en los años venideros, 23 de los 28 Estados miembros de la 

Comunidad Europea reconocen a Kosovo como un Estado independiente. En tal sentido, 

no resulta menos cierto que desde la primera declaración de independencia a la 

declaración de 2008, Kosovo ha sido terreno de hostilidades y de violaciones a los 

derechos humanos de sus habitantes; de la intervención de la OTAN y del dictado de una 

resolución por parte del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas sin haber obtenido 

resultados favorables, de forma inmediata. Es por ello, que apoyamos la tesitura de que el 

reconocimiento de la independencia de Kosovo, efectuada en 2008, responde a considerar 

a ella como la única alternativa posible a la resolución de las controversias suscitadas en 

el territorio de los Balcanes25. 

En tal sentido, podemos afirmar que no se ha vulnerado aquel principio de 

raigambre constitucional de considerar el reconocimiento por parte del Estado predecesor 

o escindente como un elemento relevante, sino que aquí existen otros principios de 

derecho internacional público en juego, como lo es velar por la paz y la seguridad 

internacionales. 

Es menester señalar, que ante la declaración de independencia de 2008, la 

Asamblea General de las Naciones Unidas solicitó una opinión consultiva a la Corte 

Internacional de Justicia sobre la legalidad su declaración. Al respecto, merece destacarse 

que el ámbito de la consulta ha sido acotado a determinar si “la declaración unilateral de 

independencia proclamada por las instituciones de administración autónoma provisoria de 

Kosovo, había sido efectuada conforme al derecho internacional”. En tal sentido, la Corte 

Internacional de Justicia, en el párrafo 51 de dicha Opinión Consultiva, señala: “En el 

presente caso la cuestión planteada por la Asamblea General está claramente formulada. 

Es una cuestión estrecha y específica, se solicita la opinión de la Corte sobre la 

conformidad o no de la declaración de independencia de Kosovo respecto del derecho 

internacional. Esta pregunta no es acerca de las consecuencias jurídicas de la declaración 

en cuestión. En particular, no se le solicita a la Corte que exprese si Kosovo se encuentra 

investido con el carácter de Estado, o que se pronuncie sobre la validez o efectos jurídicos 

del reconocimiento de Kosovo como Estado independiente por algunos Estados. La Corte 

observa que, en el pasado, cuando la Asamblea General y el Consejo de Seguridad 

                                                
25 En este sentido, Christopher Borgen, en su artículo “Introductory Note to Kosovo’s declaration of 

Independence”, sintetiza aquellos supuestos en los cuales el principio de libre determinación de los pueblos 
resulta aplicable, señalando: a) la libre determinación de los pueblos colonizados de separarse de la colonia a 
la cual se encontraban ligados,  b) el derecho de un pueblo a desligarse de cualquier forma de interferencia 
externa, ya sea política, económica o social, c) Para las comunidades no coloniales, el principio podrá aplicarse 
de forma interna con el propósito de otorgarle derechos a las minorías, y d) en algunos supuestos no coloniales, 
la libre determinación puede aplicarse a casos de secesión unilateral cuando medien circunstancias extremas, 
como en el caso de Kosovo. 
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requirieron su opinión sobre las consecuencias jurídicas de una acción, estos dos 

organismos han formulado su consulta dejando expresa constancia de dicho aspecto”. 

Con este párrafo, la Corte ha dejado asentado que su opinión se limitará a los 

aspectos consultados y por el contrario, no se extenderá a otros aspectos, que aun cuando 

se presuman relevantes para el caso de marras, no hayan sido incorporados a la consulta. 

En este orden de ideas, Theodore Christakis entendió que la estrechez de la consulta 

planteada, por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas26, permitió 

a la Corte sortear todas las cuestiones importantes acerca de Kosovo (Christakis 2011, 

p.75-76). 

A pesar de la posición adoptada por la Corte, del texto de la Opinión Consultiva 

se pueden desprender ciertos aspectos relevantes. En tal sentido, merece destacarse que 

al analizar la relación de los procesos de secesión frente al principio de integridad territorial, 

el Tribunal actuante señaló: “Varios participantes en el procedimiento ante la Corte 

argumentaron que la prohibición de las declaraciones unilaterales de independencia está 

implícita en el principio de integridad territorial”. Asimismo, luego de transcribir la 

Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, en su parte pertinente, agrega: “Esta 

resolución impone la responsabilidad a los Estados de no violar la integridad territorial de 

otros Estados soberanos…El alcance del principio de integridad territorial se circunscribe 

a la esfera de las relaciones interestatales”.  

Pareciendo evidenciar las posibles críticas que esa interpretación respecto del 

principio de integridad territorial podría traer aparejado, la Corte, en el párrafo 81 de su 

opinión, aclaró: “Varios participantes han invocado las resoluciones del Consejo de 

Seguridad, mediante las cuales se han condenado ciertas declaraciones de 

independencia…La Corte ha notado, que en cada caso, el Consejo de Seguridad se ha 

pronunciado sobre la situación que concretamente se presentaba al momento en que las 

declaraciones de independencia han tenido lugar; la ilicitud de esas declaraciones no se 

desprende de su carácter unilateral pero si del hecho que hubieren sido efectuadas 

mediando el uso ilegal de la fuerza u otras violaciones graves de las normas del derecho 

internacional general, en particular de naturaleza imperativa (jus cogens)”. En síntesis, 

desde la visión esgrimida por la Corte no se penaría la unilateralidad del acto. 

                                                
26 El texto de la consulta efectuada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones 

Unidas radica en el proyecto de Resolución de la Organización de las Naciones Unidas Doc.A/63/L.2 
introducido en la Asamblea General por el Ministro de Relaciones Exteriores de la República de Serbia. En este 
sentido, resulta un misterio por que se ha adoptado un texto tan estrecho, que pareciera ser redactado en 
perjuicio de los intereses de Serbia (Christakis 2011, p.75) 
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A pesar de las intenciones de la Corte, dicha interpretación no pudo estribar las 

críticas efectuadas por los más prestigiosos juristas. En dicho orden de ideas, Theodore 

Christakis sostiene que la Corte debería haber sido más prudente, al menos por dos 

razones: a) En primer lugar, porque la práctica reciente indica claramente que el principio 

de respeto a la integridad territorial de los Estados no se limita a la esfera de las relaciones 

entre Estados, también se aplica a la entidad dentro de los Estados; y b) la posición de la 

Corte podría tener un efecto no deseado en la resolución de los futuros conflictos 

separatistas (Christakis 2011, p.84-85). 

Ahora bien, además de buscar en el derecho internacional general, en el texto de 

la Resolución 1244 del Consejo de Seguridad y dentro del cuadro constitucional para la 

administración autónoma de Kosovo, una prohibición que impida la declaración de 

independencia y no encontrarla, los miembros de la Corte entendieron primordial proceder 

a analizar si la declaración de independencia, efectuada el 17 de febrero de 2008, fue un 

acto de la Asamblea de Kosovo, como una de las instituciones provisionales del gobierno 

autónomo creada en virtud del Capítulo 9 del marco constitucional, o si quienes la han 

adoptado lo han hecho en nombre de un órgano diferente. 

Al respecto, la posición de la Corte, desplegada en los párrafos 102 a 114 de su 

Opinión Consultiva, ha sido que los autores de la declaración de independencia no han 

actuado como una de las instituciones provisionales del gobierno autónomo dentro del 

marco constitucional, sino como personas que actuaron juntos en su calidad de 

representantes del pueblo de Kosovo, y consecuentemente se encuentra ajenas a las 

responsabilidades y obligaciones establecidas para regir la conducta de las instituciones 

provisionales. Dicha posición ha sido inferida de los siguientes hechos: a) del decimotercer 

párrafo del preámbulo de la declaración de independencia se ha dejado constancia que los 

autores de ella han tenido en miras resolver el estatuto de Kosovo para dar al pueblo 

“claridad sobre su futuro”; b) los autores de la declaración se comprometieron a cumplir 

con las obligaciones internacionales de Kosovo, especialmente las creadas para Kosovo 

por la UNMIK y las que se establezcan con terceros Estados. En tal sentido, bajo el marco 

constitucional todas las cuestiones relativas a la gestión de las relaciones exteriores de 

Kosovo eran prerrogativa exclusiva del representante especial del Secretario General, lo 

cual demuestra que los autores se han considerado ajenos a dicho marco; y c) el silencio 

del representante especial del Secretario General, quien tenía facultades para supervisar 

y, en determinadas situaciones, que se anulen los actos de las instituciones provisionales 

de gobierno, permite inferir que dicha declaración no se consideraba uno de ellos. 
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Consecuentemente, la Corte ha opinado que la declaración de independencia ha 

sido efectuada por representantes del pueblo de Kosovo, quienes se encuentran fuera del 

marco constitucional, no habiéndose violado a través de ella el derecho internacional 

general, ya que  no contiene prohibición respecto de declaraciones de independencia.  

A pesar de ello, podemos concluir que la Corte amparándose en la especificidad 

de la consulta efectuada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones 

Unidas ha desperdiciado la oportunidad de despejar dudas respecto de varias teorías o 

doctrinas imperantes en el derecho internacional público ─como el uso de la secesión como 

remedio ante la imposibilidad de la autodeterminación interna─, a pesar de ello ha 

efectuado consideraciones respecto del principio de integridad territorial y su alcance que 

deben ser ponderadas, a pesar de las críticas que ha despertado. 

Lo cierto es que la opinión vertida no ha traído mayor claridad al asunto, sin 

evidenciar un incremento de reconocimientos por parte de terceros Estados luego de su 

emisión27 (Hannum 2011, p.159). En tal sentido, concordamos con la opinión de Anne 

Peters, quien considera que “Habría sido absurdo esperar que la declaración de 

independencia sería retirada como consecuencia de una Opinión Consultiva negativa. Por 

el contrario, una respuesta negativa podría haber inspirado a los actores serbios para 

propagar una reconquista de Kosovo con medios militares. Contra ese espectro, la Corte 

no tenía una posibilidad real de elección, si no quería poner su propia autoridad legal, moral 

y política en riesgo. Así que la respuesta dada por el Tribunal era de esperar” (Peters 2011, 

p.108).  

III.4.b.  El Estado de Palestina 

El origen del Estado de Palestina, se encuentra íntimamente emparentado con la 

historia del surgimiento del Estado de Israel, ya que el territorio reivindicado por ambos 

sujetos de derecho se encontraba bajo el control de Gran Bretaña, a través del mandato 

que le había sido otorgado por la entonces Sociedad de las Naciones (Campanella 1994, 

p.284). 

En tal sentido, y reconociendo las intenciones de Gran Bretaña de dar por 

finalizado su mandato, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 

adoptaría la Resolución 181, el 29 de noviembre de 1947, mediante la cual se ponderaba 

la creación de dos Estados y una zona bajo control internacional para Jerusalén, la cual 

                                                
27 Cuando la Opinión Consultiva fue solicitada, solo 69 países miembros de la Organización de las 

Naciones, de los 192 miembros actuales, habían reconocido Kosovo como Estado independiente. Sin embargo, 
luego de la emisión de la Opinión Consultiva no se vislumbró un cambio de criterio por parte de los Estados 
que se han negado a reconocer a Kosovo (Hannum 2011, p.159). 
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estaría administrada por el Consejo de Administración Fiduciaria de las Naciones Unidas 

(O.N.U. 2005, p.9-15) 

Como bien se ha mencionado en el Capítulo III, al tratar el reconocimiento del 

Estado de Israel, el pueblo palestino no aceptó dicha propuesta, iniciándose un período 

marcado por enfrentamientos bélicos entre ambos pueblos. Como consecuencia del 

conflicto árabe-israelí de 1948, un gran número de árabes palestinos se vieron obligados 

a emigrar a Estados árabes vecinos como Jordania o Líbano.  

En su Resolución 62 (1948), de 16 de noviembre de 1948, el Consejo de 

Seguridad decidió concluir un armisticio aplicable a todos los sectores de Palestina y pidió 

a las partes directamente implicadas en el conflicto que concertaran un acuerdo con tal fin. 

De conformidad con esta decisión, en 1949 se concluyeron acuerdos de armisticio general 

entre Israel y los Estados vecinos, gracias a la mediación de las Naciones Unidas. Uno de 

esos acuerdos se firmó en Rodas el 3 de abril de 1949 entre Israel y Jordania. En los 

artículos V y VI de dicho Acuerdo se fijó la línea de demarcación del armisticio entre las 

fuerzas israelíes y las fuerzas árabes (denominada después con frecuencia “Línea Verde”, 

debido al color con que se trazó en los mapas). En el párrafo 2 del artículo III de dicho 

Acuerdo se precisa que “ningún elemento de las fuerzas militares o paramilitares de 

ninguna de las partes...cruzará o atravesará, por ningún motivo las líneas de demarcación 

del armisticio…” (O.N.U. 2004, p.29) 

Sin embargo, las circunstancias históricas preveían nuevos embates que 

atentaban contra el retorno del pueblo palestino al territorio “deseado”. En 1967, y como 

consecuencia de la denominada “Guerra de los seis días”, el Estado de Israel tomaría el 

control de la Franja de Gaza, de la península de Sinaí, de Cisjordania (incluyendo Jerusalén 

Oriental) y de los Altos de Golán (Campanella 1994, p.288) 

El 22 de noviembre de 1967, el Consejo de Seguridad aprobó por unanimidad la 

Resolución 242 (1967), en la que insistía en la inadmisibilidad de las adquisición del 

territorio por medio de la guerra y pedía el retiro de las fuerzas armadas israelíes de los 

territorios que ocuparon durante el reciente conflicto, y la terminación de todas las 

situaciones beligerancia o alegaciones de su existencia. A partir de 1967, Israel tomó varias 

medidas en esos territorios con el fin de alterar el estatuto de la ciudad de Jerusalén. El 

Consejo de Seguridad, tras recordar en varias ocasiones el principio de que la adquisición 

de territorio por conquista militar es inadmisible, condenó esas medidas y, en su Resolución 

298 (1971), de 25 de septiembre de 1971, dejo expresa constancia de ello (O.N.U. 2004, 

p.29) 
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Por su parte, el 28 de mayo de 1964, al igual que cualquier movimiento de 

liberación nacional, la Organización de Liberación de Palestina (OLP) fue creada por un 

grupo de individuos que se autoproclamaban representantes de las comunidades 

palestinas en sus diferentes ubicaciones geográficas, reunidos en Jerusalén bajo el nombre 

de Consejo Nacional de Palestina (CNP) declararon el establecimiento de la OLP y 

aprobaron la Carta Nacional Palestina y su estatuto (Kassim 2010, p.1). En tal sentido, 

desde el momento de su creación la OLP se ha declarado como la única representante del 

pueblo palestino, estableciendo el artículo 1 de su estatuto que todos los palestinos 

constituyen entre ellos una organización llamada OLP. Es decir, que existe una presunción 

de que todos los palestinos en el mundo son miembros de esta Organización. 

Luego de los eventos del Septiembre Negro28 de Jordania,  la ruptura entre el 

liderazgo palestino y el Reino de Jordania se hizo palmaria, obligando a los palestinos 

refugiados en dicho territorio a emprender su partida. En dicho contexto, la Liga Árabe 

reconoció el derecho del pueblo palestino a la autodeterminación y llamó a todos los 

Estados árabes, incluyendo a Jordania, a defender la unidad palestina y no interferir en sus 

asuntos. Asimismo, se reconoció a la OLP como el único representante legítimo del pueblo 

palestino (Campanella 1994, p.288-289). 

En dicho contexto, el 15 de noviembre de 1988, en la ciudad de Argel, sin poseer 

el control efectivo de ningún territorio, Yasser Arafat, líder de la OLP declararía la 

independencia de Palestina. En dicho acto, se proclamaba a Jerusalén como capital del 

nuevo Estado, sin embargo no se establecían límites geográficos29.  

Ahora bien, si bien la declaración de independencia del Estado de Palestina puede 

ser interpretada como un hecho histórico, resulta importante resaltar que su verdadero 

valor radica en la aceptación de la posición adoptada por la Asamblea General de la 

Organización de las Naciones Unidas en su Resolución 181, es decir,  la creación de dos 

Estados.  En tal sentido, no se encontraría cuestionada en el texto de la declaración la 

legitimidad del Estado de Israel. 

Además, en dicha oportunidad, el Consejo Nacional Palestino llamaría a 

negociaciones sobre la base de la Resolución 242 del Consejo de Seguridad de las 

Naciones Unidas, de 1967, la cual exigía la paz en Medio Oriente, a través del 

                                                
28 Se denomina “Septiembre Negro” al conflicto civil que aconteció en el Reino de Jordania, durante 

dicho mes en el año 1970, entre la Organización para la Liberación de Palestina y el gobierno de dicho Estado. 
El conflicto solo cristalizaría la mala relación entre el pueblo palestino y el Reino de Jordania, lo cual culminaría 
con la expulsión de la OLP de dicho territorio (Campanella 1994, p.288-289) . 

29 Del texto de la propia declaración de independencia se desprende que “el Estado de Palestina es 
el Estado de los palestinos donde quiera que estén”.  
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reconocimiento de la soberanía y la integridad territorial de cada Estado de dicha región. 

En tal sentido, se postulaba el retiro del ejército israelí de aquellos territorios adquiridos 

durante la guerra de los seis días (Campanella 1994, p.290-291) 

En dicho entendimiento, el Estado de Israel y la OLP suscribirían los acuerdos de 

Oslo, con el objeto de alcanzar una solución permanente a los conflictos entre ambos 

Estados. A través de ellos, se preveía la creación de un gobierno interino palestino, la 

Autoridad Nacional Palestina, quien ejercería el control y el poder de las zonas de 

Cisjordania y la Franja de Gaza, las cuales les serían transferidas, a partir de mayo de 

1994. 

Posteriormente, durante el año 2004, la Asamblea General de la Organización de 

las Naciones Unidas solicitó a la Corte Internacional de Justicia que emitiere Opinión 

Consultiva sobre las consecuencias jurídicas de la construcción muro en el territorio 

palestino ocupado. En tal sentido, merece señalarse que en 1996, el Gobierno de Israel 

empezó a estudiar la forma de detener la infiltración a Israel desde el centro y el norte de 

la Ribiera Occidental. Según el informe del Secretario General A/ES-10/248, en julio de 

2001 el Gabinete de Israel aprobó por primera vez un plan de ese tipo. Luego, el 14 de abril 

de 2001, el Gabinete aprobó una decisión relativa a las obras que formarían lo que Israel 

describe como “valla de seguridad” de 80 kilómetros de largo (O.N.U. 1994, p.31) 

Al respecto, la Corte Internacional de Justicia se expidió, en el párrafo 137 de la 

Opinión mencionada, “…basándose en el materia que dispone, la Corte no está convencida 

de que el trazado concreto que ha escogido Israel para el muro fuera necesario para 

conseguir los objetivos en materia de seguridad. El muro, a lo largo del trazado elegido, y 

su régimen conexo, infringen gravemente diversos derechos de los palestinos que residen 

en el territorio ocupado por Israel y las infracciones derivadas de ese trazado no pueden 

justificarse por exigencias militares o necesidades de seguridad nacional u orden público. 

Así pues, la construcción de ese muro constituye una violación por parte de Israel de varias 

de las obligaciones que le incumben con arreglo al derecho internacional humanitario y los 

instrumentos de derechos humanos aplicables”. 

Ahora bien, cabe destacar que, el Estado Palestino en la actualidad es reconocido 

por 130 países miembros de la Organización de las Naciones Unidas. Asimismo, desde el 

año 2011 es miembro de la UNESCO, y desde el 29 de Noviembre de 2012 posee el 
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carácter de “Estado Observador no miembro” ante la Organización de las Naciones 

Unidas30. 

Del texto de la Resolución 67/19, mediante la cual se acordó el ingreso del Estado 

de Palestina a la Organización de las Naciones Unidas, como “Estado Observador no 

miembro”, se desprende que los miembros de dicho organismo se pronuncian “a favor de 

los derechos inalienables del pueblo palestino y pugna por el fin de la ocupación israelí 

iniciada en 1967, y por un Estado palestino independiente, soberano, democrático y 

contiguo con las fronteras definidas antes de 1967”. 

Deteniéndonos en el reconocimiento efectuado al Estado de Palestina, como tal, 

resulta llamativo el ejercicio de éste por aproximadamente 94 países, durante 1988, cuando 

aún la Organización para la Liberación de Palestina carecía de un territorio determinado 

sobre el cual ejercer el control. Además, si bien la OLP era considerada como el 

representante legítimo del pueblo palestino, no se vislumbraba una estructura 

gubernamental, mediante la cual se ejercía dicho poder. 

A pesar de ello, y al igual que en el caso de la República de Kosovo, parecería 

que el pensamiento político imperante fue el de intentar poner fin a un conflicto bélico 

existente durante algo más de medio siglo, y sobre todo permitir que los objetivos que la 

Resolución 181 de la Asamblea General de las Naciones Unidas perseguía, puedan ser 

puestos en práctica. 

III.5 Conclusiones del período 

Al comenzar el presente capítulo, hemos hecho especial alusión a la disminución 

de la práctica del reconocimiento de Estados, durante el período comprendido entre fines 

del siglo XX hasta el día de la fecha. Asimismo, y con el objeto de delimitar las posibles 

causas de dicho escenario, hemos realizado un breve acercamiento al contexto político 

vigente. En tal sentido, concluimos que se podría vislumbrar una relación temporal entre la 

reducción de dicha práctica y el ocaso de la Guerra Fría. Sin embargo, luego de haber 

realizado un breve raconto de los Estados que han proclamado su independencia durante 

el período bajo análisis y de la conducta asumida por la comunidad internacional ante 

                                                
30 Al respecto, es menester destacar que originariamente el Estado de Palestina había presentado 

su solicitud de admisión como miembro de la Organización de las Naciones Unidas, en septiembre de 2011. 
Sin embargo, atento que para ser considerado como tal, se requiere la aceptación del Consejo de Seguridad y 
el voto afirmativo de las dos terceras partes de la Asamblea General, y en virtud de prever el veto de los Estados 
Unidos de América en el Consejo de Seguridad, se optó por la ampliación de su estatus de “entidad 
observadora” a “Estado no miembro observador”, para el cual no se requiere la aceptación del Consejo. 
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dichas proclamaciones, nos encontramos en condiciones de afirmar que el contexto político 

resulta un factor influyente mas no determinante.  

Al respecto, resulta indispensable remitirnos al texto de la Resolución 1514 (XV) 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas, ya que como bien se ha mencionado,  

dicho plexo normativo se ha tornado la base sobre la cual se ha hecho efectivo el principio 

de “libre determinación de los pueblos” durante el siglo XX. En tal sentido, como se 

desprende del nombre de la Declaración contenida en ella, es casi indubitable que su objeto 

ha sido allanar el camino hacia la descolonización y la finalización de toda práctica de 

subyugación, dominación y explotación extranjera.  Sin embargo, la norma no menciona 

dentro de los supuestos contemplados la posibilidad de secesión fuera del contexto de 

descolonización. En tal sentido, la norma no incluye ni excluye dicha alternativa, solo 

guarda silencio. 

A su vez, su igual 2625 (XXV) también recepta el principio de “libre determinación 

de los pueblos”, y al explayarse sobre éste, agrega: “Ninguna de las disposiciones de los 

párrafos precedentes se entenderá en el sentido de que autoriza o fomenta cualquier 

acción encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad de 

Estados soberanos e independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de 

igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descrito y estén, por 

lo tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al 

territorio, sin distinción por motivos de raza, credo o color.”, estableciendo de este modo 

una limitación al principio bajo análisis: la imposibilidad de atentar contra la integridad 

territorial de un Estado soberano e independiente. 

Esta restricción no hace más que limitar el ejercicio de la práctica bajo análisis en 

aquellos casos de secesión unilateral, ya que el reconocimiento como Estado 

independiente de un territorio delimitado, con una población étnica diferenciada, y un 

gobierno propio,  el cual formase parte de un Estado soberano, resultaría un accionar que 

atentaría contra la integridad territorial de este último. 

De esta forma, podemos afirmar que el origen de la reducción de la práctica del 

reconocimiento de Estados en los últimos veinte años se debe a dos factores elementales: 

a) la existencia de escasas colonias que pretendan independizarse; y b) el recelo existente 

en la comunidad internacional hacia el ejercicio de dicha práctica en supuestos de secesión 

unilateral, por considerar que dicho accionar podría atentar contra un principio de derecho 

internacional. 
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Ahora bien, a pesar de que de lo hasta aquí desarrollado parecería que en los 

casos de secesión unilateral el no reconocimiento es la regla, la situación de la República 

de Kosovo, no hizo más que reforzar la idea de que todo regla tiene sus excepciones, en 

este caso cuando como consecuencia del proceso de secesión se encontrare en juego la 

seguridad internacional. En tal sentido, el reconocimiento de la República de Kosovo como 

Estado soberano e independiente puede ser entendido como la reacción de la comunidad 

internacional ante las flagrantes violaciones a los derechos humanos de los 

albanokosovares, con el objeto de proteger su integridad física de los mismos, y preservar 

la seguridad europea. 

Por su parte, si bien la fragmentación de la ex República Federativa Socialista de 

Yugoslavia, tampoco fue ajena a la violación de los derechos esenciales de sus habitantes, 

el reconocimiento de los Estados federales desmembrados de ella no ha sido sujeto de un 

cuestionamiento internacional tan agresivo, atento que en principio todas las repúblicas, 

que formaban parte de dicha Federación, gozaban de un derecho constitucional a 

autodeterminarse, y en virtud, de conformidad con lo señalado por la Comisión Badinter, 

que no se trataba de una verdadera secesión ya que la República Federal estaba en 

proceso de disolución y cada una de las nuevas repúblicas resultaban ser continuadoras 

de la primera.  

A pesar de ello, es menester resaltar que si bien la Comisión había sostenido en 

algunos supuestos, como por ejemplo el caso de la República de Croacia, no otorgar el 

reconocimiento por no haberse cumplimentado con las garantías requeridas, se optó por 

flexibilizar las condiciones a las cuales se encontraba supeditado el reconocimiento, con el 

objetivo de preservar la paz en la región. 

En síntesis, estamos en condiciones de concluir que a pesar de que la práctica 

pondera el no reconocimiento en supuestos de secesión unilateral, la necesidad de 

preservar la seguridad internacional permite alterar dicha máxima, en miras a un objetivo 

superior: la paz. 

Sin embargo, al emitir la Opinión Consultiva relativa a la “Conformidad con el 

derecho internacional de la declaración unilateral de independencia relativa a Kosovo”, la 

Corte Internacional de Justicia lejos de establecer un criterio conciliador y dispersar las 

dudas existentes en la materia, optó por callar y no emitir opinión respecto de la doctrina 

de la secesión unilateral como remedio frente a la imposibilidad de autodeterminarse 

internamente o la existencia de flagrantes violaciones a los derechos humanos de un 

“pueblo”, amparándose en la estrechez de la consulta efectuada por la Asamblea General 

de la Organización de las Naciones Unidas. Además, se encargó de dejar por sentado que 
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el principio de integridad territorial es aplicable en las relaciones interestatales, aspecto 

arduamente criticable ya que de una interpretación laxa se avalaría el accionar de 

movimientos secesionistas. 
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CONCLUSIONES FINALES 

Al comenzar el presente trabajo de investigación, nos hemos propuesto analizar 

la figura del reconocimiento de Estados, no tan solo como una herramienta de derecho, 

sino como un instrumento de política exterior. Para ello, consideramos indispensable 

inmiscuirnos en las prácticas imperantes durante el siglo XX, con el objetivo de delimitar 

aquello que no se vislumbra del marco teórico existente en la materia.  La realidad resulta 

más compleja e involucra una serie de aristas que no han sido consideradas en la definición 

clásica de “reconocimiento de Estados”. 

Del análisis efectuado, y en una dimensión comparativa entre dos períodos 

históricos, encontramos dos factores que resultan innegables, y que delimitan la práctica 

de la figura bajo análisis: a) el factor político, y b) el factor legal. Si bien la influencia de 

ambos elementos no debe ser desconocida, es el factor legal, a través de la aprobación de 

la Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, el cual va llevar 

a la práctica del reconocimiento de Estados a una nueva dimensión. 

La Resolución citada ha marcado un quiebre histórico en la política “colonialista”, 

imperante durante el siglo XIX, y ha respondido a los objetivos de la Carta de la 

Organización de las Naciones Unidas. En tal sentido, en los considerandos de dicha norma 

se expresa, que la Asamblea General la ha sancionado: “Teniendo presente que los 

pueblos del mundo han proclamado en la Carta de las Naciones Unidas que están resueltos 

a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la 

persona humana…Consciente en la necesidad de crear condiciones de estabilidad y 

bienestar y relaciones pacíficas y amistosas basadas en el respeto de los principios de 

igualdad de derechos y de libre determinación de todos los pueblos…Reconociendo el 

apasionado deseo de libertad que abrigan todos los pueblos dependientes y el papel 

decisivo de dichos pueblos en el logro de su independencia”.  

Sin ninguna duda, el texto de dicho plexo normativo parecería promisorio, y en 

verdad, ha resultado un avance importante en la política de descolonización. El ejemplo 

más notorio lo encontramos en las estadísticas incorporadas en el Capítulo III del presente 

trabajo en donde se demuestra que desde la fecha en que ha sido promulgada, se han 

proclamado el 63% de las declaraciones de independencias efectuadas durante el período 

comprendido entre 1901-1991. A pesar de ello, lo cierto es que la Resolución 1514 (XV) no 

establece un marco legal para todos los supuestos en los cuales un “pueblo” buscaba su 

independencia, sino por el contrario, y como bien se infiere de su dispositivo 1°, se limitaba 

a aquellos casos de subyugación, dominación y explotación extranjera. 
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La no incorporación del supuesto de secesión unilateral ajena a los casos de 

descolonización no fue casualidad, por el contrario si entendemos dicha omisión en 

conjunto con las disposiciones de la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, 

podemos inferir que el concepto de “pueblo” empleado en su texto, no es utilizado en 

sentido amplio sino por el contrario es limitativo a aquellos que se encuentren sometidos 

bajo cualquier forma de colonialismo. 

Ahora bien, ¿qué suscita con aquellas comunidades en un sentido cultural o 

social? En los supuestos de “pueblos” entendidos como grupos de habitantes que 

comparten una etnia, religión, cultura o raza, y que habitan en un determinado sector o 

territorio dentro de un Estado soberano e independiente, el derecho internacional no los ha 

dotado de un derecho de secesión, más les ha adjudicado el carácter de “minoría” 

otorgándoles un grupo de derechos, los cuales les deberán ser garantizados. En tal 

sentido, el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, señala: “En 

los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las 

personas que pertenezcan a dichas minorías al derecho que les corresponde, en común 

con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar 

su propia religión y a emplear su propio idioma31”. Asimismo, la Resolución 47/135 de la 

Asamblea General de la ONU, profundiza el alcance de esa protección al incorporar ciertos 

derechos políticos específicos en su art. 2.3. “Las personas pertenecientes a minorías 

tendrán el derecho de participar efectivamente en las decisiones que se adopten a nivel 

nacional y, cuando proceda, a nivel regional respecto de la minoría a la que pertenezcan o 

de las regiones en que vivan, de toda manera que no sea incompatible con la legislación”. 

Hasta aquí podemos afirmar que si bien el derecho internacional no promueve 

explícitamente un derecho de secesión para los pueblos culturales (sean religiosos, étnicos 

o raciales) tampoco lo prohíbe. Sin embargo, y en miras al principio de “integridad 

territorial”, profesado en la materia bajo análisis, tanto en la Resolución 1514 (XV) como en 

la Resolución 2625 (XXV), tales movimientos independentistas, de existir, sufrirán de una 

escasa aceptación a nivel internacional. Recordemos, que la Resolución 1514 (XV), en su 

dispositivo 6° ha explicitado: “Todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente 

la unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los Propósitos y 

                                                
 
31 En tal sentido, merece destacarse que el artículo 1° de dicho Pacto ha receptado el principio de 

“Libre determinación de los pueblos”, por lo cual la incorporación del concepto de minorías en su dispositivo 
27, no hace más que reforzar la idea de que a los pueblos culturales no se les han concedido derechos 
especiales, los cuales les deben ser garantizados y para cuya concesión pueden reclamar, más no se los ha 
dotado con la potestad de autodeterminarse. 
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Principios de la Carta de las Naciones Unidas.”. Igual criterio ha profesado la Resolución 

2625 (XXV). 

Sin lugar a dudas, el objetivo de la Asamblea General de las Naciones Unidas al 

receptar dicha restricción, no ha sido más que impedir una fragmentación de la comunidad 

internacional. El 90% de los Estados son plurinacionales. Un gran número de ellos tienen 

pueblos culturales con vínculos inmemoriales con un territorio más o menos delimitado. La 

experiencia histórica muestra que la afirmación activa de esta aspiración por un grupo 

nacional ha agitado inmediatamente la reactiva de otro (Sánchez 2012, p.4). En pocas 

palabras, lo que se pretende evitar es una “reacción en cadena” que termine por desintegrar 

a un Estado soberano, a pesar de que en el mismo se les habían concedido determinadas 

garantías a los diferentes pueblos culturales. En este orden de ideas, la situación de la 

República de Nigeria, resulta un excelente modelo para ejemplificar las posibles 

consecuencias anómalas de permitir la autodeterminación sin limitación alguna. Al 

respecto, Nigeria posee 500 lenguas vivas, con sus minorías lingüísticas, y  algunas de sus 

comunidades se encuentran asentadas en espacios geográficos delimitados, por lo cual el 

reconocimiento del derecho a la autodeterminación de alguno de sus pueblos culturales 

podría acarrear el levantamiento de los demás, fragmentando dicho Estado en minúsculas 

porciones de territorios independientes. 

En miras a estas disposiciones, la posición de la comunidad internacional frente a 

la autoproclamación de independencia de un grupo cultural, pareciera resultar siempre la 

misma: no reconocer, en la medida que el Estado soberano del cual dicho pueblo se 

pretenda desmembrar no admita el ejercicio de tal potestad. Contrariamente, en caso de 

existir común acuerdo al respecto, no existiría óbice alguno que impidiera el ejercicio del 

reconocimiento. 

La necesidad de dicho recaudo no resulta arbitraria sino por el contrario lo que se 

pretende es no violar la integridad territorial del Estado ya constituido, cuya fragmentación 

tendría lugar en el supuesto de ser admitida dicha secesión. En caso afirmativo, 

corresponderá a la comunidad internacional analizar si a su criterio el nuevo sujeto que 

pretende ser reconocido como Estado, cumple con la totalidad de los elementos esenciales 

para ser considerado como tal. Sin embargo, a lo largo del presente trabajo quedó 

demostrado que en marcadas oportunidades, la carencia de alguno de ellos, no ha 

resultado un impedimento para su otorgamiento de manera prematura. 

No obstante ello, es menester traer a colación lo opinado por la Corte Internacional 

de Justicia, en el párrafo 80 de la Opinión Consultiva relativa a la “Conformidad con el 

derecho internacional de la declaración unilateral de la independencia relativa a Kosovo”, 
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quien ha dejado expreso que el principio de integridad territorial es de aplicación en la 

esfera interestatal. A pesar de ello, consideramos valioso y merituable el aporte de Olivier 

Corten, quien al comentar la Opinión mencionada, considera que existe una necesidad de 

reescribir el principio de integridad territorial reglado en el artículo 2 (4) de la Carta de la 

Organización de las Naciones Unidas o por lo menos realizar una nueva interpretación del 

mismo. En tal sentido, el autor citado señala: “Desde principios de la década de 2000, esta 

concepción clásica es desafiada en nombre de la necesidad de adaptar la legislación a las 

nuevas realidades políticas. Según los estudiosos que siguen a esta nueva forma de 

pensar, la creciente amenaza que representan el terrorismo u otros grupos no estatales 

debería dar lugar a una nueva interpretación de la norma que prohíbe el uso de la fuerza, 

que debe extenderse más allá de las relaciones interestatales. Por lo tanto, el artículo 2 (4) 

de la Carta debe ser reescrito o, al menos, reinterpretado, con el fin de responder a las 

nuevas realidades de un mundo post-nacional” (Corten 2011, p.90). 

Ahora bien, el conflicto se suscita respecto de la conducta que deberá adoptarse 

en aquellos supuestos en los cuales el Estado que se vería fragmentado con la 

autodeterminación externa de un grupo cultural, no reconoce tal derecho y por el contrario 

ve en el reconocimiento de los Estados extranjeros una intromisión en sus asuntos internos 

y un ataque a su integridad territorial. Obviamente, la respuesta cuasi obligatoria es no 

reconocer, pero la práctica internacional nos ha permitido vislumbrar algunas aristas 

interesantes. 

En el Capítulo III del presente trabajo de investigación ha quedado demostrado 

cómo la confluencia de dos pensamientos políticos-ideológicos, no solo polarizó a la 

comunidad internacional, sino le otorgó cierto dinamismo a la práctica del reconocimiento 

de Estados. En tal sentido, el reconocimiento de Corea del Norte resultaba legítimo para el 

bloque soviético, y no así para el bloque capitalista. La existencia de este dinamismo 

permitió la subsistencia de algunos sujetos que se autoproclamaban independientes, cuya 

vida en la sociedad internacional podría haber sido efímera de no haber contado con un 

bloque que le asegurara cierta independencia. 

En sentido contrario, en la actualidad, el ocaso de la Guerra Fría, otorgó mayor 

seguridad jurídica a las decisiones de la comunidad internacional, eliminando aquel 

dinamismo que surgía como consecuencia de dos posiciones ideológicas encontradas. La 

situación de Osetia del Sur y Abjasia es el mejor ejemplo. Ambos “pueblos” han sido 

reconocidos como Estados independientes solo por la Federación Rusa, y un número 

limitado de Estados. En dicho orden de ideas, no resulta desmesurado sospechar que de 
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tener mayor peso el pensamiento político de la Federación Rusa, su accionar sería seguido 

por su sequito y solo objeto de críticas por parte de sus opositores. 

En tal sentido, podemos afirmar que la ausencia de una doble hegemonía se ha 

traducido en la inexistencia de dos pensamientos políticos diferenciados, que buscaran, a 

través de la práctica del reconocimiento de Estados, nuevos aliados a cambio de seguridad 

internacional. Por el contrario, del análisis del período comprendido entre 1991 y la 

actualidad, se infiere una búsqueda de consenso a través de prácticas conjuntas. 

Ahora bien, tal vez el mayor avance en materia de reconocimiento pueda 

encontrarse en la situación de Kosovo, un supuesto de secesión unilateral de un grupo 

cultural no reconocido por el Estado independiente y soberano (Serbia) que se verá 

fragmentado.  

En tal sentido, el reconocimiento de dicha República ha respondido a cuestiones 

de fuerza mayor: a la necesidad de mantener la paz en la región y consecuentemente, la 

seguridad en el continente europeo. Los crímenes y las flagrantes violaciones a los 

derechos humanos, eran la prueba misma de que los principios y derechos receptados por 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos no habían sido garantizados por la 

República de Serbia, y enrostraron la necesidad de intervención (primero de la OTAN y 

luego de la ONU) que requería la región.  

En este sentido, no debe desatenderse que de no haber mediado intervención, tal 

vez los reclamos independentistas de Kosovo no habrían persistido, pero tampoco debe 

desconocerse que por considerar que los asuntos concernientes a una minoría 

perteneciente a un Estado son cuestiones de política interna, habría que optar por no 

intervenir, porque de lo contrario se estaría avalando, por omisión, el accionar de las 

fuerzas de Serbia. Es por ello, que podemos afirmar que cuando existan circunstancias en 

las cuales la secesión unilateral de un “pueblo” se encuentre íntimamente vinculada con el 

mantenimiento de la paz, la comunidad internacional se encuentra en condiciones de 

analizar, excepcionalmente, la procedencia del reconocimiento en miras de un objetivo 

ulterior que es el bienestar internacional. 

De lo hasta aquí vertido, se deduce que salvo en cuestiones excepcionales, los 

pueblos culturales que pretendan independizarse, se encuentran despojados del derecho 

de secesión. Pareciera que el único camino conducente que se les concede es acudir a los 

organismos internacionales, como por ejemplo a la Organización de las Naciones y 

Pueblos no representados, a la espera de un cambio de criterio de la comunidad 

internacional respecto de la secesión unilateral o del Estado a cuyo territorio se encuentran 
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incorporados. No obstante ello, nada les impide autodeterminarse internamente dentro del 

territorio del Estado del cual forman parte. 

Cabe destacar, que la adopción de esta doctrina que hace uso de la secesión 

como remedio ante situaciones de flagrantes violaciones a los derechos humanos de una 

minoría o ante la imposibilidad de autodeterminación interna no ha sido profesada por todos 

los Estados. En dicho orden de ideas, durante el procedimiento llevado a cabo ante la Corte 

Internacional de Justicia como consecuencia de la Opinión Consultiva ya mencionada, los 

únicos Estados que han expresado de manera clara que consideran la existencia del 

derecho de autodeterminarse externamente fuera del contexto colonial han sido los Países 

Bajos, Suiza, Albania, Estonia, Finlandia, Alemania, Irlanda, Jordania, Lituania, Maldivas, 

Polonia, Rusia y Eslovenia (Christakis 2011, p.78). 

Establecer soluciones al conflicto podría parecer desmesurado pero por el 

contrario, el mantenimiento de dichas condiciones, solo profesaría por el sostenimiento de 

Estados fallidos como se evidencia en el caso de Somalia, un Estado que carece de un 

gobierno que ejerza el poder sobre toda su extensión, y en el cual se evidencian dos 

regiones (Somalilandia y Puntlandia) que reclaman su independencia, las cuales poseen 

un control absoluto sobre una determinada porción del territorio de dicho Estado. 

Mikulas Fabry, en su obra “Recognizing States”, adopta a la figura del 

reconocimiento “de facto” como un mecanismo para reconocer la existencia de cierta 

autonomía, y al mismo tiempo no conceder los efectos jurídicos propios de un 

reconocimiento “de jure”, como lo es la delimitación de fronteras. Dicha práctica si bien 

resulta conducente, no parecería que permitiese arribar a un mejor escenario, sino por el 

contrario dar a conocer al resto de los miembros de la comunidad, que se ha apreciado 

cierta potencialidad en un grupo cultural para ser considerado como Estado. 

A pesar de resultar extrema o difícil de poner en práctica, desde un punto de vista 

personal, consideramos que el ejercicio del reconocimiento de Estados efectuado por los 

miembros de la Comunidad Europea en el caso del desmembramiento de la República 

Socialista Federativa de Yugoslavia, resulta un modelo interesante a seguir. La 

“Declaración de los doce sobre las directrices referidas al reconocimiento de nuevos 

Estados en Europa del Este y la Unión Soviética” y la creación de una Comisión Arbitral 

que analizara el cumplimiento de las “cargas” allí impuestas, resulta un mecanismo, que a 

pesar de ser tachado de ineficiente, por el mero hecho de que algunos de sus suscriptores 

se han alejado a lo resuelto por la Comisión, no deja de formular un avance en la práctica 

del reconocimiento. En primer término, porque esas “cargas” no hacen más que mencionar 

la suscripción de diversos tratados y acuerdos que velaban por la paz y la seguridad 
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internacionales, con el objeto de eludir el caos que un supuesto de fragmentación podría 

acarrear, y en segundo lugar, porque no atenta contra el carácter discrecional del 

reconocimiento, ya que cada Estado puede alejarse de lo opinado por la Comisión Arbitral, 

siendo sus dictámenes no vinculantes.  

En síntesis, la comunidad internacional se enfrenta a un nuevo dilema, habiendo 

finalizado el período de apogeo del proceso de descolonización atento ser reducido el 

número de colonias vigentes; la cuestión radica en aceptar las fragmentaciones y las 

autodeterminaciones futuras de los pueblos culturales con asidero y responsabilidad, o 

desconocer que esta problemática existe, negando la existencia de Estados fallidos. 
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ANEXO I -  INDEPENDENCIAS DECLARADAS DURANTE EL SIGLO XX 

Períodos 
Históricos País Fecha de Independencia Continente 

1901-1910  

Australia 1 de enero de 1901 Oceanía 

Panamá  3 de noviembre de 1903 América 

Islandia 1 de febrero de 1904 Europa 

Noruega 7 de junio de 1905 Europa 

Nueva Zelanda 26 de septiembre de 1907 Oceanía 

Bulgaria 5 de agosto de 1908 Europa 

1911-1919  

Albania 28 de noviembre de 1912 Europa 

Irlanda 24 de abril de 1916 Europa 

Finlandia 6 de diciembre de 1917 Europa 

Afganistán 20 de agosto de 1919 Asia 

1921-1930  

Mongolia 11 de julio de 1921 Asia 

Egipto  28 de febrero de 1922 África 

Turquía 29 de octubre de 1923 Asia 

Arabia Saudita 8 de enero de 1926 Asia 

Ciudad del Vaticano 11 de febrero de 1929 Europa 

1931-1940  

Canadá 11 de diciembre de 1931 América 

Iraq 3 de octubre de 1932 Asia 

1941-1950 

Etiopia 5 de marzo de 1941 África 

Líbano 26 de noviembre de 1941 Asia 

Corea del Sur 15 de agosto de 1945 Asia 

Indonesia 17 de agosto de 1945 Asia 

Vietnam  2 de septiembre de 1945 Asia 

Filipinas 4 de julio de 1946 Asia 

Pakistán 14 de agosto de 1947 Asia 

India 15 de agosto de 1947 Asia 

Myanmar 4 de enero de 1948 Asia 

Sri Lanka 4 de febrero de 1948 Asia 

Israel 14 de mayo de 1948 Asia 

Corea del Norte 9 de septiembre de 1948 Asia 

Laos 19 de julio de 1949 Asia 

Bután 8 de agosto de 1949 Asia 

China 1 de octubre de 1949 Asia 

1951-1960 

Libia 26 de diciembre de 1951 África 

Austria 27 de julio de 1955 Europa 

Sudan 1 de enero de 1956 África 

Túnez 20 de marzo de 1956 África 

Marruecos 7 de abril de 1956 África 

Ghana 6 de marzo de 1957 África 

Malasia 31 de agosto de 1957 Asia 

República Centroafricana 13 de agosto de 1958 África 



112 

Guinea 2 de octubre de 1958 África 

Costa de Marfil 4 de diciembre de 1958 África 

Nigeria 1 de enero de 1960 África 

Gambia 18 de febrero de 1960 África 

Togo  27 de abril de 1960 África 

Madagascar 26 de junio de 1960 África 

Rep. Democrática del 
Congo -Zaire- 30 de junio de 1960 África 

Somalia 1 de julio de 1960 África 

Benín 1 de agosto de 1960 África 

Níger  3 de agosto de 1960 África 

Burkina Fasso 5 de agosto de 1960 África 

Chad 11 de agosto de 1960 África 

República del Congo 15 de agosto de 1960 África 

Chipre 16 de agosto de 1960 Europa 

Gabón 17 de agosto de 1960 África 

Senegal 20 de agosto de 1960 África 

Mali 22 de septiembre de 1960 África 

Mauritania 18 de noviembre de 1960 África 

1961-1970  

Sudáfrica 31 de marzo de 1961 África 

Sierra Leona 27 de abril de 1961 África 

Siria 28 de septiembre de 1961 Asia 

Tanzania 9 de diciembre de 1961 África 

Samoa 1 de enero de 1962 Oceanía 

Burundi 1 de julio de 1962 África 

Rwanda 1 de julio de 1962 África 

Argelia 3 de julio de 1962 África 

Jamaica 6 de agosto de 1962 América 

Trinidad y Tobago 31 de agosto de 1962 América 

Uganda 9 de octubre de 1962 África 

Kenia 12 de diciembre de 1963 África 

Malawi 6 de julio de 1964 África 

Malta  21 de septiembre de 1964 Europa 

Zambia 24 de octubre de 1964 África 

Maldivas 26 de julio de 1965 Asia 

Singapur 9 de agosto de 1965 Asia 

Guyana 26 de marzo de 1966 América 

Lesotho 4 de septiembre de 1966 África 

Botswana 30 de septiembre de 1966 África 

Barbados 30 de noviembre de 1966 América 

Sealand 2 de septiembre de 1967 Europa 

Nauru 31 de enero de 1968 Oceanía 

Mauricio 12 de marzo de 1968 África 

Swazilandia 6 de septiembre de 1968 África 
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Guinea Ecuatorial 12 de octubre de 1968 África 

Tonga 4 de julio de 1970 África 

Fiji 10 de octubre de 1970 Oceanía 

1971-1980  

Bangladesh 26 de marzo de 1971 Asia 

Bahréin 15 de agosto de 1971 Asia 

Qatar 3 de noviembre de 1971 Asia 

Emiratos Árabes Unidos 2 de diciembre de 1971 Asia 

Bahamas  10 de julio de 1973 América 

Granada 7 de febrero de 1974 América 

Guinea-Bissau 10 de septiembre de 1974 África 

Mozambique 25 de junio de 1975 África 

Cabo Verde 5 de julio de 1975 África 

Comores 6 de julio de 1975 África 

Santo Tomé y Príncipe  12 de julio de 1975 América 

Papua Nueva Guinea 16 de septiembre de 1975 Oceanía 

Angola 11 de noviembre de 1975 África 

Surinam 25 de noviembre de 1975 América 

Sahara Occidental 27 de febrero de 1976 África 

Seychelles 29 de junio de 1976 Oceanía 

Djibouti 27 de junio de 1977 África 

Islas Salomón 7 de julio de 1978 Oceanía 

Tuvalu 1 de octubre de 1978 Oceanía 

Dominica 3 de noviembre de 1978 América 

Venda 1 de febrero de 1979 AFRICA 

Santa Lucia 22 de febrero de 1979 América 

Kiribati 12 de julio de 1979 Oceanía 

San Vicente y Granadina 27 de octubre de 1979 América 

Zinbabwe 18 de abril de 1980 África 

Vanuatu 30 de julio de 1980 Oceanía 

1981-1990  

Belice 21 de septiembre de 1981 América 

Antigua y Barbuda 1 de noviembre de 1981 América 

San Cristóbal y Nevis 18 de septiembre de 1983 América 

Chipre del Norte 15 de noviembre de 1983 Europa 

Brunei 1 de enero de 1984 Asia 

Islas Marshall 21 de octubre de 1986 Oceanía 

Micronesia 3 de noviembre de 1986 Oceanía 

Palestina 15 de noviembre de 1988 Asia 

Polonia 4 de julio de 1989 Europa 

Camboya 26 de septiembre de 1989 Asia 

Hungría 23 de octubre de 1989 Europa 

Yemen 2 de marzo de 1990 África 

Lituania 11 de marzo de 1990 Europa 

Namibia 21 de marzo de 1990 Europa 

Letonia 4 de mayo de 1990 Europa 
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Armenia 23 de agosto de 1990 Asia 

Transnistria 2 de septiembre de 1990 Europa 

Alemania 3 de octubre de 1990 Europa 

1991-2000  

Chechenia 11 de enero de 1991 Asia 

Kuwait 28 de febrero de 1991 Asia 

Georgia 9 de abril de 1991 Asia 

Somalilandia 18 de mayo de 1991 África 

Croacia 25 de julio de 1991 Europa 

Eslovenia 25 de julio de 1991 Europa 

Estonia 20 de agosto de 1991 Europa 

Ucrania 24 de agosto de 1991 Europa 

Bielorrusia 25 de agosto de 1991 Europa 

Moldavia 27 de agosto de 1991 Europa 

Kirguizistán 31 de agosto de 1991 Asia 

Uzbekistán 31 de agosto de 1991 Asia 

Macedonia 8 de septiembre de 1991 Europa 

Tayikistán 9 de septiembre de 1991 Asia 

Azerbaiyán 18 de octubre de 1991 Asia 

Turkmenistán 27 de octubre de 1991 Asia 

Osetia del Sur 28 de noviembre de 1991 Asia 

Rusia 25 de diciembre de 1991 Europa 

Bosnia Herzegovina 1 de marzo de 1992 Europa 

Abjasia 23 de julio de 1992 Asia 

República Checa 1 de enero de 1993 Europa 

Eslovaquia 1 de enero de 1993 Europa 

Eritrea 24 de marzo de 1993 África 

Palau 1 de octubre de 1994 Oceanía 
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ANEXO II - RECONOCIMIENTOS EFECTUADOS POR EEUU Y LA URSS  

Períodos 
Históricos País 

Fecha de 
Independencia EEUU 

 
URSS 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1946-1950 

Filipinas 4 de julio de 1946 04/07/1946 02/06/1976 

Pakistán 14 de agosto de 1947 20/10/1947 01/05/1948 

India 14 de agosto de 1947 15/8/1947 04/04/1947 

Myanmar 4 de enero de 1948 04/01/1948 18/02/1948 

Sri Lanka 4 de febrero de 1948 04/02/1948 06/12/1956 

Israel 14 de mayo de 1948 14/05/1948 

18/05/1948 
relaciones 
dejadas sin 
efecto en 
1967 y 
retomadas en 
1991 

Corea del Norte 
9 de septiembre de 
1948 

No 
reconocido 

12/10/1948 

Laos 19 de julio de 1949 07/02/1950 07/10/1960 

Bután 8 de agosto de 1949 
No 
reconocido 

No 
reconocido  

China 1 de octubre de 1949 01/01/1979 02/10/1949 

1951-1960 

Libia 
26 de diciembre de 
1951 24/12/1951 

 
25/09/1955 

Austria 27 de julio de 1955 15/05/1955 15/05/1955 

Sudan 1 de enero de 1956 01/01/1956 04/01/1956 

Túnez 20 de marzo de 1956 22/03/1956 11/07/1956 

Marruecos 7 de abril de 1956 07/03/1956  

Ghana 6 de marzo de 1957 06/03/1957 14/01/1958 

Malasia 31 de agosto de 1957 31/08/1957 03/04/1967 

República Centroafricana 13 de agosto de 1958 13/08/1960 07/12/1960 

Guinea 2 de octubre de 1958 13/02/1959 04/10/1958 

Costa de Marfil 4 de diciembre de 1958 07/08/1960 06/06/1960 

Nigeria 1 de enero de 1960 01/10/1960 25/11/1960 

Gambia 18 de febrero de 1960 18/02/1965 17/07/1965 

Togo  27 de abril de 1960 27/04/1960 01/05/1960 

Madagascar 26 de junio de 1960 25/06/1960 29/09/1962 

Rep. Democrática del 
Congo -Zaire- 30 de junio de 1960 30/06/1960 

 
07/07/1960 

Somalia 1 de julio de 1960 01/07/1960 11/09/1960 

Benín 1 de agosto de 1960 01/08/1960 18/08/1960 

Níger  3 de agosto de 1960 03/08/1960 02/08/1960 

Burkina Fasso 5 de agosto de 1960 05/08/1960 18/02/1962 

Chad 11 de agosto de 1960 11/08/1960 24/11/1964 

República del Congo 15 de agosto de 1960 15/08/1960 16/03/1964 

Chipre 16 de agosto de 1960 16/08/1960 18/08/1960 



116 

Gabón 17 de agosto de 1960 17/08/1960 06/08/1960 

Senegal 20 de agosto de 1960 24/09/1960 14/10/1960 

Mali 
22 de septiembre de 
1960 20/06/1960 

 
14/10/1960 

Mauritania 
18 de noviembre de 
1960 28/11/1960 

 
12/07/1964 

1961-1970  

Sudáfrica 31 de marzo de 1961 31/05/1961 28/02/1992 

Sierra Leona 27 de abril de 1961 27/04/1961 18/01/1962 

Siria 
28 de septiembre de 
1961 10/10/1961 

 
07/10/1961 

Tanzania 9 de diciembre de 1961 09/12/1961 11/12/1961 

Samoa 1 de enero de 1962 01/01/1962 01/01/1962 

Burundi 1 de julio de 1962 01/07/1962 25/07/1962 

Rwanda 1 de julio de 1962 01/07/1962 09/07/1962 

Argelia 3 de julio de 1962 03/07/1962 23/03/1962 

Jamaica 6 de agosto de 1962 16/08/1962 13/08/1962 

Trinidad y Tobago 31 de agosto de 1962 31/08/1962 06/06/1974 

Uganda 9 de octubre de 1962 09/10/1962 13/10/1962 

Kenia 
12 de diciembre de 
1963 12/12/1963 

 
11/03/1963 

Malawi 6 de julio de 1964 06/07/1964 06/07/1964 

Malta  
21 de septiembre de 
1964 18/09/1964 

 
20/09/1964 

Zambia 24 de octubre de 1964 24/10/1964 24/10/1964 

Maldivas 26 de julio de 1965 10/08/1965 21/09/1966 

Singapur 9 de agosto de 1965 11/08/1965 02/04/1966 

Guyana 26 de marzo de 1966 16/05/1966 17/12/1970 

Lesotho 
4 de septiembre de 
1966 04/10/1966 

 
01/02/1980 

Botswana 
30 de septiembre de 
1966 30/09/1966 

 
06/03/1970 

Barbados 
30 de noviembre de 
1966 30/11/1966 

 
29/01/1993 

Sealand 
2 de septiembre de 
1967 

No 
reconocido 

No 
reconocido 

Nauru 31 de enero de 1968 24/10/1976 31/01/1968 

Mauricio 12 de marzo de 1968 12/03/1968 17/03/1968 

Swazilandia 
6 de septiembre de 
1968 06/09/1968 

 
06/09/1968 

Guinea Ecuatorial 12 de octubre de 1968 28/10/1968 12/10/1968 

Tonga 4 de junio de 1970 04/10/1972 05/06/1970 

Fiji 10 de octubre de 1970 10/10/1970 30/01/1974 

1971-1980  

Bangladesh 26 de marzo de 1971 04/04/1972 25/01/1972 

Bahréin 15 de agosto de 1971 15/08/1971 29/09/1990 

Qatar 
3 de noviembre de 
1971 05/09/1971 

 
11/09/1971 
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Emiratos Árabes Unidos 2 de diciembre de 1971 03/12/1971 08/12/1971 

Bahamas  10 de julio de 1973 10/07/1973 14/01/2004 

Granada 7 de febrero de 1974 07/02/1975 13/09/1979 

Guinea-Bissau 
10 de septiembre de 
1974 10/09/1974 

 
06/10/1976 

Mozambique 25 de junio de 1975 25/06/1975 25/06/1975 

Cabo Verde 5 de julio de 1975 05/07/1975 07/05/1975 

Comores 6 de julio de 1975 15/08/1977  

Santo Tomé y Príncipe  12 de julio de 1975 12/07/1975 12/07/1975 

Papua Nueva Guinea 
16 de septiembre de 
1975 16/09/1975 

 
17/05/1976 

Angola 
11 de noviembre de 
1975 19/05/1993 

 
11/05/1975 

Surinam 
25 de noviembre de 
1975 25/11/1975 

 
25/11/1975 

Sahara Occidental 27 de febrero de 1976 
No 
reconocido 

No 
reconocido 

Seychelles 29 de junio de 1976 29/06/1976 30/06/1976 

Djibouti 27 de junio de 1977 27/06/1977 27/06/1977 

Islas Salomón 7 de julio de 1978 07/07/1978 07/07/1978 

Tuvalu 1 de octubre de 1978 01/10/1978 01/10/1978 

Dominica 
3 de noviembre de 
1978 03/11/1978 

 
03/11/1978 

Venda 1 de febrero de 1979 
No 
reconocido 

No 
reconocido 

Santa Lucia 22 de febrero de 1979 17/05/1979 22/02/1979 

Kiribati 12 de julio de 1979 20/09/1979 12/07/1979 

San Vicente y Granadina 27 de octubre de 1979 23/11/1981  

Zinbabwe 18 de abril de 1980 18/04/1980 18/04/1980 

Vanuatu 30 de julio de 1980 30/07/1980 30/07/1980 

1981-1989  

Belice 
21 de septiembre de 
1981 29/10/1981 

 
25/06/1991 

Antigua y Barbuda 
1 de noviembre de 
1981 01/11/1981 

 

San Cristóbal y Nevis 
18 de septiembre de 
1983 19/09/1983 

 

Chipre del Norte 
15 de noviembre de 
1983 

No 
reconocido 

No 
reconocido 

Brunei 1 de enero de 1984 01/01/1984 01/10/1991 

Islas Marshall 21 de octubre de 1986 21/10/1986  

Micronesia 
3 de noviembre de 
1986 03/11/1986 

 

Palestina 
15 de noviembre de 
1988 

No 
reconocido 

 
18/11/1988 

 


